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 Por lo tanto, en la actualidad, sólo puede hablarse, al menos desde un punto de vista 
formal, de un único criterio de sujeción al IRPF español por obligación real: el de la 
obtención o producción de rentas en nuestro territorio. La residencia en España de la persona 
o Entidad pagadora del rendimiento ha pasado a ser una de las reglas o manifestaciones -en 
concreto, la única con rango legal- del criterio de la obtención. 
 De la redacción dada al art. 11.Uno.b), se advierte que, al igual que hiciera la Ley 
44/1978, tampoco la Ley 18/1991 ha regulado de forma clara y detallada la extensión del 
aspecto espacial del hecho imponible del IRPF en sede de tributación de no residentes. Es 
decir, no se determina de una forma pormenorizada cuándo una renta ha de considerarse 
obtenida en territorio español. 
 En este aspecto, el legislador de 1991 desatendió las críticas unánimes, ya referidas, 
que despertó el hecho que fuese el Reglamento del IRPF de 1981 y no la propia Ley del 
Impuesto el que detallase las rentas que debían considerarse obtenidas en España, y ha vuelto 
a reproducir la misma situación, fuente de nuevas y reiteradas críticas370. En efecto, en la 
vigente regulación del IRPF es, de nuevo, una disposición reglamentaria -el art. 70 del 
Reglamento del Impuesto de 1991- la que determina qué rentas se considerarán obtenidas o 
producidas en territorio español. 
 

3.- Sistematización de las rentas sujetas al IRPF español por 
obligación real 

 
 De la comparación de los arts. 19 del Reglamento del IRPF de 1981 y 70 del vigente 
Reglamento de 1991, se advierte que la enumeración que este último efectúa de las rentas que 
se consideran producidas en territorio español, además de su carácter taxativo371, tiene a su 
favor el hecho de estar más en consonancia con el principio de territorialidad. De todos 
modos, como apunta buena parte de la doctrina372, el art. 70, a pesar de sus aciertos, no es un 
modelo de sistematización de los criterios de conexión aplicables en la tributación de las 
personas físicas no residentes. Es por esta razón que parece conveniente proceder a una 
sistematización de tales criterios: 
 

A.- Criterio del pago. 
 

 Según este criterio373, acogido con carácter general en el art. 70.Dos.a) del 

                                                           
370 .- Por todos, vid . CARMONA FERNANDEZ, N.: "El nuevo ámbito de sujeción de rentas de no residentes. 
(El artículo 70 del Reglamento del IRPF, algún consejo para su travesía)", Tribuna Fiscal, núm. 20, 1992, págs. 
54 y 73. 
371 .- El art. 19 del Reglamento de 1981 principiaba afirmando que: "(...) se consideran, en todo caso, 
rendimientos e incrementos de patrimonio o disminuciones patrimoniales producidos en territorio español (...) 
". A propósito de la enumeración efectuada por este precepto, FERREIRO señalaba su carácter puramente 
ejemplificativo de los más frecuentes e importantes rendimientos e incrementos de patrimonio que han de 
entenderse producidos en territorio español. FERREIRO LAPATZA, J.J., LASARTE ALVAREZ, J., MARTIN 
QUERALT, J. y PALAO TABOADA, C.: "Comentarios a la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas", op. cit ., págs. 82 y 83. 
 En cambio, el art. 70 del vigente Reglamento del IRPF de 1991 no utiliza la expresión "en todo caso " 
sino que declara que: "Se consideran rentas obtenidas o producidas en territorio español, las siguientes (...) ". 
372 .- Por todos, vid . GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de no residentes", 2ª edición actualizada, op. cit ., 
pág. 78. 
373 .- La correcta exégesis del criterio del pago excluye los casos de pura y simple mediación en el mismo 
debiendo tratarse de pagos propios de la persona o Entidad residente, no de actuaciones por cuenta y en nombre 
de un tercero. Así lo establece el art. 42.2 del Reglamento de 1991: "No se considerará que una persona o 
entidad satisface o abona un rendimiento cuando se limite a efectuar una simple mediación de pago . 
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Reglamento del IRPF de 1991 -que reitera las previsiones del párrafo 2º del art. 11.Uno.b de 
la Ley 18/1991-, se consideran rentas producidas u obtenidas en territorio español y, por lo 
tanto, sujetas a nuestro IRPF por obligación real de contribuir, los rendimientos satisfechos a 
una persona física no residente por parte de: 
 - Otra persona física que tenga la condición de empresario o profesional y residencia 
en territorio español374. 
 - Personas jurídicas o entidades, públicas o privadas, residentes en dicho territorio, y 
 - Establecimientos permanentes situados en territorio español375. 
 En particular, se considerarán obtenidos en territorio español y, por lo tanto, sujetos a 
nuestro IRPF cuando sean percibidos por personas físicas no residentes los siguientes 
rendimientos: 
 - Los procedentes del trabajo dependiente (art. 11.Uno.b de la Ley 18/1991). 
 - Los obtenidos en relación con la actuación personal de artistas y deportistas, aún 
cuando se atribuyan a persona o entidad distinta del artista o deportista (arts. 11.Uno.b de la 
Ley 18/1991 y 70.Uno.e del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en los fondos 
propios de entidades, públicas o privadas, residentes en España (arts. 11.Uno.b de la Ley 
18/1991 y 70.Uno.f del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los intereses, cánones y otros rendimientos del capital mobiliario, satisfechos por 
personas o entidades, públicas o privadas, residentes en España o por establecimientos 
permanentes situados en territorio español (arts. 11.Uno.b de la Ley 18/1991 y 70.Uno.g del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los rendimientos del capital inmobiliario (art. 11.Uno.b). 
 Por otra parte, a modo de precisión respecto de las disposiciones contenidas en el 
párrafo 2º del art. 11.Uno.b) de la Ley 18/1991, así como del art. 70.Dos.a) del Reglamento 
del IRPF de 1991, el art. 70.Dos.b) de este segundo texto legal determina cuáles son los 
rendimientos que no se considerarán obtenidos o producidos en territorio español y que, por 
lo tanto, no quedarán sometidos a nuestro IRPF por obligación real376. 
                                                                                                                                                                                     
 Se entenderá por simple mediación de pago el abono de una cantidad por cuenta y orden de un tercero 
". 
374 .- En este punto se produce una modificación restrictiva respecto de las disposiciones del art. 4.1.b) de la Ley 
44/1978. En este precepto se hablaba de rendimientos "satisfechos por persona o entidad pública o privada - sin 
excepciones- residente" en territorio español. En cambio, el párrafo segundo del art. 11.1.b) de la Ley 18/1991 y 
el art. 70.2 del Reglamento del IRPF de 1991 acotan más el grupo de los pagadores de rendimientos señalando, 
por lo que respecta a las personas físicas, que sólo se considerarán obtenidos o producidos en territorio español 
los rendimientos satisfechos por personas físicas que tengan la condición de empresarios o profesionales. Así 
pues, no quedarán sometidos a nuestro IRPF los rendimientos pagados por personas físicas residentes en España 
que no sean empresarios o profesionales y tampoco -creemos- los satisfechos por empresarios y profesionales 
cuando actúen, no como tales, sino como particulares. 
375 .- Teniendo en cuenta que el establecimiento permanente no tiene personalidad jurídica, el pagador, en el 
nuevo régimen aplicable a partir de 1 de enero de 1992, no ha de ser necesariamente una persona física o 
jurídica residente en España, sino que pueden serlo también personas físicas o Entidades no residentes, siempre, 
por supuesto, que actúen a través de un establecimiento permanente situado en territorio español. 
376 .- Art. 70.2.b del Reglamento del IRPF: "Lo dispuesto en la letra anterior - en relación al criterio del pago 
como manifestación del de la obtención de rendimientos en territorio español- no será aplicable cuando se trate 
de los siguientes rendimientos : 
 1. Los satisfechos por razón de actividades empresariales, distintas de las mencionadas en el número 
siguiente, cuando aquéllas se realicen íntegramente en el extranjero. En particular, se entenderán incluidos en 
este número los satisfechos por razón de compraventas internacionales de mercancías, incluidas las comisiones 
de mediación en las mismas, así como los gastos accesorios y conexos. 
 2. Los satisfechos por razón de los servicios o prestaciones a que se refiere la letra c) del apartado uno 
de este artículo -esto es, realización de estudios, proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión- cuando 
dichos servicios o prestaciones se realicen íntegramente fuera del territorio español y estén directamente 
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 Con base en lo preceptuado por los arts. 11.Uno.b) de la Ley 18/1991 y 70.Dos del 
vigente Reglamento del IRPF en relación con el criterio que estamos analizando, se observa 
que en la actualidad existe una mayor adecuación entre la riqueza que se considera gravable 
por el IRPF español y nuestro territorio, habiéndose eliminado, con la nueva regulación, los 
casos más flagrantes de extraterritorialidad. 
 
 B.- Criterio del lugar de situación de los bienes productores de las rentas o 
incrementos de patrimonio. 
 
 Con arreglo a este criterio, se considerarán sometidos al IRPF español, como 
consecuencia de hallarse situados en nuestro territorio los bienes que los generan: 
 - Los rendimientos derivados de actividades empresariales o profesionales obtenidos 
por medio de establecimiento permanente situado en territorio español (art. 70.Uno.a del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los intereses, cánones y otros rendimientos del capital mobiliario satisfechos por 
establecimientos permanentes situados en territorio español (art. 70.Uno.g del Reglamento 
del IRPF de 1991). 
 - Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados 
en territorio español o de derechos relativos a los mismos (art. 70.Uno.h del Reglamento del 
IRPF de 1991). 
 - Los incrementos de patrimonio derivados, directa o indirectamente, de bienes 
inmuebles situados en territorio español o de derechos relativos a los mismos (art. 70.Uno.j 
del Reglamento del IRPF de 1991). En particular, se consideran incluidos en este bloque: . 
Los incrementos de patrimonio derivados de derechos o participaciones en una sociedad o 
entidad, residente o no, cuyo activo esté constituido principalmente por bienes inmuebles 
situados en territorio español. 
  . Los incrementos de patrimonio derivados de la enajenación de derechos o 
participaciones en una sociedad o entidad, residente o no, que atribuyan a su titular el derecho 
de disfrute sobre bienes inmuebles situados en territorio español. 
 - Los incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles situados en territorio 
español (art. 70.Uno.k del Reglamento del IRPF de 1991). 
 
 C.- Criterio del lugar de realización 
 
 De conformidad con este criterio, quedarán sometidos al IRPF español los siguientes 
rendimientos: 
 - Los procedentes de actividades empresariales, en general, ejercitadas sin mediación 
de establecimiento permanente, cuando tales actividades se realicen en territorio español (art. 
70.Uno.b del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los derivados de prestaciones de servicios tales como la realización de estudios, 

                                                                                                                                                                                     
vinculados a actividades empresariales o profesionales del pagador realizadas en el extranjero, salvo que se 
refieran a bienes situados en territorio español. 
 3. Los satisfechos a personas o entidades no residentes por establecimientos permanentes situados en 
el extranjero, con cargo a los mismos, cuando las prestaciones correspondientes estén directamente vinculadas 
con la actividad del establecimiento permanente en el extranjero ". (Este último supuesto es reproducción literal 
de la previsión contemplada en el art. 14 in fine del Reglamento del IRPF de 1981). 
 Nos encontramos, pues, con que, nuevamente, por vía reglamentaria, se produce una modificación, en 
sentido restrictivo, de las previsiones de la Ley, lo que, al igual que sucedía con el art. 70 del Reglamento en 
relación con las rentas que debían considerarse sometidas al IRPF, vuelve a suscitar serias dudas en torno a la 
corrección de la técnica normativa empleada. 
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proyectos, asistencia técnica y apoyo a la gestión cuando la prestación de los mismos se 
realice en territorio español (art. 70.Uno.c del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los resultantes de la realización de servicios profesionales cuando éstos se realicen 
en nuestro territorio (art. 70.Uno. c del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los rendimientos del trabajo dependiente cuando el mismo se preste en territorio 
español (art. 70.Uno.d del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los rendimientos obtenidos de la actuación personal de artistas y deportistas en 
España, aun cuando se atribuyan a persona o entidad distinta del artista o deportista (art. 
70.Uno.e del Reglamento del IRPF de 1991). 
 
 D.- Criterio del lugar de utilización de las prestaciones. 
 
 De conformidad con este criterio, cuando una prestación realizada por una persona 
física no residente es utilizada en territorio español, los rendimientos que de ella procedan 
quedan sujetos a nuestro IRPF en los siguientes casos: 
 - Cuando tales rendimientos se deriven de prestaciones de servicios tales como la 
realización de estudios, proyectos, asistencia técnica o apoyo a la gestión cuando tales 
prestaciones se utilicen en nuestro territorio. Se entenderán utilizadas en territorio español las 
prestaciones que sirvan a actividades empresariales realizadas en territorio español o se 
refieran a bienes situados en el mismo (art. 70.Uno.c del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Caso de los rendimientos derivados de la prestación de servicios profesionales 
cuando los mismos se utilicen en territorio español. Se entenderán utilizadas en territorio 
español las prestaciones que sirvan a actividades profesionales realizadas en territorio español 
o se refieran a bienes situados en el mismo (art. 70.Uno.c del Reglamento del IRPF de 1991). 
 
 E.- Criterio del lugar de residencia de la entidad emisora o distribuidora de beneficios. 
 
 Quedarán sometidos al IRPF español, por obligación real: 
 - Los dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en fondos propios 
de entidades, públicas o privadas, residentes en España (art. 70.Uno.f del Reglamento del 
IRPF de 1991). 
 - Los intereses, cánones y otros rendimientos del capital mobiliario satisfechos por 
personas o entidades, públicas o privadas, residentes en España (art. 70.Uno.g del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Los incrementos de patrimonio derivados de valores emitidos por personas o 
entidades, públicas o privadas, residentes en España (art. 70.Uno.i del Reglamento del IRPF 
de 1991). 
 
 F.- Criterio del lugar de ejercicio o cumplimento de los derechos. 
 
 Se considerarán rentas obtenidos en territorio español: - Los incrementos de 
patrimonio obtenidos por no residentes y derivados, directa o indirectamente, de derechos 
relativos a bienes inmuebles situados en territorio español (art. 70.Uno.j del Reglamento del 
IRPF de 1991). En particular, consideran incluidos en este bloque: . Los incrementos de 
patrimonio derivados de derechos o participaciones en una sociedad o entidad, residente o no, 
cuyo activo esté constituido principalmente por bienes inmuebles situados en territorio 
español. 
 . Los incrementos de patrimonio derivados de la enajenación de derechos o 
participaciones en una sociedad o entidad, residente o no, que atribuyan a su titular el derecho 
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de disfrute sobre bienes inmuebles situados en territorio español 
 - Los incrementos de patrimonio derivados de derechos que deban cumplirse o se 
ejerciten en territorio español (art. 70.Uno.k del Reglamento del IRPF de 1991). 
 

B) RENTAS NO SUJETAS 
 

1.- Consideraciones generales 
 

 El art. 29 de la LGT preceptúa que: 
"La Ley, en su caso, completará la determinación concreta del hecho imponible377 

mediante la mención de supuestos de no sujeción ". 
 Teniendo en cuenta que dentro del esquema normativo de los tributos puede hablarse 
de hechos sujetos y de personas sujetas, es claro que, como advierte SAINZ DE 
BUJANDA378, por eliminación, "quedarán insertos en el ámbito de no sujeción los hechos 
que no aparezcan configurados en el ordenamiento como imponible, es decir, como 
susceptibles de generar obligaciones de pago ". 
 En cuanto a la naturaleza de las normas de no sujeción, tradicionalmente se sostiene 
que las mismas carecen de eficacia constitutiva; se trata de "preceptos didácticos" pero no de 
normas que por sí mismas provoquen la exclusión de obligaciones tributarias379. Sin 
embargo, NUÑEZ PEREZ380considera que, al determinar de manera expresa los supuestos 
jurídicamente no idóneos para hacer surgir la obligación tributaria, las normas de no sujeción 
cumplen la función técnica de definir en términos negativos la esfera de la sujeción tributaria 
de manera que no cabe conceptuarlas siempre y en todos los supuestos como meras normas 
didácticas carentes en todo caso de eficacia jurídica constitutiva. 
 

2.- Enunciación 
 
 El art. 70 del Reglamento del IRPF de 1991, al tiempo que, como acaba de verse, fija 
las rentas que "se considerarán obtenidas o producidas en territorio español " -y que, por lo 
tanto, quedarán sujetas al IRPF por obligación real- determina también las que no se 
considerarán obtenidas en nuestro territorio y que, por lo tanto, no quedarán sujetas a nuestro 
IRPF. Tales rentas son las siguientes: Los rendimientos derivados de actividades 
empresariales de instalación o montaje de maquinaria o instalaciones importadas en territorio 
español cuando la instalación o el montaje se realicen por el proveedor de la maquinaria o 
instalaciones y su importe no exceda del 20% del precio de adquisición de los elementos 
importados (segundo inciso del art. 70.Uno.b del Reglamento del 1991). 
 Los rendimientos satisfechos por razón de actividades empresariales distintas de las 

                                                           
377 .- Al que puede definirse como "el conjunto de circunstancias, hipotéticamente previstas en la norma, cuya 
realización provoca el nacimiento de una obligación tributaria concreta". 
SAINZ DE BUJANDA, F.: "Análisis jurídico del hecho imponible", en "Hacienda y Derecho", Tomo IV, 
Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1966, págs. 335. 
378 .- SAINZ DE BUJANDA, F.: "Teoría jurídica de la exención tributaria", en "Hacienda y Derecho", Vol. III, 
op. cit ., págs 428 y 429. 
379 .- "Si las normas de no sujeción no existieran -señala SAINZ DE BUJANDA- el resultado jurídico habría de 
ser el mismo: la inexistencia de obligaciones tributarias en los supuestos que las normas de sujeción no 
contemplan ". SAINZ DE BUJANDA, F.: "Teoría jurídica de la exención tributaria" en "Hacienda y Derecho", 
Vol. III, op. cit ., págs. 429 a 430. 
380 .- NUÑEZ PEREZ, G.G.: "Hecho imponible, no sujeción y exención. (Artículos 28, 29, 14 y 15)" en 
Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su reforma (Libro-homenaje al Profesor Dr. D. Fernando 
SAINZ DE BUJANDA), Vol. I, op. cit ., págs. 471 a 475. 
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mencionadas en el art. 70.Uno.c381, en particular, los satisfechos en virtud de compraventas 
internacionales de mercancías -incluidas las comisiones de mediación en las mismas, así 
como los gastos accesorios y conexos-, cuando se realicen íntegramente en el extranjero, 
incluso cuando aquéllos sean satisfechos, bien por empresarios individuales, profesionales, 
personas jurídicas o entidades públicas o privadas residentes en territorio español, bien por 
establecimientos permanentes situados en el mismo (art. 70.Dos.b.1 del Reglamento del 
IRPF). 
 Los rendimientos derivados de prestaciones de servicios tales como la realización de 
estudios, proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión así como de servicios profesionales 
aun cuando sean satisfechos por empresarios individuales, profesionales, personas jurídicas o 
entidades, públicas o privadas residentes en territorio español o establecimientos permanentes 
situados en el mismo, siempre que se realicen íntegramente fuera del territorio español y 
estén directamente vinculados a actividades empresariales o profesionales realizadas por 
aquéllos en el extranjero y salvo que se refieran a bienes situados en territorio español (art. 
70.Dos.b.2 en relación con el art. 70.Uno.c, ambos del Reglamento del IRPF). 
 Los rendimientos satisfechos por establecimientos permanentes situados en el 
extranjero, con cargo a los mismos, cuando las prestaciones correspondientes estén 
directamente vinculadas con la actividad del establecimiento permanente en el extranjero (art. 
70.Dos.b.3 del Reglamento del IRPF). 
 Los rendimientos de los depósitos y operaciones que cumplan análogas funciones, en 
moneda extranjera y de las cuentas extranjeras en pesetas, satisfechos a personas físicas no 
residentes en España, salvo que el pago se realice a un establecimiento permanente, por el 
Banco de España, Bancos, Cajas de Ahorro, Cajas Rurales, Cooperativas de Crédito y demás 
establecimientos con funciones delegadas del mismo (párrafo 2º del art. 70.Uno.g). 
 Los rendimientos derivados de actividades profesionales percibidos por personas 
físicas no residentes cuando son abonados a título privado por una persona física residente en 
territorio español (art. 70.Dos.a del Reglamento del IRPF de 1991). 
 

C) CARACTERIZACION GENERAL DEL SISTEMA DE 
TRIBUTACION, EN LA LEY 18/1991, DE LAS RENTAS SUJETAS AL 
IRPF POR OBLIGACION REAL 
 
 Desde un punto de vista formal, la simple lectura de los artículos que la Ley 18/1991 
del IRPF y su Reglamento dedican a la obligación real permite advertir uno de los rasgos más 
sobresalientes de su actual regulación: su mayor estructuración y sistematicidad. Frente al 
carácter fragmentario, disperso y periódicamente mudable de la normativa que, desde 1983, 
regía la tributación de las rentas obtenidas por no residentes, a partir de la reforma de 1991, se 
establecen, en unos pocos preceptos382, las bases del vigente modelo de tributación de las 
personas físicas no residentes, que, al incluirse en las propias disposiciones generales 
reguladoras del IRPF, adquiere una mayor carta de naturaleza. 
 Por lo que respecta al contenido del modelo, puede afirmarse, con carácter general, 
que, tras la reforma de la imposición personal sobre la renta de 1991, el régimen de 
tributación de las rentas obtenidas por las personas físicas no residentes en España sigue, 
fundamentalmente, la pauta del instaurado por la Ley 5/1983, por cuanto continua basándose 

                                                           
381 .- El art. 70.1.c se refiere a los rendimientos derivados de prestaciones de servicios tales como la realización 
de estudios, proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión, así como de servicios profesionales. 
382 .- Fundamentalmente, el Capítulo III del Título III y la Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991 así como 
el Titulo VII, Disposición Adicional 2ª y Disposición Transitoria 1ª del Reglamento del IRPF de 1991. 
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en la distinción, ahora formalmente recogida en el art. 16.Dos de la Ley 18/1991, entre: 
A) Tributación de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes operando en 

España mediante establecimiento permanente, con características que pueden considerarse 
análogas a la de las obtenidas por personas físicas residentes en territorio español y 
 B) tributación de las rentas obtenidas, en nuestro país, sin mediación de 
establecimiento permanente, por personas físicas no residentes, en la que las diferencias 
respecto de la obligación personal de contribuir se hacen mucho más patentes. 
 Entre el gravamen de las rentas obtenidas por medio de establecimiento permanente y 
las obtenidas sin mediación del mismo es posible observar algunos elementos comunes. Pero 
la disimilitud entre ambas modalidades de tributación por obligación real es tan profunda que 
puede afirmarse que, al igual que la obligación real de contribuir puede ser considerada como 
un Impuesto distinto de la obligación personal, también en el seno de aquélla cabe hablar, si 
no de dos impuestos distintos, sí de dos formas de tributación, prácticamente independientes 
entre sí dado que cada una de ellas tiene su propio hecho imponible y, consiguientemente, su 
propia forma de determinar la base imponible y la deuda tributaria. Al examen de estas dos 
formas de tributación dedicaremos los próximos Capítulos. 



      131 
131

 
VI.- TRIBUTACION DE LAS RENTAS OBTENIDAS POR LAS 
PERSONAS FISICAS NO RESIDENTES MEDIANTE 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE EN EL MARCO DE LA 
OBLIGACION REAL DE CONTRIBUIR 
 

A) HECHO IMPONIBLE 
 

1.- Planteamiento general. El establecimiento permanente de 
personas físicas 

 
 El art. 16.Dos.1ª de la Ley 18/1991 preceptúa que, cuando las personas físicas 
sometidas al IRPF por obligación real operen en España por medio de establecimiento 
permanente "tributarán por la totalidad de la renta imputable a dicho establecimiento, 
háyase obtenido en territorio español o extranjero. Para la calificación del establecimiento 
permanente se estará a lo prevenido en el Impuesto sobre Sociedades ". La exégesis de este 
precepto suscita, en primer lugar, la cuestión del alcance de la remisión que efectua al IS en 
orden a la calificación del establecimiento permanente. 
 Parece claro que la remisión alcanza, sin ningún género de dudas, a la propia 
definición de establecimiento permanente contenida en los párrafos segundo y tercero del art. 
45.1.a) de la Ley 43/1995, del IS383. Ahora bien, una mayor incertidumbre se plantea a la hora 
de dilucidar si aquella remisión debe entenderse también referida a las clases de 
establecimientos permanentes a las que alude el Reglamento del IS de 1982, a saber: 
establecimientos permanentes con actividad continuada, establecimientos permanentes con 
actividad esporádica y establecimientos permanentes que no cierran un ciclo mercantil (arts. 
306 a 332). 
 A nuestro juicio, y compartiendo el sentir general de la doctrina384,es perfectamente 
posible hablar de establecimientos permanentes de personas físicas como una categoría 
distinta de las mencionadas en el Reglamento del IS, fundamentalmente, con base en las 
previsiones del art. 18.Seis de la Ley 18/1991. Este precepto, en punto a la determinación de 
la base imponible de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes por medio de 
establecimiento permanente, remite a los arts. 40 y ss. de la propia Ley 18/1991, con 
independencia de que éstos, a su vez, efectúen remisiones al IS. Otra cosa distinta es que la 
regulación de los establecimientos permanentes de personas físicas sea insuficiente y que 
para paliar estas deficiencias deba acudirse a la normativa del IS, en particular, a las 
disposiciones previstas para los establecimientos permanentes con actividad continuada. 
 Por otra parte, en el art. 16.Dos.1º se hace también referencia al fenómeno conocido 
                                                           
383 .- "Se entenderá que una entidad opera mediante establecimiento permanente en territorio español, cuando 
por cualquier título disponga en el mismo, de forma continuada o habitual, de instalaciones o lugares de 
trabajo de cualquier índole, en los que realice toda o parte de su actividad, o actúe en él por medio de un 
agente autorizado para contratar, en nombre y por cuenta de la entidad no residente, que ejerza con 
habitualidad dichos poderes. En particular, se entenderá que constituyen establecimiento permanente las sedes 
de dirección, las sucursales, las oficinas, las fábricas, los talleres, los almacenes, tiendas u otros 
establecimientos, las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras, las explotaciones agrícolas, forestales o 
pecuarias o cualquier otro lugar de exploración o de extracción de recursos naturales, y las obras de 
construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de doce meses ". 
384 .- Por todos, GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de no residentes", 2ª edición actualizada, op. cit ., 
págs. 139 a 141; y BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas", op. cit ., en especial en las págs. 241 y 242. 
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como "personalización" del establecimiento permanente. Con base en este fenómeno, la 
persona física no residente que opere en España por medio de establecimiento permanente va 
a tributar por una obligación global o mundial -"háyase obtenido en territorio español o 
extranjero "- limitada, eso sí, a los rendimientos imputables al establecimiento, es decir, a los 
que través del mismo se hayan obtenido en nuestro territorio o en el extranjero. 
 Como es conocido, clásicamente, se distinguen dos elementos integrantes del hecho 
imponible: 
 1.- El elemento objetivo, constituido por el presupuesto de hecho en sí mismo 
considerado, aislado de cualquier vinculación personal y 
 2.- el elemento subjetivo, que hace referencia al vínculo que une a una persona con el 
elemento objetivo y que, según lo dispuesto por el legislador en cada caso, determina en esa 
persona la condición de sujeto pasivo de la obligación tributaria. 
 

2.- Elemento objetivo 
 
 El elemento objetivo del presupuesto de hecho de la tributación, por el IRPF español, 
de las rentas atribuibles a las personas físicas no residentes en España obtenidas por medio de 
establecimiento permanente aparece integrado por la obtención de renta imputable a dicho 
establecimiento. En el seno de este elemento objetivo es posible distinguir varios aspectos: el 
material o cualitativo, el espacial, el temporal y el cuantitativo. 
 El aspecto material aparece constituido por la obtención de renta imputable a un 
establecimiento permanente como consecuencia de la realización, por parte de éste, de su 
actividad (art. 16.Dos.1ª de la Ley 18/1991). Así pues, al igual que sucede en la obligación 
personal de contribuir, la renta se concibe como una unidad compleja, formada por una 
pluralidad de hechos que se van integrando en el tiempo. No obstante, esta identidad no 
impide que existan otros extremos en los que el aspecto material del hecho imponible de la 
obligación personal de contribuir y el de la real con establecimiento permanente, difieran. 
 Así ocurre por lo que respecta a los posibles elementos integrantes de la renta que se 
sujeta a gravamen. En efecto, mientras que en el caso de la obligación personal de contribuir, 
aquélla puede estar formada por cualquiera de los componentes a los que alude el art. 5. 
Cuatro de la Ley 18/199385, en el de la obligación real con establecimiento permanente, 
larenta que se somete a tributación sólo puede ser fruto de actividades empresariales o 
profesionales y de incrementos y disminuciones de patrimonio derivados de elementos 
patrimoniales afectos al establecimiento. 
 Precisamente, en este punto, surge una dificultad: la de determinar qué renta debe 
considerarse imputable a los establecimientos permanentes de personas físicas, es decir, cuál 
es la que se conoce como "vis atractiva " de los mismos. Ante el silencio de la Ley 18/1991 -
en uno de los extremos en los que se demuestra la insuficiente regulación del establecimiento 
permanente de personas físicas- puede tomarse como punto de referencia lo dispuesto por el 
art. 48.1 de la Ley 43/1995386. 
                                                           
385 .- A saber: rendimientos del trabajo personal; rendimientos derivados de cualquier elemento patrimonial que 
no se encuentre afecto de manera exclusiva a las actividades señaladas en la letra siguiente; rendimientos de las 
actividades empresariales o profesionales; los incrementos de patrimonio y las imputaciones de bases 
imponibles positivas de las sociedades en régimen de transparencia fiscal. 
386 .- Art. 48 de la Ley 43/1995, del IS.: "1. Componen la renta imputable al establecimiento permanente los 
siguientes conceptos: 
 a) Los rendimientos de las explotaciones económicas desarrolladas por medio de establecimiento 
permanente. 
 b) Los rendimientos derivados de la cesión de elementos patrimoniales afectos al mismo. 
 c) Los incrementos o disminuciones patrimoniales derivados de los elementos patrimoniales afectos al 



      133 
133

 Por lo que respecta al aspecto espacial, en principio, la obligación real de contribuir, a 
diferencia de la obligación personal387, únicamente somete a tributación las rentas obtenidas 
en España por las personas físicas no residentes en nuestro país. Pero esta afirmación sólo se 
cumple en principio, dado que el art. 16.Dos.1ª, a propósito de los sujetos pasivos por 
obligación real que operan en nuestro país a través de establecimiento permanente, determina 
que éstos tributarán, con arreglo al IRPF español, "por la totalidad de la renta imputable a 
dicho establecimiento, háyase obtenido en territorio español o extranjero ". Se produce, 
pues, una personalización del establecimiento permanente que, en cierto modo, quiebra el 
fundamento espacial de la obligación real de contribuir y, con base en la cual, la persona 
física no residente es gravada por una suerte de "obligación personal" limitada a los 
rendimientos imputables al establecimiento. 
 En el aspecto temporal se toma como referencia el período impositivo que, según lo 
dispuesto por el art. 93 de la Ley 18/1991, será el año natural, devengándose el Impuesto el 
31 de diciembre de cada año. Respecto de los supuestos de período impositivo inferior al año 
natural contemplados en el art. 94.Uno de la Ley 18/1991388, el único aplicable a la 
obligación real de contribuir es el de fallecimiento del sujeto pasivo en día distinto del 31 de 
diciembre (art. 94.Uno.a), ya que los contenidos en las letras b) y c) de este precepto sólo se 
prevén en los casos de tributación conjunta, opción ésta que el art. 11. Dos de la Ley 18/1991 
reserva a los sujetos pasivos por obligación personal. No obstante, en relación con el aspecto 
temporal del hecho imponible en la obligación real con establecimiento permanente, se echa 
en falta la existencia de preceptos como los arts. 24.2.b) y 52.2 de la Ley 43/1995, del 
IS389relativos al cese del período impositivo. 
                                                                                                                                                                                     
establecimiento permanente. 
 Se considerarán elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente, los vinculados 
funcionalmente al desarrollo de la actividad que constituye su objeto 
 2. En los casos de reexportación de bienes previamente importados por la misma entidad no residente, 
se considerará: 
 a) Que no se ha producido alteración patrimonial alguna, sin perjuicio del tratamiento aplicable a los 
pagos realizados por el período de utilización, si se trata de elementos de inmovilizado importados 
temporalmente. 
 b) Que ha habido alteración patrimonial, si se trata de elementos de inmovilizado adquiridos para su 
utilización en las actividades desarrolladas por un establecimiento permanente. 
 c) Que ha habido rendimiento, positivo o negativo, de una explotación, si se trata de elementos que 
tengan la consideración de existencias ". 
387 .- En ésta, los sujetos pasivos residentes en España son gravados "por la totalidad de la renta que obtengan, 
con independencia del lugar donde se hubiese producido y cualquiera que sea la residencia del pagador " (art. 13 
de la Ley 18/1991). 
388 .- Art. 94 de la Ley 18/1991: "El período impositivo será inferior al año natural en los siguientes casos: 
 a) Tratándose de un sujeto pasivo que tribute individualmente, por fallecimiento del mismo en un día 
distinto del 31 de diciembre. 
 b) En caso de sujetos pasivos que tributen conjuntamente, por disolución o nulidad del matrimonio, 
por separación matrimonial en virtud de sentencia judicial o por fallecimiento del padre o madre separados o 
no casados. 
 c) Cuando el sujeto pasivo contraiga matrimonio conforme a las disposiciones del Código Civil. En 
este caso, será presupuesto para la interrupción del período impositivo la tributación conjunta del matrimonio 
con posterioridad a su celebración ". 
389 .- Art. 24.2.b: "En todo caso concluirá el período impositivo: 
 b) Cuando tenga lugar un cambio de residencia de la entidad residente en territorio español al 
extranjero ". 
 Art. 52.2 de la Ley 43/1995, del IS: "Se entenderá concluido el período impositivo, cuando el 
establecimiento permanente cese en su actividad o de otro modo se realice la desafectación de la inversión en su 
día efectuada respecto del establecimiento permanente, así como en los supuestos en que se produzca la 
transmisión del establecimiento permanente a otra entidad y aquellos en que la casa central traslade su 
residencia ". 
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 Al igual que ocurre en el caso de las personas físicas residentes sometidas al IRPF por 
obligación personal, en el de las sujetas al Impuesto español por obligación real con 
establecimiento permanente, el aspecto cuantitativo del hecho imponible es el resultado de 
computar, con signo positivo o negativo, cada uno de los elementos integrantes del aspecto 
material del hecho imponible de aquella obligación390. Unicamente si la suma así obtenida es 
de signo positivo podrá considerarse que se ha obtenido renta que deba gravarse por nuestro 
IRPF. 
 

3.- Elemento subjetivo 
 
 El elemento subjetivo del hecho imponible hace referencia al nexo que une a una 
persona con el elemento objetivo del mismo, determinando que aquélla se convierta en sujeto 
pasivo de la obligación tributaria. En la obligación personal, la referencia al sujeto pasivo 
forma parte estructural del elemento objetivo del hecho imponible. En cambio, en la 
obligación real con establecimiento permanente, el vínculo que une a la persona física no 
residente con el elemento objetivo del hecho imponible es, prima facie, y de conformidad con 
lo previsto en el párrafo 1º del art. 43.Uno de la Ley 18/1991391, la ordenación por cuenta 
propia, de forma habitual, personal y directa de los medios de producción y los recursos 
humanos afectos a las actividades empresariales o profesionales. 
 Sin embargo, en el caso de los no residentes, lo más frecuente es que éstos, al no 
hallarse habitualmente en territorio español, no desempeñen por si mismos aquellas 
actividades sino que lo hagan por medio de otras personas. De todos modos, en este supuesto, 
y de conformidad con lo preceptuado por el párrafo 2º del art. 43.Uno de la Ley 18/1991, se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que el factor de la ordenación por cuenta propia de los 
medios de producción y de los recursos humanos afectos a las actividades empresariales o 
profesionales concurre en quien figura como titular de la actividad empresarial o profesional 
desarrollada a través de un establecimiento permanente. 
 

B) El IMPUESTO ADICIONAL SOBRE LOS BENEFICIOS DEL 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE TRANSFERIDOS AL 
EXTRANJERO 
 
 Este Impuesto adicional al principal sobre el beneficio neto del establecimiento 
permanente ha sido instituido por el párrafo segundo del art. 19.2 de la Ley 18/1991. Este 

                                                           
390 .- La única diferencia entre el aspecto cuantitativo del hecho imponible de la obligación personal de 
contribuir y el de la obligación real con establecimiento permanente se deriva de la disimilitud del aspecto 
material de aquellos hechos imponibles: 
 a) En la obligación personal de contribuir, como ya se ha señalado, el aspecto material de su hecho 
imponible aparece constituido por la obtención de renta por el sujeto pasivo residente en España. Esta magnitud 
resulta de computar, con signo positivo o negativo, los siguientes elementos: rendimientos del trabajo personal, 
del capital mobiliario o inmobiliario, de actividades empresariales o profesionales, incrementos de patrimonio e 
imputaciones de bases imponibles positivas de las sociedades en régimen de transparencia fiscal. 
 b) En cambio, en el supuesto de la obligación real con establecimiento permanente, el aspecto material 
del hecho imponible lo constituye la obtención de renta imputable al establecimiento permanente. Esta renta es 
el resultado de computar, con signo positivo o negativo, solamente rendimientos derivados de actividades 
empresariales o profesionales que son los únicos que pueden obtenerse por medio de establecimiento 
permanente. 
391 .- "Los rendimientos de las actividades empresariales o profesionales se considerarán obtenidos por quienes 
realicen de forma habitual, personal o directa la ordenación por cuenta propia de los medios de producción y los 
recursos humanos afectos a las actividades ". 
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artículo, tras preceptuar que se aplicará el tipo del 35 por 100 a los rendimientos o 
incrementos de patrimonio obtenidos por no residentes a través de un establecimiento 
permanente, determina que: 

"Cuando las rentas obtenidas se transfieran al extranjero, se aplicará, 
adicionalmente, el tipo previsto en la letra a) del apartado uno anterior -esto es, el 25 
por 100- a la cuantía transferida "392. 

 De la lectura del precepto que acaba de transcribirse se desprende que las rentas 
obtenidas por una persona física no residente en España a través de un establecimiento 
permanente ubicado en nuestro territorio son o, en todo caso, pueden ser objeto de dos niveles 
o fases de gravamen: 
 - En un primer estadio, aquellas rentas tributarán con arreglo al IRPF español, en 
virtud de la obligación real con establecimiento permanente, atendiendo, únicamente, a la 
circunstancia de su obtención. 
 - Pero, en el momento en que se produzca su transferencia al extranjero -teniendo en 
cuenta que la Disposición Transitoria Primera del Reglamento del IRPF de 1991 establece 
que el impuesto complementario será exigible en relación con las transferencias 
correspondientes a las rentas de los períodos impositivos que se cierren a partir de 1 de enero 
de 1992-, aquellas rentas volverán a ser gravadas -tomando, ahora, únicamente en 
consideración el hecho de la transferencia- con base en el Impuesto adicional que se está 
examinando. 
 A propósito de las dos fases a las que acaba de aludirse, interesa remarcar dos 
extremos: 

a) Que se está en presencia de dos obligaciones tributarias distintas con dos 
presupuestos de hecho diferentes: obtención de renta en un caso y transferencia de la misma 
al exterior en el otro. 
 b) Que, aunque se trata de obligaciones distintas, existe entre ellas una relación de 
dependencia. Así, el Impuesto sobre los beneficios del establecimiento permanente 
transferidos al extranjero sólo puede exigirse si, previamente, se ha gravado la obtención, 
durante el período impositivo y por parte del sujeto pasivo no residente, de rentas imputables 
al establecimiento permanente ubicado en territorio español, ya se hayan obtenido en España 
ya en el extranjero. 
 Esta relación de dependencia o de adicionalidad -según expresión de la Ley 18/1991- 
                                                           
392 .- Es común en la doctrina el considerar que este Impuesto adicional previsto ya en el párrafo 2º del art. 
19.Dos del Proyecto del IRPF de 1990 trae causa del Convenio de Doble Imposición con los EEUU de América 
de 1990. En efecto, el Convenio Hispano-estadounidense para evitar la doble imposición y prevenir la evasión 
fiscal respecto de los impuestos sobre la renta introdujo, en su art. 14, una novedad respecto de los restantes 
Convenios suscritos por España -a salvo el precedente del art. 10.6 del Convenio entre España y el Canadá- así 
como en relación con el Modelo de la OCDE: la denominada "Imposición sobre Sucursales". 
 Sin embargo, lo cierto es que, en el momento de ultimar el Convenio entre España y los Estados 
Unidos, la Administración española no podía exigir un Impuesto análogo al "Branch Profits Tax " 
estadounidense dado que nuestra legislación interna no contaba con un gravamen similar al mismo. El hacer 
posible la aplicación del art. 14 del Convenio Hispano-estadounidense parece ser, pues, la principal razón de ser 
del gravamen adicional previsto en el art. 19.Dos de la Ley 18/1991. 
 Sin embargo, entre el "Branch Profits Tax" y el Impuesto adicional del art. 19.Dos de la Ley 18/1991 
existen sensibles diferencias: 
 a) El "Branch Profits Tax" es un impuesto periódico que se devenga todos los años con independencia 
de que el establecimiento permanente transfiera o no beneficios a su casa central. En cambio, el Impuesto 
adicional español solamente se devenga si la sucursal transfiere rentas al exterior. 
 b) Por otra parte, como advierte GONZALEZ POVEDA, el gravamen adicional estadounidense se 
aplica sólamente en el caso que las sucursales pertenezcan a sociedades pero no a personas físicas. GONZALEZ 
POVEDA, V.: "La tributación de los no residentes en la Ley 18/1991", Civitas Revista Española de Derecho 
Financiero, núm. 75, julio-septiembre, 1992, págs. 429 y 430. 
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determina que si las rentas obtenidas por la persona física no residente imputables al 
establecimiento permanente no están sujetas o son declaradas exentas del Impuesto que grava 
su obtención, tampoco quedarán sometidas al gravamen que toma en consideración su 
transferencia al extranjero. Así se desprende de la propia redacción del párrafo 2º del art. 
19.Dos ya que, adviértase, la Ley utiliza el vocablo adicionalmente y no, por ejemplo, la 
expresión en todo caso. Y ello con el objeto, a nuestro juicio, de hacer patente la necesidad de 
que, con carácter previo, las rentas hayan sido efectivamente gravadas al tipo del 35 por 100. 
 Para que se aplique el gravamen es preciso que las rentas se transfieran al extranjero, 
es decir, a un Estado distinto del Estado español. Por otra parte, para determinar el momento 
en el que el gravamen adicional ha de considerarse devengado, deberá ponerse en relación el 
párrafo 3º del art. 72 del Reglamento del IRPF de 1991393 con las disposiciones contenidas en 
los apartados 1.Cuatro.1 y 2.Dos.1 y 3. de la Orden de 31 de enero de 1992, por la que se 
dictaron normas de declaración de los Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas, sobre 
Sociedades y sobre el Patrimonio devengados por obligación real394. 
 El apartado 1.Cuatro.1 de la referida Orden de 1992, en relación con el plazo de 
presentación de las declaraciones por las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento 
permanente, determina que "con carácter general, las declaraciones se presentarán en el 
plazo de un mes a partir de la fecha de devengo de la renta ". Por su parte, en el apartado 2 
de la misma Orden, relativo a las rentas obtenidas por medio de establecimiento permanente, 
el núm. Dos.1 dispone que "(...) en el caso de que se transfieran al extranjero rentas 
obtenidas por un sujeto pasivo no residente a través de un establecimiento permanente, se 
utilizará el modelo de declaración 210, aprobado en el apartado primero para los no 
residentes sin establecimiento permanente ", mientras que el núm. Dos.3 señala que "el plazo 
para la presentación de las declaraciones será de un mes, a contar desde la fecha de la 
transferencia al extranjero de las rentas ". 
 En el caso de transferencia de rentas al extranjero, el modelo de declaración previsto 
es el correspondiente a las obtenidas por no residentes sin mediación de establecimiento 
permanente, según el cual, las declaraciones se presentarán en el plazo de un mes a partir de 
la fecha del devengo de la renta. A nuestro juicio, cabe establecer un paralelismo y entender 
que cuando se determina, a propósito de las rentas transferidas al extranjero, que el plazo de 
un mes para presentar la declaración se contará desde la fecha de transferencia de la renta se 
está indicando que ésta es la fecha del devengo del Impuesto. 
 

C) LA BASE IMPONIBLE 
 

1.- Planteamiento general 
 
 La imposición sobre la renta de las personas físicas no residentes, tanto en su 
modalidad con establecimiento permanente como sin mediación del mismo, se incluye dentro 
de la categoría de los tributos variables. En éstos, como es conocido, la deuda tributaria surge 
como resultado de aplicar a una magnitud denominada base imponible el tipo de gravamen 
                                                           
393 .- Art. 72 del Reglamento del IRPF: "Uno. La imposición complementaria sobre las rentas del 
establecimiento permanente a que se refiere el artículo 19, apartado dos, segundo párrafo de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 33, apartado 4, de la Ley del Impuesto sobre Sociedades será 
exigible respecto de las cuantías transferidas al extranjero con cargo a las rentas obtenidas por el mismo. 
 Dos. El impuesto se liquidará al tipo general aplicable a las rentas obtenidas por no residentes sin 
mediación de establecimiento permanente. 
 Tres. A tal efecto, deberá presentarse declaración e ingresarse el importe del impuesto en la forma, 
plazos e impresos establecidos para las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente ". 
394 .- BOE de 1 de febrero de 1992. 
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previsto por la ley. Esta circunstancia determina la necesidad de referirse a la noción de base 
imponible, tomada en su función de medición del hecho imponible. 
 En la base imponible de la obligación real con establecimiento permanente se 
cuantificarán los rendimientos netos derivados de actividades empresariales o profesionales -
obtenidos en territorio español o extranjero- imputables a un establecimiento permanente 
situado en España así como los incrementos o disminuciones de patrimonio derivados de 
elementos patrimoniales afectos al referido establecimiento que la persona física no residente 
haya percibido durante el período impositivo. Por lo tanto, las rentas que la persona física no 
residente obtenga en nuestro país y que no sean imputables al establecimiento permanente no 
podrán sumarse a las obtenidas a través del mismo y pasarán a tributar por separado, con 
arreglo a la modalidad de la obligación real sin establecimiento. 
 

2.- Regímenes de determinación de la base imponible 
 
 El art. 18.Seis de la Ley 18/1991, a propósito de la determinación de la base 
imponible de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes, establece que "(...) serán 
de aplicación las reglas contenidas en la Sección 3ª del Capítulo 1º del Título Quinto de esta 
Ley ". Así pues, serán aplicables las disposiciones que la Ley reguladora del IRPF prevé para 
la determinación del rendimiento neto derivado de las actividades empresariales y 
profesionales desempeñadas por personas físicas residentes en España sujetas, por lo tanto, a 
nuestro IRPF por obligación personal. 
 En cuanto a los regímenes de determinación de la base imponible, el art. 41 de la LGT 
señala que la Ley propia de cada tributo establecerá los medios para determinar la base 
imponible, de conformidad con los siguientes regímenes: a) Estimación directa; b) 
Estimación objetiva y c) estimación indirecta. En cumplimiento de las disposiciones de este 
precepto, el art. 68 de la Ley 18/1991 preceptua que la cuantía de los distintos componentes 
de la base imponible se determinará, en sede de IRPF, con arreglo a alguno de los siguientes 
métodos: 
 1.- Estimación directa, que se aplicará como régimen general. 
 2.- Estimación objetiva, aplicable a los sujetos pasivos que obtengan los rendimientos 
empresariales y profesionales que reglamentariamente se determinen, salvo que renuncien a 
la aplicación del mismo con anterioridad al inicio del período impositivo y 
 3.- estimación indirecta, de aplicación en los supuestos previstos en el art. 50 de la 
LGT395. 
 Dado el carácter residual del método de estimación indirecta, pasaremos a referirnos a 
los regímenes de estimación directa y objetiva. 
 
  a) Régimen de estimación directa 
 
 La determinación, por parte de nuestra legislación interna, del rendimiento neto 
derivado del desempeño, en España, de actividades empresariales o profesionales por parte de 
una persona física no residente con establecimiento permanente, se basa en dos ideas 
fundamentales: 1.- La de que el régimen general de determinación de tal rendimiento es el 
previsto en los arts. 40 a 43 de la Ley 18/1991 -relativos a la obligación personal de 
contribuir-, sin perjuicio de la remisión que el art. 42 efectúa a las normas del IS. 
                                                           
395 .- Estos supuestos son los siguientes: a) Resistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora; b) 
Incumplimiento sustancial de deberes contables; c) Incumplimiento del deber de presentar declaraciones o 
presentación de declaraciones defectuosas y d) desaparición, por causa de fuerza mayor, de los libros y registros 
contables o de los justificantes de las operaciones anotadas en los mismos. 
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 Por lo tanto, con arreglo al régimen de estimación directa, la base imponible de los 
establecimientos permanentes de personas físicas se determinará deduciendo de los 
rendimientos íntegros imputables a los mismos396 los gastos necesarios para su obtención así 
como el importe de la amortización de los bienes de los que procedan aquellos rendimientos. 
La fijación de los rendimientos íntegros se efectúa, a su vez, mediante la suma de dos grandes 
conceptos: 

Los ingresos propios de la actividad empresarial o profesional, entre los que se 
incluyen el autoconsumo -que debe computarse al valor normal en el mercado de los bienes y 
servicios objeto de la actividad-, las subvenciones y demás transferencias (art. 41.Uno y 
Cinco). 
 Los incrementos y disminuciones de patrimonio derivados de cualquier elemento 
patrimonial afecto a las mismas y, en su caso, el que resulte de la transmisión inter vivos de la 
totalidad del patrimonio empresarial o profesional del sujeto pasivo, supuesto éste último en 
el que se atenderá al valor normal en el mercado (art. 41.Dos y Cinco). Por otra parte, en el 
caso de los incrementos de patrimonio procedentes de la transmisión de elementos del activo 
fijo afectos a actividades empresariales o profesionales obtenidos por personas físicas no 
residentes operando en España por mediación de establecimiento permanente, les es también 
de aplicación la exención por reinversión contenida en el art. 41.Cuatro de la Ley 18/1991397. 
 Por lo que respecta a los gastos deducibles, con carácter general, el art. 42.2ª señala 
que tendrán la consideración de tales: Las cuotas satisfechas a Corporaciones, Colegios 
profesionales, Cámaras y Asociaciones empresariales o patronales y las cotizaciones a 
Mutualidades obligatorias de funcionarios, distintas de las mencionadas en el art. 28 de la 
Ley y a los Colegios de Huérfanos o Instituciones similares, 

y el 1 por 100 sobre el importe de los rendimientos íntegros por gastos necesarios de 
difícil justificación, cuando se trate de actividades profesionales, a las que se asimilan las 
actividades artísticas. 
 En cambio, no tendrán la consideración de gastos deducibles, según lo previsto por el 
art. 42.1ª: a) Las donaciones398 y b) las cantidades abonadas con carácter obligatorio a 
Montepíos Laborales y Mutualidades, cuando amparen, entre otros, el riesgo de muerte, sin 

                                                           
396 .- Los rendimientos de las explotaciones económicas desarrolladas por medio de establecimiento permanente; 
los derivados de la cesión de elementos patrimoniales afectos al mismo así como los incrementos o 
disminuciones patrimoniales derivados de los elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente. 
397 .- Art. 41.Cuatro de la Ley 18/1991: "Los incrementos de patrimonio que se pongan de manifiesto en la 
transmisión de elementos materiales de activo fijo afectos a actividades empresariales o profesionales, 
necesarios para la realización de las mismas, no serán gravados siempre que el importe total de la enajenación 
se reinvierta en elementos materiales del activo fijo afectos a actividades empresariales o profesionales, 
desarrolladas por el mismo sujeto pasivo, en las mismas condiciones establecidas a efectos del Impuesto sobre 
Sociedades. 
 En el caso de que el importe de la reinversión efectuada fuese inferior al total de la enajenación, se 
excluirá de gravamen la parte proporcional del incremento de patrimonio que corresponda a la cantidad 
invertida ". 
398 .- En sede de donaciones, debe distinguirse entre: 
 a) Las contempladas en el art. 14.1.e) de la Ley 43/1995 "1. No tendrán la consideración de gastos 
fiscalmente deducibles: 
 e) Los donativos y liberalidades. 
 No se entenderán comprendidos en esta letra los gastos por relaciones públicas con clientes o 
proveedores ni los que con arreglo a los usos y costumbres se efectuen con respecto al personal de la empresa 
ni los realizados para promocionar, directa o indirectamente, la venta de bienes y prestación de servicios, ni los 
que se hallen correlacionados con los ingresos ". 
 b) Las donaciones puras y simples de bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español. Estas, 
en principio, no tendrán la consideración de gasto deducible, sin perjuicio del derecho a deducción en la cuota 
íntegra prevista en el artículo 78.Seis de la Ley 18/1991. 
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perjuicio de lo previsto en el art. 71.1 de la Ley 18/1991 para la determinación de la base 
liquidable. 
 Tras la promulgación de la Ley 43/1995, del IS, y a los efectos de la remisión 
efectuada por el art. 42 de la Ley 18/1991 en punto a la determinación de las partidas 
deducibles, deben tomarse como punto de partida aquéllas que tengan tal condición a la hora 
de determinar el resultado contable. Sin embargo, algunas de las partidas que son gasto 
deducible desde un punto de vista contable no tienen la consideración de gasto fiscalmente 
deducible con base en las previsiones del art. 14 de la vigente Ley del IS. 
 2.- El segundo gran cimiento sobre el que se apoya la determinación del rendimiento 
neto de los establecimientos permanentes de personas físicas aparece constituido por la 
ficción de considerar a éstos como empresas totalmente distintas de la casa central399. 
 Dos han sido los métodos que, históricamente, se han utilizado para determinar la 
fracción de beneficio imputable a la porción de empresa multirregional que constituye el 
establecimiento permanente: 
 - El de "reparto proporcional de beneficios ", conocido también como sistema de 
"cifra relativa de negocios " o "método indirecto ". De conformidad con este método, el 
beneficio del establecimiento permanente se calcula sobre la base del beneficio total de la 
empresa. 
 - El "método de la contabilidad separada " o "método directo ". Según este método, la 
determinación del beneficio imputable al establecimiento permanente se funda en los datos 
contables relativos a las operaciones del propio establecimiento. Con ello, se busca gravar los 
beneficios que corresponderían al establecimiento permanente si éste constituyese una 
empresa independiente que se relacionara con su sede central en condiciones de total 
autonomía. 
 La normativa española en materia de IS, tras haber acogida durante décadas el sistema 
de la "cifra relativa ", se inclinó, a partir de 1964, por el método de la "contabilidad separada 
", actualmente vigente. Pero no fue hasta la reforma de la imposición sobre la renta de las 
personas físicas operada por Ley 18/1991 que se contempló, en nuestra legislación interna, 
una disposición como la prevista en el art. 7.2 de los Modelos de Convenio de la OCDE de 
1977 y 1992400 relativa a las operaciones entre un establecimiento permanente y la casa 
central o matriz, si bien se consideraba aplicable a las mismas lo preceptuado por el art. 16.3 
de la Ley 61/1978 sobre valoración de operaciones entre empresas vinculadas401. 
 La Disposición Adicional 5ª de la Ley 18/1991 dió una nueva redacción al art. 16 de 
la Ley 61/1978, del IS. En esta nueva redacción, aquel precepto, además de pronunciarse en 
favor del ajuste administrativo unilateral en la valoración de las operaciones entre sociedades 
vinculadas, determinaba expresamente que la regla de la valoración a precios de mercado de 
las operaciones entre sociedades vinculadas "se aplicaba en todo caso: 

A las sociedades vinculadas directa o indirectamente con otras no residentes en 
                                                           
399 .- Esto no supone, sin embargo, que el establecimiento permanente tenga personalidad jurídica propia, 
distinta de la casa central. Así lo advierte la DGT en su Contestación a la Consulta Vinculante de 10 de mayo de 
1982 al calificar como supuesto de autocontratación la formalización de un contrato de reaseguro entre un 
establecimiento permanente y su casa matriz. 
400 .- En este precepto, y sin perjuicio de la posibilidad que un Estado en el que sea usual el empleo del método 
de la "cifra relativa " pueda optar por el mismo, se señala que se atribuirán al establecimiento permanente de 
cada Estado Contratante "los beneficios que éste hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada 
que realizase las mismas o similares actividades, en las mismas o similares condiciones, y tratase con total 
independencia con la empresa de la que es establecimiento permanente ". 
401 .- El art. 16.3 de la Ley 61/1978, del IS, en su redacción vigente hasta el 31 de enero de 1991 preceptuaba 
que "no obstante lo dispuesto en los números anteriores, cuando se trate de operaciones entre Sociedades 
vinculadas, su valoración a efectos de este Impuesto se realizará de conformidad con los precios que serían 
acordados en condiciones normales de mercado entre Sociedades independientes ". 
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España y a las operaciones realizadas por una sociedad no residente con sus 
establecimientos permanentes en España o por una sociedad residente con sus 
establecimientos permanentes en el extranjero " (art. 16.4). 
 Tras la promulgación de la Ley 43/1995 del IS se ha producido una modificación en el 
tratamiento de las operaciones vinculadas consistente en que la Administración sólo podrá 
valorar por su valor de mercado las operaciones entre sociedades o personas vinculadas 
cuando, considerando el conjunto de éstas, resulte una tributación en España inferior a la que 
hubiera resultado aplicando el valor de mercado o un diferimiento de dicha tributación 
(párrafo primero del art. 16.1 de la Ley 43/1995, del IS). Por su parte, la letra k) del art. 16.2 
de la vigente Ley reguladora del IS determina que "se considerarán personas o entidades 
vinculadas: 

k) una sociedad residente en el extranjero y sus establecimientos permanentes en 
territorio español ". 
 El art. 16 de la Ley 43/1995, como ya sucediera con el art. 16 de la Ley 61/1978, no 
hace referencia expresa a las relaciones entre un establecimiento permanente y la empresa 
individual que constituye su casa central y cuyo titular es una persona física. Surge, pues, la 
duda de si a tales relaciones les aplicable lo dispuesto en aquel artículo, es decir, el principio 
del "dealing at arm's length " o de plena concurrencia. A nuestro juicio, aquella aplicación es 
perfectamente posible con base:. tanto en la finalidad del propio precepto: conocer la renta 
real obtenida por el establecimiento permanente situado en nuestro territorio. como en la 
remisión que el art. 42 de la Ley 18/1991 efectua a las normas de determinación de la base 
imponible en el IS. 
 
  b) Régimen de estimación objetiva 
 
 Además de con arreglo al régimen de estimación directa, el rendimiento neto de las 
actividades empresariales o profesionales desarrolladas por una persona física no residente a 
través de establecimiento permanente puede también determinarse según el régimen de 
estimación objetiva previsto en el art. 68.b) de la Ley 18/1991. A su vez, y como es conocido, 
la estimación objetiva se articula en dos sistemas:. Estimación objetiva por signos, índices o 
módulos, que no presenta, en sede de personas físicas no residentes, ninguna característica 
especial y. estimación objetiva por coeficientes. En este sistema, al igual que en el régimen de 
estimación directa, se aplicará el método de contabilidad separada y el principio de 
valoración de las operaciones entre el establecimiento permanente y la casa central de 
conformidad con los precios que se acordarían en condiciones nornales de mercado entre 
partes independientes. 
 

3.- Imputación temporal de ingresos y gastos 
 

 En este punto, son plenamente aplicables las disposiciones contempladas en el art. 56 
de la Ley 18/1991, en particular, las incluidas en sus apartados Uno y Seis. De conformidad 
con estos apartados: 
 - Los ingresos y gastos que determinan la base imponible del Impuesto se imputarán 
al período en que se hubiesen devengado los unos y producido los otros. Y ello, con 
independencia del momento en que se realicen los correspondientes cobros y pagos (art. 
56.Uno). 
 - Las previsiones contenidas en los diversos apartados del art. 56 se entenderán sin 
perjuicio de lo dispuesto, en relación con la determinación del rendimiento neto de las 
actividades empresariales o profesionales, por parte del art. 42 de la Ley 18/1991 (art. 
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56.Seis). En aquel precepto, además de establecerse una serie de disposiciones especiales, se 
efectua una remisión a las normas del IS. 
 Por otra parte, consideramos también aplicable a la obligación real con 
establecimiento permanente las previsiones del art. 16 del Reglamento del IRPF de 1991. Así, 
si se produce el cese de la actividad del establecimiento y, consiguientemente, la persona 
física no residente que actua a través del mismo deja de estar sujeta a nuestro IRPF por 
obligación real con establecimiento permanente, todos los ingresos o gastos pendientes de 
imputación como consecuencia de la propuesta por él formulada y aceptada por la 
Administración tributaria deberán aplicarse al último período impositivo a declarar por 
obligación real con establecimiento permanente. 
 

4.- Compensación de pérdidas 
 
 De lo preceptuado por el art. 23.1 de la Ley 43/1995 se desprende que las bases 
imponibles negativas podrán ser compensadas con las rentas positivas de los períodos 
impositivos que concluyan en los siete años inmediatos y sucesivos. No obstante, debe 
tenerse en cuenta que, en el caso que una persona física desarrolle sus actividades en nuestro 
país a través de más de un establecimiento permanente, las bases imponibles positivas sólo 
podrán compensarse con las negativas correspondientes al mismo establecimiento402. 
 

D) LA DEUDA TRIBUTARIA 
 

1.- Planteamiento general 
 
 El conocimiento parcial que la Administración tributaria española tiene de la 
capacidad contributiva total del sujeto pasivo no residente -dado que es poco probable que la 
renta mundial del mismo se limite a la obtenida a través del establecimiento permanente 
situado en nuestro territorio- determina dos consecuencias: 

. De una parte, que el tipo de gravamen que se aplica a la base imponible tenga un 
carácter proporcional y 

. de otra, que a la cuota íntegra así fijada sólo le sean aplicables algunas de las 
deducciones previstas por la Ley 18/1991 para los sujetos pasivos por obligación personal de 
contribuir. 
 

2.- Cuota íntegra 
 
 El art. 19.2 de la Ley 18/1991, bajo el impropio rótulo "Deuda tributaria ", procede a 
establecer la normas de determinación de la cuota íntegra. En aquel precepto se determina 
que, en el supuesto de los rendimientos e incrementos de patrimonio obtenidos por no 
residentes a través de un establecimiento permanente, se aplicará el tipo fijo y proporcional 
del 35 por 100 a la base liquidable obtenida con arreglo al procedimiento antes descrito. 
 Por otra parte, en el caso de transferencia de rentas al exterior, el tipo de gravamen es, 
como ya se ha puesto de manifiesto al referirnos al Impuesto adicional sobre estas rentas, del 
25 por 100. 
 

3.- Cuota líquida  
                                                           
402 .- Art. 49.2 de la Ley 43/1995: "En ningún caso será posible la compensación de rentas entre 
establecimientos permanentes distintos ". 
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 La cuota líquida es el resultado de aplicar a la cuota íntegra correspondiente a las 
personas físicas que operan en España por medio de establecimiento permanente las 
deducciones enumeradas en el art. 20.Dos de la Ley 18/1991403. Estas deducciones son las 
siguientes: 
 

a) Deducción por incentivos y estímulos a la actividad empresarial. Para conocer el 
alcance de esta deducción debe acudirse al art. 78.Cinco de la Ley 18/1991, el cual efectúa 
una remisión a la normativa del IS404. Esta remisión debe entenderse referida a la Disposición 
adicional duodécima de la Ley 43/1995405. 

 
 b) Deducción por donativos. Se refiere a los que se detallan en el art. 78.Seis de la 
Ley 18/1991 requiriéndose, de conformidad con lo dispuesto por el art. 79.Dos del mismo 
texto legal, "justificación documental adecuada". La cuantía de esta deducción no podrá 
exceder, según lo dispuesto por el art. 80.Uno de la Ley 18/1991, del 30 por 100 de la base 
liquidable del sujeto pasivo. 
 
 c) Por dividendos percibidos de sociedades. En relación con esta deducción, prevista 
para paliar la doble imposición económica, el art. 78.Siete.a) de la Ley 18/1991 determina 
que el sujeto pasivo podrá deducir el 10 por 100 de los dividendos de sociedades que haya 
percibido, en las condiciones que reglamentariamente se determinen y siempre que hubiesen 
tributado efectivamente, sin bonificación ni reducción alguna, por el IS. 
 
 d) Por rendimientos e incrementos de patrimonio obtenidos por establecimientos 
permanentes situados en Ceuta y Melilla y sus dependencias. El art. 20.Dos.d) hace 
referencia a la deducción contenida en el art. 78.Siete.d) de la Ley 18/1991, según la cual, "si 
entre los rendimientos o incrementos computados para la determinación de las bases 
liquidables positivas figurase alguno obtenido en Ceuta y Melilla y sus dependencias, se 
deducirá el 50 por 100 de la parte de la cuota íntegra que proporcionalmente corresponda a 
las rentas obtenidas en dichos territorios ". Por su parte, el párrafo 2º de este precepto señala 
que esta deducción no será aplicable a los no residentes en dichas plazas "salvo por lo que se 
refiera (...) a los rendimientos de establecimientos permanentes situados en las mismas ". 
                                                           
403 .- "Los sujetos pasivos por obligación real de contribuir que operen en España mediante establecimiento 
permanente podrán practicar, en los mismos términos y condiciones previstos para los sujetos pasivos por 
obligación personal de contribuir, las siguientes deducciones: 
 a) Por incentivos y estímulos a la inversión empresarial. 
 b) Por donativos. 
 c) Por dividendos percibidos de sociedades. 
 d) Por rendimientos e incrementos de patrimonio obtenidos por establecimientos permanentes situados 
en Ceuta y Melilla y sus dependencias. 
 e) Por retenciones u otros pagos a cuenta, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 14/1985, de 
Régimen Fiscal de Determinados Activos Financieros ". 
404 .- "A los sujetos pasivos por este Impuesto que ejerzan actividades empresariales o profesionales les serán de 
aplicación los incentivos y estímulos a la inversión empresarial establecidos o que se establezcan en la 
normativa del Impuesto sobre Sociedades, con igualdad de porcentajes y límites de deducción ". 
405 .- Disposición adicional duodécima: "1. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien dentro de 
1996, los sujetos pasivos podrán deducir de la cuota íntegra el 5 por 100 del importe de las inversiones en 
elementos nuevos del inmovilizado material, excluidos los terrenos, afectos al desarrollo de la explotación 
económica de la entidad, que sean puestos a disposición del sujeto pasivo dentro de dichos períodos impositivos 
". Tal y como se desprende de la lectura de esta Disposición, la vigencia de la deducción se prevé para los 
períodos impositivos que se inicien dentro de 1996 pero es previsible que un régimen similar se establezca para 
ulteriores períodos impositivos en virtud de las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 
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 A nuestro juicio, las rentas bonificables con arreglo a esta deducción no son sólo las 
obtenidas en Ceuta y Melilla sino también las obtenidas en cualquier lugar distinto de estas 
localidades, siempre que tales rentas sean imputables a un establecimiento permanente 
ubicado en las mismas. 
 Finalmente, son también deducibles las retenciones u otros pagos a cuenta, sin 
perjuicio de lo establecido en la Ley 14/1985, de 29 de mayo, de Régimen Fiscal de 
Determinados Activos Financieros. 
 El último inciso hace, sin duda, referencia a los Activos Financieros con Retención en 
Origen, cuya retención no tenía la consideración de pago a cuenta del IRPF y, por lo tanto, no 
era deducible406. Sin embargo, no debe olvidarse que los preceptos relativos a los Activos 
Financieros con Retención en Origen contenidos en la Ley sobre Régimen Fiscal de 
Determinados Activos Financieros y en su Real Decreto desarrollador han sido derogados por 
la Disposición adicional 13ª.Seis de la Ley 18/1991. No obstante, el párrafo 2º de esta 
Disposición adicional establecía que los activos financieros con retención en el origen que 
estuviesen en circulación al tiempo de la entrada en vigor de la presente Disposición 
Adicional conservarían su régimen fiscal especial hasta su completa amortización, sin que 
fuesen susceptibles de renovación o prórroga parcial. 
 Del examen de las deducciones enunciadas en el art. 20.Dos de la Ley 18/1991 se 
desprende que nuestro legislador, consciente del conocimiento parcial, por parte la 
Administración fiscal española, de la capacidad contributiva del no residente, entiende que no 
tiene sentido que las personas físicas no residentes que operen en España por medio de 
establecimiento permanente puedan acogerse a deducciones de carácter personal o familiar. 
 Mayor polémica, sobre todo en lo que se refiere a sus consecuencias prácticas, suscita 
la omisión de la deducción por doble imposición internacional. Como es conocido, el art. 82 
de la Ley 18/1991 establece la deducción por doble imposición internacional "en el caso de la 
obligación personal de contribuir, cuando entre los ingresos del sujeto pasivo figuren 
rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos y gravados en el extranjero ". 
 En cambio, esta deducción no se contempla en sede de obligación real con 
establecimiento permanente, sin duda, porque el legislador decidió acoger el principio 
conforme al cual es al Estado de residencia del sujeto pasivo al que le corresponde adoptar las 
medidas correctoras del fenómeno de la doble imposición. Esta opción no plantea excesivas 
dificultades cuando el sujeto pasivo no residente en España perciba, por medio de un 
establecimiento permanente ubicado en nuestro país, rentas obtenidas en territorio español. 
 Pero debe tenerse en cuenta que, con arreglo a las previsiones del art. 16.Dos.2ª de la 
Ley 18/1991, la persona física no residente en España que opera en nuestro país por medio de 
establecimiento permanente va a tributar "por la totalidad de la renta imputable a dicho 
establecimiento, háyase obtenido en territorio español o extranjero". 
 Esto significa que puede ocurrir que una persona física no residente en España 
perciba, a través de un establecimiento permanente situado en nuestro territorio, rentas 
obtenidas en un tercer país que podrán ser gravadas en este último Estado -en tanto que país 
de la fuente-, en nuestro país -de conformidad con las disposiciones del art. 16.Dos.2ª- y en el 
país de residencia del perceptor de las mismas. 
 Sucederá entonces que las medidas correctoras de la doble imposición que pueda 
adoptar el país de residencia paliarán la que se produce entre nuestro país -lugar de situación 
del establecimiento permanente- y aquél. Pero, previamente, podrá haber tenido lugar un 
supuesto de doble imposición como consecuencia del hecho que las rentas obtenidas por 
medio del establecimiento permanente podrán haber sido gravadas en el país de la fuente y lo 
                                                           
406 .- Arts. 6.3 de la Ley 14/1985, de 29 de mayo, sobre régimen fiscal de varios Activos financieros (BOE de 30 
de mayor de 1985) y 18.3 del Real Decreto 2027/1985, de 23 de octubre (BOE de 31 de octubre de 1985). 
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serán también en España de acuerdo con los términos del art. 16.Dos.2ª. 
 Y, en este caso, parece que la corrección de la doble imposición debería corresponder 
a España, por cuanto es nuestra legislación la que grava al establecimiento permanente por su 
"renta mundial". Sin embargo, en este supuesto se niega la doble imposición internacional 
que, no obstante, se prevé para las personas físicas sujetas al IRPF por obligación personal 
cuando entre sus ingresos figuren rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos y 
gravados en el extranjero. 
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VII.- TRIBUTACION DE LAS RENTAS OBTENIDAS POR 
LAS PERSONAS FISICAS NO RESIDENTES SIN 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE EN EL MARCO DE LA 
OBLIGACION REAL DE CONTRIBUIR 
 

A) HECHO IMPONIBLE 
 

1.- Planteamiento general 
 
 El presupuesto de hecho de la tributación, por el IRPF español, de las rentas 
atribuibles a las personas físicas no residentes que operan en España sin mediación de 
establecimiento permanente aparece constituido por la obtención en nuestro país, por parte de 
las referidas entidades, de rendimientos e incrementos de patrimonio no imputables a un 
establecimiento permanente situado en territorio español. Fijado en qué consiste el hecho 
imponible de esta modalidad de tributación por obligación real es también posible distinguir 
en el seno del mismo entre un elemento objetivo y un elemento subjetivo. 
 

2.- Elemento objetivo 
 
 El presupuesto objetivo de la tributación por nuestro IRPF de las personas físicas no 
residentes en España sin mediación de establecimiento permanente aparece constituido por la 
obtención por parte de aquéllas, en territorio español, de rendimientos o incrementos de 
patrimonio no imputables a un establecimiento permanente situado en nuestro territorio. 
Dentro del elemento objetivo del hecho imponible se impone examinar los aspectos material, 
espacial, temporal y cuantitativo. Su análisis permitirá advertir las peculiaridades de la 
tributación de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes respecto, no sólo de la 
obligación personal de contribuir, sino también de la obligación real con establecimiento 
permanente. 
 
  a) Aspectos material y espacial 
 
 En sede de obligación real sin establecimiento permanente, hemos optado por 
referirnos, de manera conjunta, a los aspectos material y espacial del elemento objetivo de su 
hecho imponible para denotar la especial relación que, en esta modalidad de tributación, 
existe entre ambos elementos. En efecto, si, en principio, cabe afirmar que el aspecto material 
del hecho imponible aparece constituido por la obtención de rentas407 debe, seguidamente, 
añadirse que ha de tratarse de rentas obtenidas en territorio español. Es decir, 
inmediatamente, debe hacerse referencia al aspecto espacial para comprender el verdadero 
alcance, no sólo del elemento objetivo del hecho imponible en su conjunto, sino del propio 
aspecto material del mismo. 
 Y es que es en la tributación de las rentas obtenidas, en nuestro territorio, por personas 

                                                           
407 .- Este vocablo se entiende como comprensivo de los rendimientos e incrementos de patrimonio a los que 
hace referencia el art. 5.Cuatro de la Ley 18/1991, con excepción de las imputaciones de bases imponibles 
positivas de las sociedades en régimen de transparencia fiscal que, como ya se ha apuntado anteriormente, no es 
un rendimiento susceptible de obtención por sujetos pasivos no residentes actuando en España sin 
establecimiento permanente. 
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físicas no residentes sin mediación de establecimiento permanente donde el principio de 
territorialidad de los tributos se manifiesta en toda su pureza. Así, frente al gravamen de las 
personas físicas residentes por la totalidad de su renta mundial y frente a la tributación de las 
no residentes con establecimiento permanente situado en territorio español por la totalidad de 
la renta imputable al mismo, "háyase obtenido en territorio español o extranjero ", las 
personas físicas no residentes tributarán, única y exclusivamente, por la rentas obtenidas en 
nuestro territorio. Como tales rentas se reputan las logradas por los no residentes con arrelo a 
los criterios de sujeción a nuestro IRPF, ya enunciados anteriormente, y a los que nos 
referiremos al analizar cada una de las rentas que el sujeto pasivo no residente puede obtener 
en nuestro país sin mediación de establecimiento permanente. 
 Pero antes de realizar este análisis debe efectuarse una precisión. A lo largo de este 
epígrafe se ha venido afirmando que las personas físicas no residentes en España sin 
establecimiento permanente tributan por las rentas obtenidas en territorio español. 
 Con la utilización del vocablo "rentas" quiere ponerse de manifiesto que, a diferencia 
de lo que sucede en la obligación personal de contribuir y en la real con establecimiento 
permanente, en la real sin mediación del mismo, el aspecto material del hecho imponible no 
aparece constituido por la obtención de renta -entendida como el resultado de la suma de 
varios componentes- durante el período impositivo, sino por la obtención de rendimientos e 
incrementos de patrimonio que son tomados en cuenta de manera aislada y autónoma unos de 
otros. Sobre este punto volveremos cuando analicemos el aspecto temporal del elemento 
objetivo del hecho imponible. 
 Pasemos ahora a examinar la caracterización general de cada una de las rentas que la 
persona física no residente puede obtener en nuestro país sin mediación de establecimiento 
permanente. 
 
   a.1) Rendimientos del trabajo dependiente 
 

La Ley 18/1991, tras conceptuar como rendimientos íntegros del trabajo "todas las 
contraprestaciones o utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, que 
deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal del sujeto pasivo y no tengan el 
carácter de rendimientos empresariales o profesionales" (art. 24.Uno), efectúa, en su art. 25, 
una enumeración ejemplificativa de las contraprestaciones o utilidades calificables como tales 
rendimientos, que debe ser analizada conjuntamente con los supuestos de exención previstos 
en el art. 9 de la propia Ley. En la medida en que los rendimientos del trabajo a los que hacen 
referencia los mencionados artículos puedan ser percibidos por parte de una persona física no 
residente en España, quedarán sometidos al IRPF español atendiendo a los siguientes 
criterios: 1.- El del lugar de realización, y 2.- El conocido como criterio del pago. 
 1.- Con arreglo al criterio del lugar de realización, quedarán sometidos a nuestro IRPF 
los rendimientos del trabajo dependiente obtenidos por una persona física no residente 
cuando el trabajo se preste en territorio español (art. 70.Uno.d del Reglamento del IRPF de 
1991). Este punto de conexión, que es el habitualmente acogido por la legislación comparada 
para gravar los rendimientos del trabajo dependiente obtenidos por las personas físicas no 
residentes, tiene un indudable fundamento económico: suponer que el trabajo se ha utilizado 
en España y que ha engrosado su producto interior bruto. 
 La principal dificultad que plantea este criterio es la tributación de los rendimientos 
derivados del trabajo personal que sólo en parte haya sido prestado en territorio español. Ante 
la posible existencia de rendimientos de este tipo pueden barajarse, en principio, las 
siguientes alternativas: Entender que tales rendimientos tributan sólo en parte por el IRPF 
español por cuanto únicamente puede considerarse obtenida en territorio nacional la porción 
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de rendimiento que razonablemente corresponda a la parte de actividad o trabajo realizada en 
España. Pero esta solución, que comporta el fraccionamiento del hecho imponible, aunque 
teóricamente es perfectamente defendible, es muy difícil de aplicar en la práctica408. 
 Considerar que, aunque sólo una parte de la actividad generadora de los rendimientos 
del trabajo personal hubiese sido efectuada por la persona física no residente en territorio 
español, la totalidad de los rendimientos derivados de aquélla deben ser gravados por nuestro 
IRPF. Sin embargo, esta posibilidad supondría, a todas luces, la aplicación extraterritorial del 
Impuesto español. 
 Declarar exentos de gravamen, por nuestro IRPF, a los rendimientos del trabajo 
personal derivados de actividades realizadas sólo en parte en territorio español. Esta opción 
supondría adoptar una solución al estilo de la contenida en el art. 17. Cinco de la Ley 18/1991 
según el cual "no se considerarán rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en 
España los procedentes del arrendamiento o cesión de contenedores o de buques y aeronaves 
a casco desnudo, utilizados en la navegación marítima o aérea internacional ". Pero una 
exención de esta naturaleza, a propósito de los rendimientos del trabajo personal, no aparece 
contemplada en ninguno de los preceptos de la Ley ni del Reglamento del IRPF. 
 Nos encontramos, pues, con que ninguna de las posibilidades que acaban de 
enunciarse es expresamente acogida por nuestra legislación y que algunas de ellas -en 
particular, las contempladas en las letras a) y b)- presentan serios inconvenientes en orden a 
su aplicación práctica. Es por esta razón que entendemos que, cuando la aplicación del 
criterio del lugar de realización de la actividad sea insuficiente para precisar si los 
rendimientos del trabajo dependiente obtenidos por una persona física no residente en España 
deben tributar o no por el IRPF español así como en qué medida deben hacerlo, habrá que 
acudir al segundo de los criterios mencionados como determinantes de la sujeción de aquellos 
rendimientos a nuestro IRPF: el criterio del pago. 
 2.- Atendiendo a las previsiones de los arts. 11.Uno.b) de la Ley 18/1991 y 
70.Dos.b.3) del Reglamento del IRPF de 1991, quedan sometidos al Impuesto español los 
rendimientos satisfechos por empresarios individuales o profesionales o por personas 
jurídicas o entidades públicas o privadas residentes en nuestro territorio o por 
establecimientos permanentes situados en el mismo. 
 Se trata, en definitiva, de una manifestación del criterio del pago. Este, como ya se ha 
señalado con anterioridad, ha sido matizado por la Ley 18/1991 al aparecer en la misma, no 
como un criterio independiente del de la obtención, sino como una de las posibles 
manifestaciones del mismo, única contemplada con carácter general409. 

                                                           
408 .- Así lo reconocía, en relación con el Impuesto General sobre la Renta de las Personas Físicas, GARCIA 
AÑOVEROS, J.: "El Impuesto General sobre la Renta de las Personas Físicas", op. cit ., pág. 78. 
409 .- En realidad, la matización introducida por la nueva Ley en el sentido de que sólo se entenderán obtenidos o 
producidos en territorio español, los rendimientos satisfechos por empresarios individuales o profesionales y 
personas jurídicas o entidades públicas o privadas residentes en nuestro territorio apenas tiene trascendencia en 
sede de rendimientos del trabajo personal por cuanto, aun en el caso de no existir aquella matización, sería 
difícil encontrar, en el ámbito internacional, retribuciones de aquel tipo satisfechas por una persona que no 
reuniese alguna de aquellas características. En el mismo sentido, GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de 
no residentes", 2ª edición actualizada, op. cit ., pág. 370. 
 Por su parte, la previsión con arreglo a la cual sólo se considerarán sujetos a nuestro IRPF los 
rendimientos del trabajo personal pagados a una persona física no residente cuando los mismos sean satisfechos 
por un establecimiento permanente situado en territorio español, debe ponerse en relación con las disposiciones 
del párrafo b) del art. 70. Dos del Reglamento de 1991 que, en su núm. 3, considera no sujetos al IRPF español 
los rendimientos -entre ellos, los derivados del trabajo personal- satisfechos a personas no residentes por 
establecimientos permanentes situados en el extranjero, con cargo a los mismos, cuando las prestaciones 
correspondientes estén directamente vinculadas con la actividad del establecimiento permanente en el 
extranjero. 
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 Así pues, cuando la persona física no residente que opera en nuestro país sin 
establecimiento permanente perciba rendimientos del trabajo personal satisfechos por 
empresarios individuales o profesionales o por personas jurídicas o entidades públicas o 
privadas residentes en nuestro territorio o por establecimientos permanentes situados en el 
mismo, aquéllos quedarán sometidos a nuestro IRPF aunque el trabajo sólo se hubiese 
prestado en parte en territorio español o aunque existiesen dudas acerca de la localización del 
lugar de realización de la prestación del trabajo personal. 
 
   a.2) Rendimientos del capital inmobiliario 
 

Con carácter general, los rendimientos del capital inmobiliario se definen como 
aquéllos percibidos efectivamente o imputados al titular dominical o de un derecho real sobre 
bienes inmuebles de naturaleza urbana o rústica. A los efectos del cómputo de los 
rendimientos derivados del mencionado capital es posible distinguir entre: rendimientos de 
inmuebles rústicos o urbanos arrendados o subarrendados y rendimientos de los restantes 
bienes inmuebles urbanos. A propósito de estos últimos, el art. 16.Dos.b) de la Ley 18/1991 
despeja, en sentido afirmativo, la incógnita sobre el gravamen de los rendimientos presuntos 
por uso propio de bienes inmuebles. 
 En cuanto a la sujeción al IRPF español de los rendimientos derivados de bienes 
inmuebles obtenidos por personas físicas no residentes410, dos son los criterios previstos por 
nuestra legislación: 1.- El del lugar de situación de los bienes inmuebles o derechos derivados 
de los mismos411. Con arreglo a este criterio, quedarán sometidos al IRPF español, por 
obligación real, los rendimientos percibidos por personas físicas no residentes y derivados 
"directa o indirectamente de bienes inmuebles situados en territorio español o de derechos 
relativos a los mismos " (art. 70.Uno.h del Reglamento del IRPF de 1991). 
 En relación con las disposiciones de este artículo cabe efectuar las siguientes 
precisiones: Para determinar qué bienes tienen la consideración de inmuebles debe acudirse al 
art. 334 del C.C.412. 
 Cuando el inciso primero menciona los rendimientos derivados de bienes inmuebles 

                                                           
410 .- Respecto a las entidades no residentes, la Disposición Adicional 6ª de la Ley 18/1991 establece un 
Impuesto Especial sobre los bienes inmuebles o derechos reales de goce o disfrute sobre los mismos, de que 
aquéllas sean propietarias o posean en España por cualquier título. 
411 .- Este criterio es el empleado, con carácter general, en el marco de la imposición convenida. En este sentido, 
el art. 6.1 del "Modelo de Convenio " de la OCDE determina que: "1. Las rentas que un residente de un Estado 
Contratante obtenga de bienes inmuebles (incluidas las rentas de explotaciones agrícolas o forestales) situados 
en el otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en este otro Estado". 
 A propósito de esta disposición, los Comentarios al "Modelo de Convenio " justifican la adopción de 
este criterio, en sede de rentas del capital inmobiliario, indicando que la práctica de conceder el derecho de 
gravar la renta derivada de los bienes inmuebles al Estado de la fuente "se debe al hecho de que siempre hay una 
relación económica muy estrecha entre la fuente de esta renta y el Estado de la fuente ". Comentarios al art. 6 
en "Modelo de Convenio de doble imposición sobre la Renta y el Patrimonio. 1977", op. cit ., pág. 93, y 
"Commentaires sur l'article 6 concernant l'imposition des revenus immobiliers " en "Modèle de Convention 
fiscale concernant la revenu et la fortune . 1992", op. cit ., pág. 83. 
412 .- Si para determinar qué bienes tienen la consideración de inmuebles a los efectos del art. 70.Uno.h del 
Reglamento del IRPF de 1991 -es decir, a los efectos de nuestra legislación interna- debe acudirse al art. 334 del 
C.C., lo mismo sucede en el ámbito de la imposición convenida, dado que el art. 6.2 del "Modelo de Convenio" 
de la OCDE dispone que "la expresión "bienes inmuebles" tendrá el significado que le atribuya el derecho del 
Estado Contratante en que los bienes en cuestión estén situados. Dicha expresión comprende en todo caso los 
accesorios, el ganado y equipo utilizado en las explotaciones agrícolas y forestales, los derechos a los que se 
apliquen las disposiciones de Derecho privado relativas a los bienes raíces, el usufructo de bienes inmuebles y 
los derechos a percibir pagos variables o fijos por la explotación o la concesión de la explotación de 
yacimientos minerales, fuentes y otros recursos naturales". 
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se está refiriendo a los emanados del derecho de propiedad. 
 En cambio, por rendimientos derivados de derechos relativos a los bienes inmuebles 
debe entenderse los derechos reales en cosa ajena de goce o disfrute: usufructo, censos, 
enfiteusis,... 
 Los rendimientos que quedarán sometidos al IRPF español pueden derivar, no sólo 
directamente sino también indirectamente, de los bienes inmuebles situados en nuestro 
territorio o de los derechos relativos a los mismos. El art. 70.Uno.h) del Reglamento del IRPF 
no precisa cuál es el significado de la expresión "indirectamente ". 
 Para aclarar el sentido de esta expresión, opinamos con BAENA AGUILAR413 que 
debe acudirse a la aplicación, por analogía, de las disposiciones contenidas en el art. 
70.Uno.j.1 a propósito de los incrementos de patrimonio. Quedarán, pues, sujetos a nuestro 
IRPF los rendimientos del capital inmobiliario derivados de derechos o participaciones en 
una sociedad o entidad, residente o no, cuyo activo esté constituido, principalmente, por 
bienes inmuebles situados en territorio español. 
 2.- El segundo de los criterios previstos por nuestra legislación es el criterio del pago. 
De conformidad con este criterio, quedarán sometidos al IRPF español, por obligación real, 
los rendimientos del capital inmobiliario satisfechos por empresarios individuales o 
profesionales, personas jurídicas o entidades públicas o privadas residentes en nuestro 
territorio así como por establecimientos permanentes situados en el mismo (arts. 11.Uno.b de 
la Ley 18/1991 y 70.Dos del Reglamento del IRPF de 1991). Quedan, pues, exceptuados de 
tributar por nuestro IRPF, por obligación real de contribuir, los rendimientos del capital 
inmobiliario que una persona física no residente en España perciba: De una persona física 
residente en nuestro país en el marco de su actividad privada (art. 70.Dos.a del Reglamento 
del IRPF) 
 De un establecimiento permanente situado en el extranjero, con cargo al mismo y para 
las actividades del establecimiento en el extranjero (art. 70.Dos.a en relación con el art. 
70.Dos.b.3, ambos del Reglamento del IRPF de 1991). 
 
   a.3) Rendimientos del capital mobiliario 
 

Pueden conceptuarse como tales toda utilidad que, en metálico o en especie, se 
perciba por la colocación de capitales propios o por la titularidad de determinados títulos, 
valores o derechos, cuyo contenido abarca desde bienes inmateriales -derechos de crédito, 
propiedad industrial o intelectual, etc.- hasta bienes materiales -arrendamiento de negocios, 
minas u otros bienes. Para el examen de las peculiaridades dimanantes de la percepción de 
estos rendimientos por parte de personas físicas no residentes que operan en nuestro país sin 
mediación de establecimiento permanente atenderemos a la clasificación acogida por el art. 
37.Uno de la Ley 18/1991. Con arreglo a esta clasificación, se distinguen tres clases de 
rendimientos del capital mobiliario: Los obtenidos por la participación en fondos propios de 
cualquier tipo de entidad, con especial referencia a los dividendos. 
 Los derivados de la cesión a terceros de capitales propios, en particular, los intereses y 
los que la Ley 18/1991 denomina "otros rendimientos del capital mobiliario ". Estos 
aparecen enumerados "ad exemplum " en el art. 37.Uno.3 de la Ley reguladora del IRPF414, 
                                                           
413 .- BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la renta de las Personas 
Físicas", op. cit ., pág. 199. 
414 .- Este precepto determina que se consideran incluidos en el grupo "otros rendimientos del capital mobiliario 
", entre otros, los siguientes: A) Los procedentes de la propiedad intelectual cuando el sujeto pasivo no sea el 
autor. B) Los derivados de la propiedad industrial que no se encuentre afecta a actividades empresariales o 
profesionales realizadas por el sujeto pasivo. C) Los procedentes de la prestación de asistencia técnica, salvo que 
dicha prestación tenga lugar en el ámbito de una actividad empresarial. D) Los derivados del arrendamiento de 
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con especial mención a los englobados bajo la denominación de "cánones". 
 Pero antes de pasar al análisis de las diferentes clases de rendimientos del capital 
mobiliario, debe advertirse que todas las afirmaciones que se efectúen en el presente epígrafe 
deben ponerse en relación con las previsiones del art. 17 de la Ley 18/1991, a cuyo examen 
procederemos más adelante. En este precepto se contienen diversos supuestos de exención de 
los rendimientos del capital mobiliario y, en particular, los intereses obtenidos por personas 
físicas no residentes que operan en España sin mediación de establecimiento permanente. 
 
   a.3.1) Dividendos y otros rendimientos derivados de la participación 
en los fondos propios de entidades, públicas o privadas, residentes en España 
 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 37.Uno.1 de la Ley 18/1991 -en su 
redacción fruto de la Ley 43/1995-, se consideran rendimientos obtenidos por la participación 
en fondos propios de cualquier tipo de entidad: 
 - Los dividendos, primas de asistencia a juntas y participaciones en los beneficios de 
sociedades o asociaciones, así como cualquier otra utilidad percibida de una entidad en virtud 
de la condición de socio, accionista o asociado. 
 - Los rendimientos procedentes de cualquier clase de activos -excepto la entrega de 
acciones liberadas- que, estatutariamente o por decisión de los órganos sociales, faculten para 
participar en los beneficios, ventas u operaciones, ingresos o conceptos análogos de una 
sociedad o asociación por causa distinta de la remuneración del trabajo personal. 
 En la medida en que estos rendimientos sean obtenidos por personas físicas no 
residentes en España quedarán sometidos a nuestro IRPF, con base en el que ha venido 
denominándose como criterio del pago (arts. 11.Uno.b de la Ley 18/1991 y 70.Dos del 
Reglamento del IRPF de 1991). Una variación de este criterio se contiene en el art. 70.Uno.f 
del Reglamento del IRPF de 1991 que considera obtenidos en territorio español "los 
dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en fondos propios de 
entidades, públicas o privadas, residentes en España ". Esta previsión equivale a afirmar que 
se considerarán obtenidos en nuestro territorio -y, por lo tanto, quedarán sometidos al IRPF 
español- los dividendos percibidos por personas físicas no residentes en España, siempre que 
la Entidad que haya generado la utilidad tenga su residencia en territorio español, que es tanto 
como decir siempre que sea España el país de residencia de la Entidad pagadora del 
rendimiento. 
 

  a.3.2) Intereses y otros rendimientos obtenidos por la cesión a terceros 
de capitales propios 
 

El art. 37.Uno.2 de la Ley 18/1991 determina que tienen la consideración de 
rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios "las contraprestaciones 
de todo tipo, cualquiera que sea su denominación, dinerarias o en especie, obtenidas por la 
cesión a terceros de capitales propios". 
 En el seno de esta categoría se distinguen las siguientes clases de rendimientos: 1.- 
Rendimientos implícitos: representados por la diferencia existente entre lo que se ha pagado al 
adquirir un título-valor y lo que se recibe a su vencimiento o cuando, con antelación al 

                                                                                                                                                                                     
bienes muebles, negocios o minas que no constituyan actividades empresariales. E) Las rentas vitalicias u otras 
temporales que tengan por causa la imposición de capitales, siempre que su constitución no esté sujeta al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y f) los rendimientos procedentes de operaciones de capitalización y 
de aquellos contratos de seguro que no incorporen el componente mínimo de riesgo y duración que se determine 
reglamentariamente. 
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mismo, se enajena. En este grupo se integran, entre otros, los bonos cupón cero, los pagarés 
de empresa, las Letras del Tesoro, las primas de emisión, amortización o reembolso y los 
instrumentos de giro cuando se adquieren como una forma de inversión de capitales. 
 2.- Rendimientos explícitos: se consideran como tales los intereses415 y, en general, 
cualquier otro tipo de retribución expresamente pactada como contraprestación por la 
utilización o captación de recursos ajenos (tal es el caso de los intereses percibidos por 
préstamos, obligaciones, bonos y títulos similares). Al régimen de los rendimientos explícitos 
se sujetan también los denominados rendimientos presuntos y los rendimientos en especie. 
 3.- Rendimientos mixtos: que son los derivados de títulos valores o activos financieros 
en los que se ha pactado un rendimiento explícito y, al mismo tiempo, de forma implícita, 
otro rendimiento adicional. 
 Los intereses y, en general, los rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de 
capitales propios percibidos por personas físicas no residentes en España sin mediación de 
establecimiento permanente quedarán sometidos al IRPF español en los siguientes casos: 
Cuando hayan sido satisfechos por empresarios individuales o profesionales, personas 
jurídicas o entidades públicas y privadas residentes en territorio español así como los pagados 
por un establecimiento permanente situado en nuestro territorio (art. 11.Uno.b de la Ley 
18/1991 en relación con el inciso primero del art. 70.Uno.g del Reglamento del IRPF de 
1991). Quedan, por lo tanto, excluidos de gravamen, por nuestro IRPF, los intereses de 
préstamos pagados por una persona física que no sea empresario o profesional a una persona 
física no residente, es decir, quedan exceptuados los intereses de préstamos entre particulares. 
 Quedan también sometidos a nuestro IRPF, los intereses que retribuyan prestaciones 
de capital utilizadas en territorio español (inciso segundo del art. 70.Uno.g del Reglamento 
del IRPF de 1991). 
 - Transmisión a no residentes de valores con cupón corrido. La problemática del 
lavado de cupón. 
 A propósito de los rendimientos explícitos del capital mobiliario se impone referirse a 
la problemática que suscita las denominadas operaciones de "lavado de cupón" ("cupon 
washing") contempladas en la Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991 bajo el epígrafe 
"Transmisión a no residentes de valores con cupón corrido "416. El tratamiento, por parte de 

                                                           
415 .- En nuestra legislación fiscal, tienen la consideración de intereses: 
 a) Los pactados expresamente en función de un porcentaje sobre el capital cedido, a los que la ley 
denomina rendimientos explícitos. En este grupo se comprenden: los intereses de préstamos o de créditos, 
públicos o privados; los intereses de cuentas en toda clase de instituciones financieras; los intereses acumulados 
de contratos de seguro de vida con capital diferido y los intereses del precio aplazado en las compraventas. 
 b) Los intereses pactados expresamente en forma de primas de amortización o reembolso de 
obligaciones y títulos similares. Estos rendimientos tienen el carácter de implícitos aunque se hayan pactado de 
forma expresa. 
 c) Los intereses fijados por diferencia entre el precio de emisión y el de amortización o reembolso de 
títulos valores (rendimientos que tienen la consideración de implícitos). 
 d) La ganancia obtenida como consecuencia de la enajenación de títulos de rendimiento implícito. 
GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de no residentes", 2ª edición actualizada, op. cit ., pág. 286. 
416 .- Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991: "Uno. En las transmisiones de valores de la Deuda del 
Estado con rendimiento explícito para los que se haya establecido un régimen especial de devolución a no 
residentes de las retenciones practicadas, efectuadas dentro de los treinta días inmediatamente anteriores al 
vencimiento de su cupón, por personas físicas o entidades residentes en favor de personas físicas o entidades no 
residentes sin establecimiento permanente en España, tendrá la consideración de rendimiento del capital 
mobiliario para el transmitente la parte del precio que equivalga al cupón corrido del valor transmitido. Dicho 
rendimiento será objeto de retención a cuenta, que será practicada por la Entidad Gestora del Mercado de 
Deuda Pública de Anotaciones que intervenga en la transmisión. 
 Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior las transmisiones que realicen las Entidades 
Gestoras del Mercado de Deuda Pública en Anotaciones que tengan reconocida oficialmente la condición de 
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la legislación fiscal española, de las operaciones de "lavado de cupón" se incluye dentro del 
grupo de mecanismos a través de los cuales se trata de impedir la elusión fiscal mediante una 
planificación tributaria internacional. 
 La necesidad de un precepto de las características de la Disposición Adicional 15ª se 
agudizó a partir del momento en que el núm. 2 del art. 2.3 del Real Decreto-Ley 5/1990, de 
20 de diciembre, de Medidas Fiscales Urgentes declaró que "los intereses e incrementos de 
patrimonio derivados de la Deuda pública, obtenidos por personas físicas no residentes que 
no operen a través de establecimiento permanente en España, no se considerarán obtenidos 
o producidos en territorio español ". Esta previsión fue reproducida por el art. 17.Dos de la 
Ley 18/1991 al amparo del cual cabe que tenga lugar la situación que la Disposición 
Adicional 15ª de la Ley 18/1991 trata de evitar. 
 En efecto, con carácter general, tal y como prevé el art. 17.Dos de la Ley 18/1991, los 
intereses derivados de la Deuda Pública española quedan exentos de tributar por nuestro IRPF 
siempre y cuando sean percibidos por personas físicas no residentes que operen en España sin 
establecimiento permanente, instituyéndose, además, un régimen especial de devolución de 
las retenciones a cuenta que se hubiesen practicado417. Sin embargo, si un residente en 
nuestro país adquiere Deuda Pública, los intereses que se deriven de la misma quedan 
sometidos al IRPF español, de manera que la retención del 25 por 100 que se hubiese 
practicado no es objeto de devolución sino que únicamente se toma en cuenta al objeto de 
minorar la cuota líquida y obtener así la cuota diferencial. 
 Con base en lo anterior, si no existiera un precepto como la Disposición Adicional 15ª 
podría ocurrir que una persona física o Entidad residente en España que hubiese adquirido 
Deuda Pública, antes que se devengase el cupón correspondiente al título o títulos 
representativos de aquélla, lo transmitiera a una persona física no residente sin 
establecimiento permanente para, posteriormente, recomprarlo. De la operación que acaba de 
describirse se derivarían las siguientes consecuencias: 
 - La persona o entidad residente en nuestro país no quedaría sometida a la retención a 
cuenta del 25 por 100 dado que no habría llegado a obtener rendimientos del capital 
mobiliario derivados de la Deuda Pública sino que, en todo caso, se habría producido un 
incremento de patrimonio, con la consiguiente disminución de coste fiscal. Además, en el 
momento de recomprar el título, el no residente pagaría un precio sensiblemente inferior por 
cuanto la nueva adquisición se produciría después de cobrado el interés o cupón. 
 - Por su parte, la persona física no residente -con independencia de los acuerdos 
económicos a los que pudiera llegar con la persona o entidad residente- estaría en condiciones 
de percibir los intereses derivados de la Deuda Pública que, en su caso, como sabemos, 
estarían exentos de tributación. Además, podría también reclamar a la Administración Fiscal 
                                                                                                                                                                                     
creadores de mercado, cuando se trate de transacciones por cuenta propia que, de acuerdo con lo que 
reglamentariamente se determine, correspondan, por su importe y naturaleza, al normal desenvolvimiento de 
tales funciones. 
 Dos. La Ley de Presupuestos podrá reducir o ampliar el plazo y excepciones del régimen establecido en 
el apartado precedente, así como declararlo aplicable, con las adaptaciones que resulten precisas, a valores 
distintos de la Deuda del Estado ". 
417 .- La legislación fiscal española somete a los rendimientos del capital mobiliario a un tipo general de 
retención del 25 por 100 y, en el caso de los rendimientos explícitos, la obligación de retener nace, con carácter 
general, cuando los rendimientos son exigibles por el perceptor, por ejem., en la fecha de vencimiento de la 
obligación de pagar intereses. Entonces sucede que, si bien los intereses derivados de la Deuda pública 
obtenidos por personas físicas no residentes sin establecimiento permanente están exentos de tributar por el 
IRPF, como quiera que, en el momento de practicar la retención se desconoce si el perceptor de tales intereses es 
o no una persona física no residente que opera sin establecimiento permanente, se prevé un procedimiento 
particular consistente en proceder primero a la correspondiente retención para después devolverla en el caso de 
que el perceptor de los rendimientos sea una persona física no residente. 
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española que se le devolviese la retención practicada sobre tales rendimientos. 
 Con la Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991 se pretendió atajar esta típica 
operación de lo que podría denominarse como "ingeniería financiera internacional". Y ello 
mediante el expediente de considerar que si una persona física -no una Entidad- no residente 
en España transmite a una persona física no residente que opera en nuestro país sin 
establecimiento permanente, valores de Deuda Pública del Estado con rendimiento 
explícito418 para los que se haya establecido un régimen especial de devolución a no 
residentes de las retenciones practicadas419, la parte del precio equivalente al cupón corrido 
del valor transmitido tendrá la consideración de rendimiento del capital mobiliario para el 
transmitente -en decir, para el residente- si la transmisión se hubiese efectuado dentro de los 
treinta días inmediatamente anteriores al vencimiento del cupón correspondiente a aquellos 
valores. Por otra parte, y de conformidad con el régimen general, aquel rendimiento será 
objeto de retención a cuenta, que se practicará por la Entidad Gestora del Mercado de Deuda 
Pública en Anotaciones que intervenga en la transmisión. 
 Por otra parte, si se pone en relación el párrafo primero de la Disposición Adicional 
15ª.Uno con el art. 17.Dos de la Ley 18/1991 se advierte que este último precepto exonera de 
tributación a los intereses e incrementos de patrimonio derivados de la "Deuda Pública" 
obtenidos por personas físicas no residentes que no operen a través de establecimiento 
permanente en España mientras que en la Disposición que estamos analizando se refiere 
únicamente a la "Deuda del Estado". La interpretación literal de la Disposición Adicional 15ª 
determina que la misma deba aplicarse únicamente a las transmisiones de "Deuda del 
Estado", no a las relativas a la Deuda de sus Organismos autónomos, Comunidades 
autónomas o Entidades locales. 
 De todos modos, en relación con esta cuestión, debe tenerse en cuenta que la 
Disposición Adicional 15ª en su núm. Dos prevé que la Ley de Presupuestos podrá declarar 
aplicables las previsiones contenidas en su núm. Uno "a valores distintos de la Deuda del 
Estado ", con lo cual queda una vía abierta para que aquellas previsiones puedan extenderse a 
nuevos valores y así cerrar el paso a un mayor número de supuestos de elusión fiscal. A 
propósito de la aplicabilidad de la Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991, la Dirección 
General de Tributos, en Resolución de 16 de junio de 1995, confirma aquella aplicabilidad en 
las transmisiones de Bonos y Obligaciones del Estado, trasunto de operaciones de préstamo 
de los mismos. Y ello por cuanto la citada disposición sólo exige que se produzca aquella 
transmisión en plazo, y no la certeza de que no tendrá lugar otra transmisión posterior al 
primer transmitente o a un tercero, que conlleve que no tendrá lugar el cobro del cupón por 
parte del no residente. 
 El párrafo segundo del apartado Uno de la Disposición Adicional 15ª exceptúa de lo 
dispuesto en el párrafo primero a "las transmisiones que realicen las Entidades Gestoras del 
Mercado de Deuda Pública en Anotaciones que tengan reconocida oficialmente la condición 
de creadores de mercado, cuando se trate de transacciones por cuenta propia que, de 

                                                           
418 .- Por ejemplo, bonos y obligaciones del Estado pero no Letras del Tesoro por cuanto éstas tienen un 
rendimiento implícito. Las Letras del Tesoro, juntamente con los Pagarés del Tesoro -éstos últimos en vías de 
extinción- tienen un régimen fiscal particularizado de conformidad con lo dispuesto por el art. 8.a) de la Ley 
14/1985, de 25 de mayo, de activos financieros. 
419 .- En clara referencia al procedimiento regulado por el Real Decreto 1285/1991, de 2 de agosto (BOE de 2 de 
agosto de 1991). Este procedimiento ha sido posteriormente desarrollado tanto por la Orden de 16 de septiembre 
de 1991, por la que se establece el procedimiento de pago de intereses de Deuda del Estado a anotaciones, a los 
no residentes que inviertan en España sin mediación de establecimiento permanente (BOE de 21 de septiembre 
de 1991) como por la Resolución de 24 de septiembre de 1991, de la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera relativa al procedimiento de pago de intereses a no residentes que inviertan en Deuda del Estado 
Anotada sin mediación de establecimiento permanente (BOE de 28 de septiembre de 1991). 
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acuerdo con lo que reglamentariamente se determine correspondan, por su importe y 
naturaleza, al normal desenvolvimiento de tales funciones ". 
 El desarrollo reglamentario al que hace referencia el párrafo segundo in fine del 
apartado Uno de la Disposición Adicional 15ª aparece constituido por la Disposición 
Adicional Segunda del Real Decreto 713/1992, de 26 de junio, modificador de diversos 
preceptos del Reglamento del IRPF de 1991420. Con base en esta disposición, para que las 
transmisiones realizadas por las Entidades Gestoras del Mercado de Deuda Pública en 
Anotaciones, que tengan reconocida oficialmente la condición de creadores de mercado, 
queden exceptuadas de lo previsto por el párrafo 1º de la Disposición Adicional 15ª.Uno, se 
precisan los siguientes requisitos: 

a) Que se trate de una transmisión efectuada por la Entidad Gestora por cuenta propia. 
 b) Que el importe efectivo de la transmisión sea superior a 100.000.000 de ptas. No 
obstante, se habilita al Ministerio de Economía y Hacienda para que, a propuesta de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera y previo informe favorable de la 
Dirección General de Tributos, pueda elevar este importe. 
 c) Que el importe acumulado, dentro del plazo de 30 días inmediatamente anteriores 
al vencimiento del correspondiente cupón, del conjunto de las ventas que la Entidad creadora 
de mercado pretenda acoger a la excepción, no exceda en más del 20 por 100 del promedio 
mensual de operaciones con no residentes que la Entidad hubiera efectuado durante los 10 
meses siguientes al último pago de cupón de ese valor. Nuevamente, se habilita al Ministerio 
de Economía y Hacienda para que, a propuesta de la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera y previo informe favorable de la Dirección General de Tributos, dicte las reglas 
necesarias para el cálculo por el Banco de España del mencionado importe421. 
 Por su parte, la Disposición Adicional Primera de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, 
de Medidas Fiscales (BOE de 31 de diciembre) dispone que en las transmisiones de valores 
emitidos en España por personas físicas o jurídicas no residentes sin establecimiento 
permanente a los que se aplique un régimen especial de acreditación de la residencia fiscal de 
sus titulares, efectuadas dentro de los treinta días inmediatamente anteriores al vencimiento 
de su cupón, por personas físicas o entidades residentes en favor de personas físicas o 
entidades no residentes sin establecimiento permanente en España, tendrá la consideración de 
rendimiento del capital mobiliario para el transmitente la parte del precio que equivalga al 
cupón corrido del valor transmitido. Dicho rendimiento será objeto de retención a cuenta 
practicada por la entidad financiera que medie en la transmisión. 
 La nueva LIS, con arreglo a su Disposición Derogatoria Unica 2.19, mantiene esta 
normativa a partir de 1996. 

                                                           
420 .- BOE de 30 de junio de 1992. 
421 .- Con relación al cálculo, por parte del Banco de España, del importe mencionado en la letra c) del núm. 1 de 
la Disposición Adicional Segunda del Real Decreto 753/1992, en la Orden de 23 de diciembre de 1992 (BOE de 
1 de enero de 1993) se establecen las siguientes reglas: 
 a) El cálculo se referirá a cada emisión de bonos u obligaciones del Estado. 
 b) El promedio mensual de operaciones durante los diez meses siguientes al último pago de cupón se 
calculará mediante semisuma de las compras y ventas a vencimiento del correspondiente bono u obligación del 
Estado realizadas por la Entidad por cuenta propia con no residentes que, efectuadas al contado o concertadas a 
plazo con fecha de ejecución comprendida dentro del citado período de diez meses, hubieran tenido un importe 
unitario superior a 100.000.000 de pesetas. 
 Sin embargo, se excluirán de aquella semisuma las operaciones de compra o venta de un valor cuando, 
antes de transcurridos quince días, la Entidad hubiera realizado la operación inversa con el mismo no residente, 
por importe similar y sobre el mismo valor. Por otra parte, el plazo de referencia para el cálculo de aquella 
semisuma será el transcurrido desde la fecha de emisión hasta sesenta días antes del pago del primer cupón, en 
el caso de valores de nueva emisión, y de cuatro meses, contados desde el vencimiento del cupón precedente en 
el caso de valores de cupón semestral. 
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   a.3.3) Otros rendimientos del capital mobiliario. Los cánones. 
 
 Aunque los rendimientos del capital mobiliario distintos de los contemplados en los 
epígrafes 1 y 2 del art. 37.Uno de la Ley 18/1991, obtenidos por personas físicas no 
residentes en nuestro país, quedarán sometidos al IRPF español con arreglo a los mismos 
criterios previstos para los intereses, se ha optado por dedicarles un epígrafe por separado, 
siguiendo la sistemática del art. 37.Uno de la Ley 18/1991. Dentro del grupo "otros 
rendimientos del capital mobiliario " enumerados por el art. 37.Uno.3 de la Ley 18/1991, el 
art. 70.Uno.g) del Reglamento del IRPF de 1991 menciona expresamente a los cánones, 
definidos por el art. 12.2 del "Modelo de Convenio" de la OCDE de 1992 como "(...) las 
cantidades de cualquier clase pagadas por el uso o la concesión de uso de un derecho de 
autor sobre una obra literaria, artística o científica, incluidas las películas cinematográficas, 
de una patente, marca de fábrica o de comercio, dibujo o modelo, plano, fórmula o 
procedimiento secreto y por las informaciones relativas a experiencias industriales, 
comerciales o científicas"422. 
 Esta completa definición de la noción "canon" contrasta con su imprecisa regulación 
por parte de nuestra legislación interna. De hecho, para saber qué rendimientos del capital 
mobiliario tienen, en la legislación fiscal española, la consideración de cánones deberá 
ponerse en relación el concepto transcrito con los rendimientos enumerados en el art. 
37.Uno.3 de la Ley 18/1991. De ello se desprende que los cánones a los que hace referencia 
el art. 70.Uno.g) del Reglamento del IRPF están constituidos por: 
 1.- Los rendimientos de la propiedad intelectual, cuando el sujeto pasivo no sea el 
autor423. 
 2.- Los rendimientos de la propiedad industrial que no se encuentre afecta a 
actividades empresariales o profesionales realizadas por el sujeto pasivo. 
 3.- Las prestaciones de asistencia técnica, salvo que dicha prestación tenga lugar en el 
ámbito de una actividad empresarial424. 
 4.- Los rendimientos procedentes del arrendamiento de bienes muebles, negocios o 

                                                           
422 .- Si se compara el art. 12.2 del "Modelo de Convenio" de 1992 con el mismo precepto del "Modelo de 
Convenio" de 1977 se advierte que el nuevo Modelo ha suprimido de la noción de canon los rendimientos 
procedentes de equipos industriales, comerciales o científicos. Sin embargo, España ha formulado una 
"Reserva" para poder mantener en sus convenios estos supuestos como cánones. "L'Espagne se réserve le droit 
de continuer à adhérer dans ses conventions à une définition des redevances qui inclut les revenus de la 
location d'équipement industriel, commercial ou scientifique (...) ". "Commentaires sur l'article 12 " en "Modèle 
de Convention fiscale concernant le revenu et la fortune 1992", op. cit ., pág. 149. 
423 .- La vigente Ley de Propiedad Intelectual 22/1987, de 11 de noviembre (BOE de 17 de noviembre de 1987), 
tras señalar que la propiedad intelectual está integrada por derechos de carácter personal y patrimonial que 
atribuyen al autor de una obra intelectual la plena disposición y el derecho exclusivo a la explotación de la obra, 
sin más limitaciones que las establecidas en la ley (art. 2), prevé que el titular del derecho de autor -que puede 
ser el propio autor, sus herederos o causahabientes- puede explotar la obra por sí mismo o ceder a un tercero los 
derechos de explotación. 
 Pues bien, si la persona que obtiene los rendimientos de la propiedad intelectual es el propio autor, 
aquéllos tendrán la consideración de rendimientos de actividades profesionales y si el autor edita o vende 
directamente sus obras, tales rendimientos se calificarán como derivados de actividades empresariales. En 
cambio, si la persona titular del derecho es una persona distinta del autor -y a este supuesto hace referencia el 
art. 37.Uno de la Ley 18/1991-, los rendimientos de la propiedad intelectual se califican como rendimientos del 
capital mobiliario. 
424 .- Sin embargo, en la práctica, las prestaciones de asistencia técnica se realizarán siempre por empresas. Por 
lo tanto, la tipificación de sus rendimientos como procedentes del capital mobiliario tendrá, a partir de la Ley 
18/1991, un carácter residual si el cedente de la asistencia técnica es una persona física. GONZALEZ POVEDA, 
V.: "Tributación de no residentes", 2ª edición actualizada, op. cit ., págs. 348 y 349. 
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minas que no constituyan actividades empresariales425. 
 Pues bien, en la medida en qué los rendimientos del capital mobiliario que tengan la 
consideración de cánones, así como los demás incluidos en el art. 37.Uno.3 de la Ley 18/1991 
sean obtenidos por personas físicas no residentes en España sin mediación de establecimiento 
permanente, quedarán sometidos al IRPF español, en los siguientes casos: Cuando hayan sido 
satisfechos por personas o entidades, públicas o privadas, residentes en España o por 
establecimientos permanentes situados en territorio español (art. 11.Uno.b de la Ley 18/1991, 
en relación con el inciso primero del art. 70.Uno.g del Reglamento del IRPF de 1991). 
 Cuando retribuyan prestaciones de capital utilizadas en territorio español (inciso 
segundo del art. 70.Uno.g del Reglamento del IRPF de 1991). 
 
   a.4) Rendimientos de actividades empresariales 
 

Como ya se ha señalado al tratar de la tributación en España de las rentas obtenidas 
por personas físicas no residentes por medio de establecimiento permanente, en nuestro 
Derecho interno, la obtención de rendimientos empresariales o profesionales sin el concurso 
del elemento del establecimiento permanente no da lugar, como en el Derecho convenido, a 
la no sujeción de aquéllos al Impuesto español. Tan sólo determina su sometimiento a otra de 
las modalidades de la obligación real de contribuir: la de la tributación de las rentas obtenidas 
sin mediación de establecimiento permanente. 
 Por lo tanto, quedarán sometidos a nuestro IRPF los rendimientos derivados de 
actividades empresariales desempeñadas, sin mediación de establecimiento permanente, por 
personas físicas no residentes siempre que se cumpla alguna de las siguientes condiciones: 
 1.- Que la actividad empresarial se realice en territorio español (art. 70.Uno.b del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 2.- Que los rendimientos derivados de actividades empresariales sean satisfechos por 
empresarios individuales o profesionales, personas jurídicas o entidades públicas o privadas 
residentes en territorio español o por establecimientos permanentes situados en el mismo 
(párrafo 2º del art. 11.Uno.b de la Ley 18/1991). 
 3.- Que las prestaciones derivadas de actividades empresariales sean utilizadas en 
territorio español (art. 70.Uno.c del Reglamento del IRPF). 
 Vamos a examinar el alcance de cada uno de estos criterios: 
 1.- El art. 70.Uno.b) del Reglamento del IRPF de 1991 considera obtenidos en 
territorio español y, por lo tanto, sujetos a nuestro IRPF, los rendimientos fruto de actividades 
empresariales en general "obtenidos sin mediación de establecimiento permanente cuando las 
actividades se realicen en territorio español ". 
 A propósito de estos rendimientos, el mismo art. 70.Uno.b) preceptua que no se 
considerarán obtenidos o producidos en territorio español, con lo cual no serán gravados por 
nuestro IRPF "los rendimientos derivados de la instalación o montaje de maquinaria o 
instalaciones importadas en territorio español cuando la instalación o el montaje se realicen 
por el proveedor de la maquinaria o instalaciones y su importe no exceda del 20% del precio 
de adquisición de los elementos importados "426. Por su parte, el art. 70.Uno.c) del 
Reglamento del IRPF de 1991 considera también sujetos a nuestro IRPF los "rendimientos 
derivados de prestaciones de servicios tales como la realización de estudios, proyectos, 

                                                           
425 .- Esta última previsión constituye un cambio radical con relación a la anterior normativa, por cuanto el art. 
54.1.g) del Reglamento del IRPF de 1981 consideraba como rendimientos del capital mobiliario, sin excepción, 
a todos los procedentes del arrendamiento de bienes, derechos, negocios o minas. 
426 .- Este supuesto de no sujeción, que constituye una novedad en sede del IRPF español, aparecía ya 
contemplado en el art. 334.2.c) del Reglamento del IS de 1982. 
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asistencia técnica, apoyo a la gestión (...) cuando la prestación se realice (...) en territorio 
español ", pronunciándose en el mismo sentido, aunque de manera implícita, el art. 18.2 de la 
Ley 18/1991427. 
 En el criterio del lugar de realización de la actividad, vuelve a suscitarse la cuestión -
ya examinada en sede de rendimientos del trabajo dependiente- de los rendimientos derivados 
de actividades empresariales desarrolladas sin mediación de establecimiento permanente que, 
sólo en parte, hayan sido obtenidos en territorio español así como la de aquéllos cuya 
localización resulte problemática. Pues bien, también en sede de rendimientos de actividades 
empresariales deberá acudirse, para dar solución a estos supuestos, al denominado criterio del 
pago. 
 2.- En virtud del criterio del pago, acogido con carácter general por los arts. 11.Uno.b) 
de la Ley 18/1991 y 70.Dos.a) del Reglamento del IRPF de 1991, quedarán sometidos al 
Impuesto español los rendimientos satisfechos, por parte de empresarios individuales o 
profesionales y personas jurídicas o entidades públicas o privadas residentes en nuestro 
territorio o por establecimientos permanentes situados en el mismo, a personas físicas no 
residentes en España como consecuencia de las actividades empresariales desempeñadas por 
aquéllas sin mediación de establecimiento permanente. 
 Sin embargo, de conformidad con lo preceptuado por el art. 70.Dos.b.1) del 
Reglamento del IRPF de 1991, no estarán sujetos al IRPF español, aunque los satisfaga un 
residente o un establecimiento permanente situado en nuestro territorio, los rendimientos 
procedentes de actividades empresariales íntegramente realizadas en el extranjero, 
mencionándose, en particular, como tales los satisfechos por razón de compraventas 
internacionales de mercancías, incluidas las comisiones de mediación en las mismas, así 
como los gastos accesorios y conexos. Las previsiones contenidas en el segundo inciso de 
este precepto vienen a equiparar la normativa del IRPF con la que ya se contenía en el 
Reglamento del IS de 1982, aunque entre ambas regulaciones se advierten diferencias. 
 Así, mientras que el Reglamento del IS de 1982 alude a las "importaciones de 
mercancías ", el Reglamento del IRPF de 1991 habla de "compraventas internacionales ", lo 
cual es mucho más correcto ya que lo fiscalmente trascendente no es la importación en sí 
misma sino el contrato que le sirve de base que, en el ámbito del IRPF, sólo pueden ser las 
compraventas internacionales. Así pues, a partir de 1 de enero de 1992, no están sujetos al 
IRPF español los rendimientos obtenidos por una persona física no residente en territorio 
español cuando su único vínculo con el mismo consista en haber vendido, en el extranjero, 
mercancías a una persona o entidad residente en nuestro territorio. 
 Por otra parte, en el art. 70.Dos.b.1 del Reglamento del IRPF no se hace ninguna 
referencia a la disposición contemplada en el art. 334.2.a) in fine del Reglamento del IS, 
según la cual no tienen la consideración de importaciones de mercancías "aquellas en que el 
valor inmaterial incorporado exceda al valor declarado a efectos de su despacho en Aduana 
". No obstante, en relación con las comisiones de mediación en las compraventas 
internacionales, las diferencias entre la regulación del IRPF y la del IS apenas son 
perceptibles, por cuanto la mayor parte de los requisitos contenidos en el art. 334.2.b) del 
Reglamento del IS de 1982 -en particular, los de que la operación de mediación se haya 
realizado en el extranjero y que la misma esté relacionada con un contrato de compraventa 
mercantil- son aplicables en sede de IRPF. 

                                                           
427 .- Art. 18.2 de la Ley 18/1991: "En los casos de prestaciones de servicios, asistencia técnica, gastos de 
instalación o montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, de explotaciones económicas 
realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente, la base imponible será igual a la diferencia 
entre los ingresos íntegros y los gastos de personal y de aprovisionamiento de materiales incorporados a las 
obras o trabajos, con las condiciones que puedan establecerse reglamentariamente ". 
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 La única excepción aparece constituida por la obligación, establecida en el art. 
334.2.b) in fine, que el pago del importe de la mediación haya sido autorizado por la 
Dirección General de Transacciones Exteriores, en virtud de la legislación vigente sobre 
control de cambios, y que figure en la correspondiente licencia o declaración. No obstante, en 
la actualidad, esta exigencia ha de considerarse suprimida al haber desaparecido las licencias 
de importación. 
 Finalmente, respecto de los gastos accesorios y conexos a las compraventas 
internacionales de mercancías, el principal comentario a efectuar hace referencia a la 
indeterminación de la expresión "gastos accesorios y conexos ". El Reglamento del IRPF, al 
igual que, en su momento, hiciera el Reglamento del IS de 1982, no fija cuáles son estos 
gastos. Este extremo es criticable, por cuanto de la consideración o no de un gasto como 
accesorio o conexo dependerá su sujeción o no al Impuesto, lo que convierte a aquella 
determinación en un elemento esencial del tributo, merecedor, cuando menos, de regulación 
en el propio Reglamento del IRPF. 
 3.- Por último, con arreglo a las disposiciones del art. 70.Uno.c) del Reglamento del 
IRPF de 1991, quedarán sometidos a este Impuesto, determinados servicios empresariales -
realización de estudios, proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión- cuando la prestación 
referente a los mismos "se utilice en territorio español. Se entenderán utilizadas en territorio 
español las prestaciones que sirvan a actividades empresariales (...) realizadas en territorio 
español o se refieran a bienes situados en el mismo ". 
 El criterio de la utilización, en territorio español, del servicio en el que consiste la 
actividad empresarial428 suscita numerosas dificultades dado que, si, como hemos visto, en 
muchas ocasiones, es problemático determinar el lugar de realización de una actividad o 
servicio, mucho más lo será fijar con precisión el lugar de utilización de los mismos. En este 
sentido, a nuestro juicio, la interpretación de la expresión "utilización en territorio español " 
ha de ser lo más estricta posible al objeto de evitar que, a través de este criterio, se produzca 
una aplicación extraterritorial de nuestras figuras impositivas. 
 
   a.5) Rendimientos de actividades profesionales, artísticas y deportivas 
 
- Rendimientos de actividades profesionales 

Quedarán sometidos al IRPF español los rendimientos derivados de actividades 
profesionales desempeñadas, sin mediación de establecimiento permanente, por personas 
físicas no residentes en los siguientes casos: 1.- Cuando tales rendimientos sean satisfechos 
por empresarios individuales o profesionales, personas jurídicas o entidades públicas o 
privadas residentes en territorio español y por establecimientos permanentes situados en el 
mismo (arts. 11.Uno.b de la Ley 18/1991 y 70.Dos del Reglamento del IRPF). 
 Atendiendo a las previsiones de estos artículos, se impone efectuar dos comentarios: 
 - En primer lugar que, con arreglo al denominado criterio del pago, no quedarán 
sujetos al IRPF español los rendimientos profesionales percibidos por personas físicas no 
residentes cuando sean abonados a título privado por una persona física residente en territorio 
español. Es decir, que únicamente cuando esta persona satisfaga honorarios en el marco de 
                                                           
428 .- Para GONZALEZ POVEDA, el criterio de la utilización, que lleva a gravar rendimientos de servicios 
realizados en el extranjero por el hecho que los mismos se utilicen en actividades realizadas en España, no tiene 
fundamento económico, por cuanto la renta que pueda haber obtenido el no residente, derivada del servicio en 
cuestión, no forma parte del producto interior bruto español sino del producto interior bruto de otro país. En 
realidad, se trata de un caso equiparable al de los rendimientos obtenidos por personas o Entidades no residentes 
procedentes de compraventas internacionales de mercancías que, como sabemos, no están sujetas, a partir de 1 
de enero de 1992, ni al IRPF ni al IS español. GONZALEZ POVEDA, V.: "La obligación real en la normativa 
del IRPF. (Un análisis económico de los puntos de conexión)", op. cit ., pág. 52. 
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una actividad empresarial o profesional, estos honorarios estarán sujetos a nuestro IRPF. 
 - Por otra parte, aunque la amplitud del criterio del pago aparece matizada en la Ley 
18/1991, todavía podían producirse, al amparo del art. 11.Uno.b) de la misma, numerosos 
casos de aplicación extraterritorial del Impuesto. 
 Para evitar estas situaciones, el art. 70.Dos del Reglamento del IRPF de 1991 
restringe el alcance del criterio del pago, tal y como aparecía configurado en el art. 11.Uno.b) 
de la Ley 18/1991, decretando que, a pesar de haber sido satisfechos por una persona 
residente en España, no se considerarán obtenidos en territorio español y, en consecuencia, no 
estarán sujetos a nuestro IRPF: Los rendimientos derivados de servicios profesionales, 
cuando las prestaciones se realicen íntegramente fuera del territorio español y estén 
directamente vinculadas a actividades empresariales o profesionales del pagador realizadas en 
el extranjero, salvo que se refieran a bienes situados en territorio español (art. 70.Dos.b.2 del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 Los rendimientos de servicios profesionales, pagados por un establecimiento 
permanente en el extranjero, con cargo al mismo, siempre que la prestación esté directamente 
vinculada con las actividades del establecimiento en el extranjero (art. 70.Dos.b.3 del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 2.- Quedarán también sometidos al IRPF español los rendimientos derivados de 
actividades profesionales cuando los servicios profesionales se realicen o utilicen en territorio 
español. Se entenderán utilizadas en territorio español las prestaciones que sirvan a 
actividades profesionales realizadas en territorio español o se refieran a bienes situados en el 
mismo. 
 Los criterios de la realización o, en su defecto, utilización del servicio profesional en 
territorio español son de aplicación a los rendimientos derivados de actividades profesionales 
en los mismos términos que se han visto en punto a la prestación de servicios asimilables a la 
asistencia técnica en el ámbito empresarial (art. 70.Uno.c del Reglamento del IRPF de 1991). 
 - Rendimientos de actividades artísticas y deportivas Tradicionalmente, las 
actividades artísticas y deportivas han sido objeto de regulación en el seno de las de carácter 
profesional y empresarial y, en la misma línea, la Ley 18/1991 considera el ejercicio de tales 
actividades como un supuesto más de actividad profesional429. Sin embargo, el hecho que el 
Reglamento del IRPF de 1991 les dedique una regla de conexión específica -la contenida en 
el art. 70.Uno.e)-, distinta de las previstas para las actividades profesionales, justifica el 
tratamiento diferenciado de estas actividades. 
 Así pues, con arreglo a las disposiciones de la Ley 18/1991 y del Reglamento del 
IRPF de 1991, quedarán sujetos al Impuesto español los rendimientos de actividades 
artísticas y deportivas percibidos por personas físicas no residentes en los siguientes casos: 
 1.- Cuando el pagador del rendimiento sea un empresario individual o profesional o 
una persona jurídica o entidad, pública o privada, residente en territorio español, o un 
establecimiento permanente situado en el mismo (arts. 11.Uno.b de la Ley 18/1991 y 
70.Dos.a del Reglamento del IRPF de 1991). 
 No obstante, en relación con la posibilidad que el pagador de los rendimientos sea un 
establecimiento permanente, el art. 70.Dos.b.3 del Reglamento del IRPF determina que no 
                                                           
429 .- Así, el art. 40.Uno de la Ley 18/1991 tras determinar que "se considerarán rendimientos íntegros de 
actividades empresariales o profesionales aquéllos que, procediendo del trabajo personal y del capital 
conjuntamente o de uno solo de estos factores, supongan por parte del sujeto pasivo la ordenación por cuenta 
propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la 
producción o distribución de bienes o servicios", preceptúa que "en particular, tienen esta consideración los 
rendimientos de las actividades extractivas, de fabricación, comercio o prestación de servicios, incluidas las de 
artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras y el ejercicio de profesiones 
liberales, artísticas y deportivas". 



      160 
160

quedarán sujetos los rendimientos satisfechos a personas físicas no residentes por 
establecimientos permanentes situados en el extranjero, con cargo a los mismos, cuando las 
prestaciones correspondientes estén directamente vinculadas con la actividad del 
establecimiento permanente en el extranjero. 
 2.- Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto por el art. 70.Uno.e) del 
Reglamento de 1991, quedarán también sometidos a nuestro IRPF los rendimientos obtenidos 
en relación con la actuación personal de artistas y deportistas en territorio español, aun 
cuando se atribuyan a persona o entidad distinta del artista o deportista430. 
 A nuestro juicio, el legislador se ha limitado a trasladar al ámbito de nuestra 
legislación interna la previsión contenida en el art. 17.2 del "Modelo de Convenio " de la 
OCDE. Y lo ha hecho sin tener en cuenta que, en el marco de la imposición convenida, los 
beneficios empresariales sólo pueden gravarse en el Estado de realización de las actividades 
generadoras de los mismos cuando la empresa que lleve a cabo estas actividades lo haga por 
medio de establecimiento permanente situado en aquél (art. 7.1 del "Modelo de Convenio "), 
circunstancia que puede dar lugar a evasiones fiscales si la referida empresa actúa sin 
mediación de establecimiento permanente. Por el contrario, de acuerdo con la legislación 
interna española, aquellos rendimientos resultarán gravados, tanto si la empresa actúa en 
nuestro país por medio de establecimiento permanente, como si lo hace sin mediación del 
mismo, con lo cual la disposición del art. 70.Uno.e in fine resulta superflua. 
 
   a.6) Incrementos y disminuciones de patrimonio 
 

Los incrementos de patrimonio aparecen como la categoría de rentas en la que su 
obtención por parte de personas físicas no residentes que operan en España sin 
establecimiento permanente determina unas mayores especialidades respecto de su 
consecución por personas físicas residentes en nuestro país. Y estas peculiaridades afectan, 
además de al aspecto espacial del elemento objetivo de su hecho imponible, a la propia 
configuración de los incrementos de patrimonio en sí mismos considerados, con 
independencia del requisito de su necesaria obtención en territorio español. 
 A propósito de los incrementos de patrimonio obtenidos por personas físicas no 
residentes en España que operan en nuestro país sin mediación de establecimiento 
permanente, el art. 18. Tres de la Ley 18/1991 dispone que: 

"(...) la determinación de los incrementos de patrimonio se realizará aplicando, a 
cada alteración patrimonial que se produzca, las normas que correspondan de los artículos 
44 a 49 de esta Ley, con excepción de lo previsto en el párrafo segundo del apartado uno y 
en el apartado cuatro del artículo 44 ". 
 Pues bien, de la confrontación de las previsiones establecidas en los arts. 44 y 18.Tres 
de la Ley 18/1991 se observa que, en el caso de obtenerse por personas físicas no residentes 
en territorio español sin mediación de establecimiento permanente, y con independencia de 
supuestos que son comunes tanto a la obligación personal como a la obligación real sin 

                                                           
430 .- En este punto, nuestra normativa interna sigue fielmente la línea de la imposición convenida. Así, el art. 17 
del "Modelo de Convenio " de la OCDE determina que: "1 . No obstante lo dispuesto en los artículos 14 y 15, 
las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de su actividad personal en el otro 
Estado Contratante, en calidad de artista del espectáculo, actor de teatro, cine, radio y televisión, o músico, o 
como deportista, pueden someterse a imposición en este otro Estado. 
 2. No obstante lo dispuesto en los artículos 7, 14 y 15, cuando las rentas derivadas de las actividades 
ejercidas por un artista o deportista personalmente y en calidad de tal se atribuyan, no al propio artista o 
deportista, sino a otra persona, estas rentas pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en el que se 
realicen las actividades del artista o deportista ". 
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establecimiento permanente431-en relación con los cuales deben tenerse en cuenta las 
exenciones del art. 17 de la Ley 18/1991-, tendrán la consideración de incrementos de 
patrimonio sujetos a nuestro IRPF: 
 - Los que se pongan de manifiesto como consecuencia de transmisiones onerosas 
cuando el importe global de éstas durante el año natural no supere las 500.000 ptas. 
 La exclusión de la exención prevista, por parte del párrafo 2º del art. 44.Uno de la Ley 
18/1991, para las personas físicas residentes y las no residentes que operan en España por 
medio de establecimiento permanente es coherente con la propia naturaleza de la tributación 
de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes en nuestro país cuyo devengo, como 
ya hemos adelantado, es instantáneo sin referencia a período impositivo alguno. 
 - Por otra parte, tendrán también la consideración de incrementos de patrimonio, en 
caso de ser obtenidos por personas físicas no residentes sin mediación de establecimiento 
permanente, los que se deriven: 

a) De la división de la cosa común. 
 b) De la disolución de la sociedad de gananciales o de la extinción del régimen 
económico matrimonial de participación. 
 c) De la disolución de comunidades de bienes o de la separación de comuneros. 
 d) De la reducción de capital. 
 Todo lo que acaba de señalarse respecto a la configuración de los incrementos de 
patrimonio en sí mismo considerados debe, a su vez, ponerse en relación con los criterios de 
sujeción que la normativa del IRPF español prevé respecto de los incrementos de patrimonio 
obtenidos por las personas físicas no residentes en España. En definitiva, debe ponerse en 
relación con el aspecto espacial del hecho imponible. 
 Para ello, debe distinguirse entre: bienes inmuebles, valores mobiliarios, bienes 
muebles distintos de los valores mobiliarios y derechos. 
 1.- Por lo que respecta a los bienes inmuebles, quedarán sometidos a nuestro IRPF los 
incrementos de patrimonio obtenidos por personas físicas no residentes en España cuando 
deriven directa o indirectamente de bienes situados en territorio español (art. 70.Uno.j del 
Reglamento del IRPF de 1991). 
 2.- Respecto a los valores mobiliarios, cabe afirmar que se considerarán obtenidos en 
territorio español y, por lo tanto, sujetos a nuestro IRPF: 
  a) Los incrementos de patrimonio percibidos por personas físicas no residentes 
en España si proceden de valores emitidos por una persona o entidad, pública o privada que 
tenga su residencia en territorio español, cualquiera que sea el lugar en el que tales títulos se 
hubiesen emitido, España o el extranjero (art. 70.Uno.i del Reglamento del IRPF de 1991). A 
nuestro juicio, y a pesar de que algunos autores se han mostrado partidarios del mismo432, 
éste es un criterio difícilmente aplicable en la práctica. 
  b) Quedarán también sometidos al IRPF español los incrementos de 
patrimonio obtenidos por una persona física no residente cuando deriven: 
  - Tanto de derechos o participaciones en una sociedad o entidad, residente o 

                                                           
431 .- Son supuestos comunes, además del general de la transmisión onerosa o lucrativa de un bien: a) Las 
aportaciones no dinerarias a sociedades (art. 48.Uno.d); b) La separación de socios o disolución de sociedades 
(art. 48.Uno.e); c) La escisión, fusión o absorción de sociedades (párrafo segundo del art. 48.Uno.e); d) La 
amortización, canje o conversión de valores calificados en la Ley de rendimiento explícito (art. 48.Uno.f); e) La 
transmisión del derecho de traspaso (art. 48.Uno.g); f) La percepción de indemnizaciones o de capitales 
asegurados por pérdidas o siniestros en elementos patrimoniales (art. 48.Uno.h); g) Los contratos de seguros de 
vida o invalidez, conjunta o separadamente, con capital diferido (art. 48.Uno.i); h) La permuta de bienes o 
derechos (art. 48.Uno.j); e i) La extinción de rentas vitalicias o temporales (art. 48.Uno.k). 
432 .- MAROTO SAEZ, A.: "Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre Sociedades. Diferencias 
para una reflexión en tributación de no residentes", op. cit ., págs. 20 a 23. 
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no, cuyo activo esté constituido principalmente por bienes inmuebles situados en territorio 
español (art. 70.Uno.j.1 del Reglamento del IRPF de 1991). En relación con este supuesto, 
debe remarcarse que, a pesar de que los derechos o participaciones atribuyen a su titular el 
derecho de disfrute sobre bienes inmuebles, se está en presencia de incrementos de 
patrimonio fruto de la enajenación de valores mobiliarios y no de incrementos de patrimonio 
derivados de bienes inmuebles433. 
 - Como de la enajenación de derechos o participaciones en una sociedad o entidad, 
residente o no, que atribuyan a su titular el derecho de disfrute sobre bienes inmuebles 
situados en territorio español. Con este supuesto se está haciendo referencia a los incrementos 
de patrimonio que puede obtener una persona física no residente titular de un certificado de 
"tiempo compartido" que le da derecho a utilizar un inmueble situado en España durante un 
determinado período de tiempo434. 
 3.- En el caso de bienes muebles distintos de los valores mobiliarios, quedarán sujetos 
al IRPF español los incrementos de patrimonio obtenidos por personas físicas no residentes 
en España siempre que se deriven de bienes muebles situados en territorio español (inciso 
primero del art. 70.Uno.k del Reglamento del IRPF de 1991). 
 4.- Quedarán también sometidos al IRPF español los incrementos de patrimonio 
obtenidos por personas físicas no residentes siempre que se deriven, ya de derechos relativos 
a bienes inmuebles situados en territorio español, ya de derechos derivados de bienes muebles 
distintos de los valores mobiliarios que deban cumplirse o se ejerciten en nuestro territorio 
(inciso segundo del art. 70.Uno.j e inciso segundo del art. 70.Uno. k del Reglamento del 
IRPF de 1991). 
 Por lo que respecta a los criterios generales de cuantificación de los incrementos de 
patrimonio, debe tenerse presente que el R.D.L. 7/1996 ha modificado la redacción originaria 
de los arts. 45 y 46 de la Ley 18/1991. Así, el art. 45 deja de recoger los antiguos coeficientes 
reductores sobre el incremento de patrimonio, reduciéndolos en su cuantía. Por su parte, el 
art. 46 introduce la aplicación de coeficientes de corrección monetaria sobre el valor de 
adquisición actualizándolo a la fecha en que se produce la alteración patrimonial. 
 En principio, no existe ningún inconveniente en que las variaciones de patrimonio que 
obtengan las personas físicas no residentes a partir de la entrada en vigor del R.D.L. de 1996 
se rijan por el nuevo marco legal, siendo aplicables los coeficientes de corrección monetaria 
sobre el valor de adquisición en lugar de los coeficientes reductores sobre la alteración 
patrimonial producida. A esta solución se llega por la remisión expresa del art. 18.3 de la Ley 
18/1991. 
 El problema se plantea a propósito del alcance para los incrementos de patrimonio 
obtenidos por personas físicas no residentes de las normas contenidas en el régimen 
transitorio. Normalmente, el período impositivo de los sujetos pasivos por obligación 
personal termina el 31 de diciembre, fecha en que se entiende devengado el Impuesto, 
momento en el que nace la obligación tributaria. Por lo tanto, la variación patrimonial 
producida se rige por las nuevas disposiciones vigentes. 
 Ahora bien, la tributación renta a renta de las personas físicas no residentes implica, 
como se ha tenido ocasión de poner de manifiesto, que cada vez que estos sujetos pasivos 
realizan una operación determinante de incrementos de patrimonio en territorio español, se 
                                                           
433 .- En este sentido, debe tenerse en cuenta que, a la hora de determinar la cuantía del incremento de 
patrimonio obtenido, los coeficientes reductores son distintos según que el incremento proceda de valores 
mobiliarios (11,11 por 100 por cada año de permanencia en el patrimonio del sujeto pasivo que exceda de 2) o 
de bienes inmuebles (5,26 por 100 por cada año de permanencia que exceda de 2). 
434 .- A propósito del "time-sharing ", vid . ALVAREZ ARZA, M. y ALLENDESALAZAR ORMAECHEA, L.: 
"El Time-Sharing. Su configuración jurídico-tributaria en España", Escuela de Hacienda Pública, Ministerio de 
Economía y Hacienda, Madrid, 1987. 
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devengue el Impuesto, surgiendo la consiguiente obligación tributaria, regida por las normas 
entonces vigentes. Así pues, los incrementos de patrimonio devengados antes de la entrada en 
vigor del R.D.L. el día 9 de junio de 1996 se regirán por lo dispuesto por la Ley 18/1991 en 
su redacción originaria. Y ello, por cuanto esta ley es la aplicable en el momento del devengo 
del Impuesto, al no estar previsto el carácter retroactivo del nuevo régimen fiscal. 
 
  b) Aspecto temporal 
 
 Como acaba de verse, en la obligación real sin establecimiento permanente, el aspecto 
material del hecho imponible no aparece constituido por la obtención de una renta -entendida 
como una magnitud abstracta fruto de la suma de varios componentes- sino por la obtención 
de rendimientos e incrementos de patrimonio que son tomados en cuenta de manera aislada y 
autónoma unos de otros. Esta circunstancia determina que el devengo del Impuesto se 
produzca por cada percepción aislada de rendimientos o incrementos de patrimonio, 
desapareciendo toda referencia a la noción de período impositivo. 
 En este sentido, el art. 16.Dos.2ª de la Ley 18/1991 preceptúa que, cuando las 
personas físicas no residentes operen en España sin establecimiento permanente "tributarán 
de forma separada por cada devengo total o parcial de renta sometida a gravamen ", 
siguiendo así la línea de lo establecido por el art. 17.3 de la Ley 5/1983. Sin embargo, el 
párrafo segundo del art. 16.Dos.2ª435 introduce una mejora respecto del art. 17.3 de la Ley 
5/1983, al determinar el instante en el que se entienden devengadas las distintas rentas que 
puede percibir la persona física no residente que opera en nuestro país sin establecimiento 
permanente, momento en el que debe entenderse devengado el Impuesto. 
 A propósito de los rendimientos, se prevén por parte de las letras a) y b) del párrafo 
segundo del art. 16.Dos.2ª dos reglas: 

- Una de carácter general: los rendimientos obtenidos por personas físicas no 
residentes sin mediación de establecimiento permanente, distintos de los derivados de bienes 
inmuebles de uso propio, se entenderán devengados cuando resulten exigibles o en la fecha 
del cobro si fuese anterior. 
 - Otra regla referente a los rendimientos presuntos derivados de bienes inmuebles de 
uso propio, los cuales se entenderán devengados el último día del año natural436. 
 En relación con este tipo de rendimientos, se plantea la cuestión del gravamen de los 
derivados de bienes inmuebles que sólo hayan permanecido parte del año natural en poder del 
sujeto pasivo no residente, no encontrándose en su poder el último día del mismo. A nuestro 
juicio, la solución debe ser idéntica a la prevista, a propósito de la obligación personal de 
contribuir, por el art. 6.Dos del Reglamento del IRPF de 1991, en cuya virtud "cuando el 
sujeto pasivo no haya sido titular del inmueble urbano o del derecho real de disfrute sobre el 
mismo durante todo el año natural o cuando hubiese estado en construcción o por razones 
urbanísticas no haya sido susceptible de uso, el rendimiento del capital inmobiliario se 

                                                           
435 .- "A los efectos de esta regla -se está refiriendo a la tributación de forma separada por cada devengo total o 
parcial de renta sometida a gravamen- se entenderán devengadas las rentas: 
 a) Tratándose de rendimientos, cuando resulten exigibles o en la fecha del cobro si fuera anterior. 
 b) Cuando se trate de rendimientos de bienes inmuebles de uso propio, el último día del año natural . 
 c) Tratándose de incrementos de patrimonio, cuando tenga lugar la alteración patrimonial ". 
436 .- En la legislación anterior a la Ley 18/1991, estos rendimientos planteaban dificultades en cuanto a su 
gravamen, surgidas de una doble circunstancia:. no tratarse de rentas efectivamente percibidas y. no establecerse 
legalmente la fecha de su devengo. 
 Sin embargo, la Administración tributaria siempre sostuvo la sujeción a gravamen de tales 
rendimientos. En este sentido, Contestación a la Consulta de 16 de febrero de 1990 recogida en Gaceta Fiscal, 
núm. 97, pág. 97. 
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determinará por el número de días que corresponda ". 
 Por lo que respecta a los incrementos de patrimonio, la letra c) del párrafo segundo 
del art. 16.Dos preceptua que los mismos se entenderán devengados cuando tenga lugar la 
alteración patrimonial. 
 La precisión del momento en el que se entenderán devengadas las rentas obtenidas por 
personas físicas no residentes ha supuesto un cambio, en relación con el tratamiento de los 
rendimientos derivados de un mismo contrato pero obtenidos o percibidos en fechas distintas, 
es decir, los derivados de las operaciones a plazos, respecto del régimen previsto para tales 
rendimientos antes de la promulgación de la Ley 18/1991. 
 Así, mientras que la Norma 1ª.3 de la Orden de 29 de julio de 1983, por la que se 
dictaban normas sobre declaración de las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento 
permanente por personas o Entidades no residentes en España437, establecía que tales 
rendimientos se regirían por las reglas a las que se acogiese el sujeto pasivo en el momento de 
presentar su primera liquidación, con arreglo a la actual redacción del art. 16.Dos.2ª, debe 
entenderse que el devengo del Impuesto se producirá en cada una de las fechas en la que los 
mencionados rendimientos resulten exigibles. Se da, pues, a la cuestión una solución parecida 
a la propuesta por el art. 56.Cuatro relativo a la imputación temporal de ingresos y gastos en 
sede de obligación personal de contribuir. 
 En el caso que fuese un incremento de patrimonio el que, derivándose de un mismo 
contrato, hubiera de obtenerse o percibirse en fechas distintas, debe tenerse en cuenta que la 
letra c) del párrafo segundo del art. 16.Dos.2ª no hace referencia a la regla de la exigibilidad 
sino a la del momento en el que se produzca la alteración patrimonial. 
 
  c) Aspecto cuantitativo 
 
 En general, el aspecto cuantitativo del elemento objetivo del hecho imponible expresa 
la medida en la que este último se realiza. A diferencia lo que ocurre en la obligación 
personal y en la real con establecimiento permanente, tratándose de rentas obtenidas por 
personas físicas no residentes sin mediación de establecimiento permanente, la peculiar 
configuración del aspecto temporal de su hecho imponible -devengo instantáneo del Impuesto 
por cada percepción aislada de rendimientos e incrementos de patrimonio- determina que, 
para medir el objeto material del mismo no deba procederse a integrar, con signo positivo o 
negativo, componentes diversos sino que se cuantificará por separado cada uno de los 
rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos por la persona física no residente. 
 

3.- Elemento subjetivo 
 
 Para alcanzar la condición de sujeto pasivo de nuestro IRPF, la persona física no 
residente que opera en España sin establecimiento permanente ha de cumplir un doble 
requisito: De una parte, debe ser titular del rendimiento o incremento de patrimonio sujeto a 
tributación. Esto significa que deberá haber realizado la actividad empresarial o profesional -
sin el concurso de establecimiento permanente-, o prestado el trabajo dependiente, o bien 
haber sido el propietario del bien mueble o del inmueble o derecho real relativo al mismo del 
que se deriven rendimientos o incrementos de patrimonio. 
 De otra parte, la persona física no ha de tener su residencia habitual en territorio 
español. Esto, como es conocido, significa que no ha de permanecer en España, durante el 
año natural de referencia, más de 183 días, no debiendo tampoco tener en nuestro territorio el 
núcleo principal o la base de sus actividades empresariales o profesionales o de sus intereses 
                                                           
437 .- BOE de 13 de agosto de 1983. 
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económicos, ni su cónyuge -del que no esté legalmente separado- e hijos menores de edad 
que de él dependan, su residencia habitual. 
 

B) RENTAS EXENTAS 
 

1.- Antecedentes 
 
 El "Informe" del Ministerio de Economía y Hacienda sobre la Reforma de la 
Imposición personal sobre la Renta y el Patrimonio de junio de 1990 reconocía que uno de 
los factores determinantes de la misma era la necesaria reacción ante la competencia fiscal 
entre los países miembros de la CEE, actual Unión Europea. Esta competencia, surgida en un 
contexto de libre circulación de capitales, había incitado a los diferentes Estados a buscar 
"una tributación efectiva de las rentas del capital para no residentes más baja que la de los 
otros países". 
 La coyuntura que acaba de describirse, unida a la creciente internacionalización de las 
relaciones económicas entre los países y a los efectos del Mercado Unico, hacía aconsejable 
"exonerar de tributación los intereses y ganancias de capital procedentes de bienes muebles, 
obtenidos en España por residentes de otros países miembros de la C.E.E", exoneración que 
no sería extensible a los dividendos ni a otros países no comunitarios. Con ello, proseguía el 
"Informe", "se nivelarían los efectos de nuestros Convenios de doble imposición con los que 
tienen suscritos entre ellos dichos países y se mantendrían los flujos inversores extranjeros 
sin interferencias fiscales "438. 
 Como fiel reflejo de estos propósitos, la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley 
del IRPF de 4 de agosto de 1990 señalaba que uno de los principales aspectos de la reforma 
del Impuesto era "el nuevo tratamiento dado a los intereses e incrementos de patrimonio 
resultantes de bienes muebles cuya titularidad se ostenta por no residentes, en un horizonte 
comunitario de libre circulación de capitales ". En este sentido, el art. 17 del Proyecto439 

                                                           
438 .- MINISTERIO DE HACIENDA: "Informe sobre la Reforma de la Imposición personal sobre la Renta y el 
Patrimonio", op. cit ., págs. 12, 17, 51 y 52. 
439 .- Art. 17 del Proyecto de Ley del IRPF de 1990: "Uno. No obstante lo dispuesto en la letra b) del apartado 
uno del artículo 11 de esta Ley, los intereses e incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles no se 
considerarán obtenidos en España cuando correspondan a personas físicas no sujetas por obligación personal 
de contribuir que tengan su residencia habitual en otros Estado miembros de la Comunidad Económica 
Europea y no operen a través de establecimiento permanente en España. 
 Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a los incrementos de patrimonio derivados de 
la transmisión de acciones, participaciones u otros derechos en una sociedad, persona jurídica o entidad en los 
siguientes casos: 
 a) Cuando el activo de dicha sociedad, persona jurídica o entidad consista principalmente, directa o 
indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio español. 
 b) Cuando durante el período de doce meses precedente a la transmisión, el sujeto pasivo haya 
participado, directa o indirectamente, en al menos el 25 por 100 del capital o patrimonio de dicha sociedad, 
persona jurídica o entidad. 
 En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en el párrafo primero a intereses e incrementos de 
patrimonio obtenidos a través de los territorios de la Comunidad Económica Europea que se determinen 
reglamentariamente por su carácter de paraísos fiscales. 
 Dos. Los rendimientos del capital mobiliario así como los incrementos o disminuciones de patrimonio 
derivados de valores emitidos en España por personas físicas o jurídicas no residentes sin mediación de 
establecimiento permanente, no se considerarán obtenidos o producidos en territorio español, a efectos de este 
Impuesto, cualquiera que sea el lugar de residencia de las instituciones financieras que actúen como agentes de 
pagos o medien en la emisión o transmisión de los valores. 
 No obstante, cuando el titular de los valores sea un residente o un establecimiento permanente en 
España, los rendimientos o incrementos de patrimonio a que se refiere el párrafo anterior quedarán sujetos a 
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prevenía, bajo el rótulo "rentas no obtenidas en España"440, tres de los supuestos que, 
posteriormente, se integrarían en el art. 17 de la Ley 18/1991. Sin embargo, el retraso en la 
aprobacióndel Proyecto de Ley determinó que las medidas de desfiscalización previstas en el 
mismo fueran incluidas en el Real Decreto-Ley 5/1990, de 20 de diciembre, de Medidas 
Urgentes, merced a lo cual alcanzaron vigencia efectiva a partir de 1 de enero de 1991. 
 En aquella disposición no se consideraban producidos en España y, por lo tanto, no 
quedaban sujetos al IRPF:. los intereses e incrementos de patrimonio derivados de bienes 
muebles obtenidos, sin mediación de establecimiento permanente, por residentes en Estados 
miembros de la CEE, siempre que no se obtuviesen a través de paraísos fiscales441 y. los 
rendimientos e incrementos de patrimonio derivados de valores emitidos en nuestro país por 
personas físicas o jurídicas no residentes, cuando el titular de los mismos fuese un persona o 
Entidad no residente sin establecimiento permanente. 
 Junto a estos dos supuestos, ya contemplados en el Proyecto de Ley de 1990, el Real 
Decreto-Ley 5/1990 introducía, en su art. 2.3.2, una nueva medida desfiscalizadora, en cuya 
virtud "los intereses e incrementos de patrimonio derivados de la Deuda Pública, obtenidos 
por personas físicas no residentes que no operen a través de establecimiento permanente en 
España, no se considerarán obtenidos o producidos en España ". Esto tampoco sería de 
aplicación en el supuesto que aquellos intereses e incrementos de patrimonio se obtuviesen a 
través de paraísos fiscales. Todas las medidas a las que acaba de aludirse fueron acogidas por 
parte de la Ley 18/1991 pasando a constituir su art. 17. 
 

2.- Supuestos de exención objetiva del art. 17 de la Ley 18/1991 
 
  a) Consideraciones generales 
 
 El art. 17 de la Ley 18/1991, en su redacción fruto de la Disposición final quinta de la 
Ley 43/1995442443, bajo el rótulo "Supuestos de exención ", preceptúa que: 
                                                                                                                                                                                     
este Impuesto y, en su caso, al sistema de retención a cuenta, que se practicará por la entidad financiera 
residente que actúe como depositaria de los valores. 
 Tres. No se considerarán rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en España los 
procedentes del arrendamiento o cesión de contenedores o de buques a casco desnudo utilizados en la 
navegación marítima internacional ". 
440 .- Los términos empleados llevaron, entre otros, a MAROTO SAEZ a calificar los supuestos del art. 17 del 
Proyecto de 1990 como de "no sujeción" (MAROTO SAEZ, A.: "Tributación de no residentes en el Proyecto de 
ley del IRPF", op. cit ., pág. 175). Por otro lado, se aludía también, por parte de la doctrina, a la inseguridad 
jurídica que generaba el no saber la naturaleza -no sujeción o exención- de las previsiones contenidas en aquel 
precepto. DOMINGUEZ RODICIO, J.R.: "Obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas", op. cit ., pág. 217. 
441 .- Art. 2.3.3. del Real Decreto-Ley 5/1990, de 20 de diciembre, que reproducía las previsiones del art. 17.Uno 
del Proyecto de Ley del IRPF de 4 de agosto de 1990, en relación con el art. 2.3.4. 
442 .- La redacción propuesta por la Disposición final quinta ha sustituido a la redacción originaria del art. 17 de 
la Ley 18/1991, que bajo el rótulo "Supuestos especiales de exención: rentas no obtenidas en España ", 
establece que: 
 "Uno. No obstante lo dispuesto en la letra b) del apartado uno del artículo 11 de esta Ley, los intereses 
e incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles estarán exentos en España, cuando correspondan a 
personas físicas no sujetas por obligación personal de contribuir que tengan su residencia habitual en otros 
Estados miembros de la Comunidad Económica Europea y no operen a través de establecimiento permanente 
en España. 
 Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación, salvo lo establecido en Convenios o 
Tratados Internacionales, a los incrementos de patrimonio derivados de la transmisión de acciones, 
participaciones u otros derechos en una sociedad, persona jurídica o entidad en los siguientes casos: 
 a) Cuando el activo de dicha sociedad, persona jurídica o entidad consista principalmente, directa o 
indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio español. 
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"Estarán exentas las siguientes rentas: Los intereses y los incrementos de patrimonio 
derivados de bienes muebles, obtenidos sin mediación de establecimiento permanente, 
por personas físicas residentes en otro Estado miembro de la Unión Europea. 
 Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a los incrementos de 
patrimonio derivados de la transmisión de acciones, participaciones u otros derechos 
en una entidad en los siguientes casos: a') Cuando al activo de dicha entidad consista 
principalmente, directa o indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio 
español. 
 b') Cuando, en algún momento, durante el período de doce meses precedente a la 
transmisión, el sujeto pasivo, su cónyuge o personas vinculadas con aquél por 
parentesco hasta el tercer grado inclusive hayan participado, directa o indirectamente, 
en al menos el 25 por 100 del capital o patrimonio de dicha entidad. 
 Los intereses e incrementos de patrimonio derivados de la deuda pública, obtenidos 
por personas físicas no residentes sin mediación de establecimiento permanente en 
España. 
 En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en las letras a) y b) a los intereses o 
incrementos de patrimonio obtenidos a través de los países o territorios determinados 
reglamentariamente por su carácter de paraísos fiscales. 
 Los rendimientos del capital mobiliario e incrementos de patrimonio derivados de 
valores emitidos en España por personas físicas o jurídicas no residentes sin 
mediación de establecimiento permanente, cualquiera que sea el lugar de residencia de 
las instituciones financieras que actúen como agentes de pago o medien en la emisión o 
transmisión de los valores. 
 No obstante, cuando el titular de los valores sea una entidad residente o un 
establecimiento permanente en España, los rendimientos e incrementos de patrimonio 
a que se refiere el párrafo anterior quedarán sujetos a este Impuesto y, en su caso, al 
sistema de retención a cuenta, que se practicará por la institución financiera residente 
que actúe como depositaria de los valores. 

                                                                                                                                                                                     
 b) Cuando durante el período de doce meses precedentes a la transmisión, el sujeto pasivo, su cónyuge 
o personas vinculadas con aquél por parentesco hasta el tercer grado inclusive hayan participado, directa o 
indirectamente, en al menos el 25 por 100 del capital o patrimonio de dicha sociedad, persona jurídica o 
entidad. 
 dos. Los intereses e incrementos de patrimonio derivados de la Deuda Pública, obtenidos por personas 
físicas no residentes que no operen a través de establecimiento permanente en España, no se considerarán 
obtenidos o producidos en España. 
 tres. En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en los dos apartados anteriores a intereses o 
incrementos de patrimonio obtenidos a través de los países o territorios que se determinen reglamentariamente 
por su carácter de paraísos fiscales. 
 cuatro. Los rendimientos del capital mobiliario e incrementos o disminuciones de patrimonio 
derivados de valores emitidos en España por personas físicas o jurídicas no residentes sin mediación de 
establecimiento permanente, no se considerarán obtenidos o producidos en territorio español, a efectos del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondientes al inversor titular de los valores, cualquiera 
que sea el lugar de residencia de las instituciones financieras que actúen como agentes de pagos o medien en la 
emisión o transmisión de los valores. 
(sigue en nota 443) 
443  No obstante, cuando el titular de los valores sea un residente o un establecimiento permanente en 
España, los rendimientos o incrementos de patrimonio a que se refiere el párrafo anterior quedarán sujetos a 
este Impuesto y, en su caso, al sistema de retención a cuenta que se practicará por la entidad financiera 
residente que, de acuerdo con la normativa vigente de control de cambios, actúe como depositaria de los 
valores. 
 cinco. No se considerarán rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en España los 
procedentes del arrendamiento o cesión de contenedores o de buques y aeronaves a casco desnudo, utilizados en 
la navegación marítima o aérea internacional ". 
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 Los rendimientos de las cuentas de no residentes, que se satisfagan a personas físicas 
no residentes en territorio español, salvo que el pago se realice a un establecimiento 
permanente, por el Banco de España, Bancos, Cajas de Ahorro, Cajas Rurales, 
Cooperativas de Crédito y demás entidades registradas. 
 Los rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en territorio español, sin 
mediación de establecimiento permanente en el mismo, procedentes del arrendamiento, 
cesión o transmisión de contenedores o de buques y aeronaves a casco desnudo, 
utilizados en la navegación marítima o aérea internacional ". 

 A propósito de este precepto, cabe, en primer lugar, señalar que en el mismo se 
procede a detallar qué rentas, percibidas por personas físicas no residentes sin establecimiento 
permanente, están exentas de tributar por el IRPF español sin que, previamente, la misma Ley 
haya referido qué rentas tributan por aquel Impuesto por obligación real. En efecto, la Ley 
18/1991 se limita a señalar que lo harán las obtenidas o producidas en territorio español pero 
sin especificar -lo hace el art. 70 del Reglamento del IRPF- cuáles sean estas rentas444, 
aspecto éste que ha suscitado las críticas de la doctrina. 
 De la comparación entre la redacción originaria del art. 17 y la derivada de la Ley 
43/1995 se desprenden dos diferencias fundamentales: 

- De una parte, una mejor adecuación del rótulo que encabeza el precepto. En efecto, 
frente el contradictorio título "Supuestos especiales de exención: rentas no obtenidas en 
España "445, la nueva redacción del art. 17 habla de "Supuestos de exención ". Este nuevo 
rótulo es mucho más acorde con la verdadera naturaleza de los supuestos contemplados en 
aquel artículo de los que dificilmente puede predicarse que no se trate de rentas obtenidas y 
producidas en España. 
 - La introducción de un nuevo supuesto de exención: los rendimientos de las "cuentas 
de no residentes" satisfechos a personas físicas no residentes en territorio español con la 
salvedad prevista en el art. 17.d) in fine. 
 A diferencia de la exención subjetiva contenida en el art. 9.Dos -que, como se ha 
visto, precisaba de un pronunciamiento expreso del Ministro de Economía y Hacienda-, las 
exenciones acogidas por parte del art. 17 de la Ley 18/1991 tienen un carácter automático. 
Por otra parte, los cinco supuestos de exención del art. 17, aun presentando una serie de notas 
comunes, no tienen todos el mismo fundamento. Así, las exenciones contenidas en las letras 
a), b), c) y d) del art. 17 tienen su fundamento en consideraciones de política económica, 
mientras que la contenida en la letra e) de aquel precepto tiene por objeto evitar el posible 
alcance extraterritorial de nuestras normas fiscales. 
 
  b) Enunciación 
 
   b.1) Intereses e incrementos de patrimonio derivados de bienes 
muebles, obtenidos sin mediación de establecimiento permanente, por personas físicas 
                                                           
444 .- La Ley 18/1991 define de manera muy poco precisa el hecho imponible de la obligación real de contribuir 
preveyendo, sin embargo, un catálogo muy detallado de exenciones. El "modus operandi " de la Ley 18/1991 
puede relacionarse con la concepción más moderna de la exención tributaria, con arreglo a la cual las exenciones 
se entienden "no como una situación excepcional sino como normas que contribuyen a la exacta definición del 
hecho imponible . La norma de exención no se limita a negar la eficacia normal de un determinado supuesto de 
hecho sino que implica una valoración más compleja y rica (...) y esta valoración se concreta en una 
redefinición -normalmente restrictiva- del ámbito del hecho imponible ". FALCON Y TELLA, R.: Prólogo a 
HERRERA MOLINA, P.M.: "La exención tributaria", Colex, Madrid, 1990, págs. 21 y 22. 
445 .- A propósito de este rótulo se apuntaba que o bien las rentas se consideraban no obtenidas en España y, por 
lo tanto, no sujetas a nuestro IRPF -y entonces se estaría ante supuestos de no sujeción asimilables a los del art. 
70 del Reglamento del IRPF de 1991- o bien se estaba en presencia de rentas exentas, con una configuración 
teórica y unas consecuencias prácticas distintas a las de las rentas no sujetas. 
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residentes en otro Estado miembro de la Unión Europea. 
 
   b.1.1) Ambito objetivo 
 

El ámbito objetivo de la exención contenida en el art. 17.a) de la Ley 18/1991 hace 
referencia a los intereses e incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles y 
obtenidos en España sin mediación de establecimiento permanente. El primer problema 
interpretativo que se plantea es el de determinar si la expresión bienes muebles se refiere a los 
intereses e incrementos de patrimonio o únicamente a estos últimos. 
 A nuestro juicio, la expresión "intereses de bienes muebles" carece de sentido. Por lo 
tanto, la exención contenida en el art. 17.a) afectará:. De un lado, a los intereses del capital 
mobiliario (títulos valores y derechos de crédito en general) obtenidos, sin mediación de 
establecimiento permanente, por residentes en Estados miembros de la Unión Europea 
distintos de España y,. de otro, a los incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles 
obtenidos por estos mismos sujetos. 
 Hecha esta precisión, se impone determinar, en el contexto del art. 17.a), el alcance 
del vocablo "intereses". A propósito de este alcance, se han sustentado dos posiciones 
doctrinales: La de quienes, interpretando aquella expresión restrictivamente con base en las 
previsiones contenidas en el art. 37.Uno.2.b) de la Ley 18/1991, entienden que los intereses a 
los que se refiere el art. 17.a) son aquella categoría particular de los rendimientos explícitos 
del capital mobiliario derivados de la cesión a terceros de capitales propios, distinta de las 
demás retribuciones pactadas expresamente446. 
 La de quienes, aun admitiendo que una interpretación literal del art. 17.a) negaría la 
posibilidad de exención a los rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales 
propios distintos de los intereses447, consideran que el excluir de la exención a los 
rendimientos implícitos iría en contra de los fines perseguidos por la misma "y discriminaría, 
no en razón del tipo de rendimientos obtenidos por el no residente sino simplemente por la 
forma de instrumentarse la retribución de los capitales, lo cual sería absurdo "448. Así pues, 
de conformidad con esta tesis, en la actualidad predominante449, quedarían exentos de 
tributación no sólo los intereses propiamente dichos, sino, en general, todos los rendimientos 
obtenidos por la cesión de capitales propios -implícitos, explícitos y mixtos- obtenidos en 
España por residentes en Estados miembros de la Unión Europea distintos de nuestro país. 
 Además de los intereses, el art. 17.a) de la Ley 18/1991 declara exentos a los 
incrementos de patrimonio derivados de bienes muebles, obtenidos sin mediación de 
establecimiento permanente, por residentes en Estados miembros de la Unión Europea 
distintos de España. En relación con este precepto, la expresión "incrementos de patrimonio" 
puede definirse como el aumento del patrimonio del sujeto pasivo no residente en España, 
pero con residencia habitual en alguno de los países miembros de la Unión Europea, producto 
                                                           
446 .- CARBAJO VASCO, D.: "Manual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el 
Patrimonio", op. cit ., pág. 745. 
447 .- Es decir, a los rendimientos explícitos que no tuviesen la consideración de tales, a los implícitos y a los 
mixtos, según clasificación establecida por el art. 37.2 de la Ley 18/1991. 
448 .- GONZALEZ POVEDA, V.: "La tributación de los no residentes en la Ley 18/1991", op. cit ., pág. 423 y 
"El juego de "La Tributación de los No residentes" ", Impuestos, La Ley, Tomo II/1992, pág. 1317. En el mismo 
sentido, aunque tratando de interpretar la expresión "intereses derivados de bienes muebles", BAENA 
AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", op. cit 
., pág. 281. 
449 .- CARBAJO VASCO, a pesar de sustentar, como se ha visto, una interpretación restrictiva de la exención 
del art. 17.a) recoge el dato de que la propia Administración tributaria se ha manifestado a favor de incluir a los 
rendimientos del capital mobiliario de carácter implícito en el ámbito de aquella exención. CARBAJO VASCO, 
D.: "Manual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el Patrimonio", op. cit ., pág. 745. 
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de la enajenación de elementos integrantes del mismo que tengan la consideración de bienes 
muebles. 
 Precisamente, es a propósito del significado de la expresión "bienes muebles" cuando 
vuelven a surgir dudas interpretativas, dado que se trata de un concepto no definido en la Ley 
18/1991. Sin embargo, parece claro que, de acuerdo con lo preceptuado por el art. 23.2 de la 
LGT450, debía acudirse a los arts. 334 y 335 del CC para determinar qué bienes tenían la 
consideración de bienes muebles451. 
 No obstante, la exención de los incrementos de patrimonio derivados de bienes 
muebles a la que nos estamos refiriendo, no será de aplicación a los incrementos de 
patrimonio derivados de la transmisión de acciones, participaciones u otros derechos en una 
entidad452, en los siguientes casos: Cuando el activo de dicha entidad consista principalmente, 
directa o indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio español (art. 17.a.a' de la 
Ley 18/1991). 
 Con esta salvedad, se pretende evitar que queden exentas las transmisiones de bienes 
inmuebles situados en territorio español que, indirectamente, pudiesen llevarse a cabo por 
medio de la transmisión de aquellas acciones o participaciones. Esta transmisión comportaría 
la vulneración de las previsiones del art. 70.Uno.j) del Reglamento del IRPF de 1991, en cuya 
virtud, se consideran rentas obtenidas o producidas en territorio español y, por lo tanto, 
sometidas a nuestro IRPF por obligación real "los incrementos de patrimonio derivados, 
directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en territorio español o de derechos 
relativos a los mismos ". 
 Para que se produzca la exención que analizamos, el activo de la entidad debe 
consistir "principalmente, directa o indirectamente " en bienes inmuebles situados en 
territorio español. Ni la Ley ni el Reglamento del IRPF aclaran qué debe entenderse por las 
expresiones "principalmente" y "directa o indirectamente", siendo, pues, una cuestión de 
hecho el determinar en cada caso si se dan o no estas condiciones. 
 A propósito de la expresión "principalmente ", PEREZ RODILLA453 entiende que, en 
lugar de la proporción que los inmuebles representen sobre el activo, habría sido mejor 
adoptar el criterio acogido en los "Comentarios " al "Modelo de la OCDE " en el sentido de 
que el objeto exclusivo o esencial de la entidad fuese la posesión o enajenación de 
inmuebles454. Por su parte, BAENA AGUILAR455 sostiene que, para que el activo de una 
Entidad consista "principalmente" en bienes inmuebles, aquél, atendiendo a un precepto de 
características análogas como es el art. 108 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 

                                                           
450 .- Art. 23.2 de la LGT: "En tanto no se definan por el ordenamiento tributario, los términos empleados en sus 
normas se entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda ". 
451 .- El art. 335 del CC preceptúa que "se reputan bienes muebles los susceptibles de apropiación no 
comprendidos en el capítulo anterior - que determina qué bienes tienen la consideración de inmuebles-, y en 
general, todos los que se pueden transportar de un punto a otro sin menoscabo de la cosa inmueble a la que 
estuvieren unidos". 
Por su parte, el art. 334 del mismo texto legal declara qué bienes tienen la consideración de inmuebles, de lo que 
se deduce que la definición de bienes muebles tiene un carácter residual. 
452 .- Entre estos otros derechos se incluyen: los derechos de suscripción preferente, los bonos de disfrute y las 
partes de fundador. Por otro lado, se advierte que la Ley 18/1991 no sólo se refiere a sociedades o personas 
jurídicas sino a cualquier tipo de entidades, incluidas las que carecen de personalidad: "trusts ", organismos de 
inversión colectiva y entidades de multipropiedad o "time-sharing ". 
453 .- PEREZ RODILLA, G.: "Novedades en la tributación de no residentes", Impuestos, La Ley, Tomo II/1991, 
pág. 84. 
454 .- En el mismo sentido, RAVENTOS CALVO, S.: "Los sujetos pasivos por obligación real de contribuir, 
residentes en la Comunidad Europea", Revista Técnica Tributaria, núm. 20, enero-marzo, 1993, pág. 116. 
455 .- BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas", op. cit ., págs. 282 y 283. 
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Valores456, deberá estar integrado, en más de su 50 por 100, por bienes inmuebles radicados 
en España. Sin embargo, al mismo tiempo, debería preverse una norma del talante del art. 108 
in fine, en cuya virtud "a los efectos del cómputo del 50 por 100 del activo constituido por 
inmuebles, no se tendrán en cuenta aquellos, salvo los terrenos y los solares, que formen 
parte del activo circulante de las entidades cuyo objeto social exclusivo consista en el 
desarrollo de actividades empresariales de construcción o promoción inmobiliaria ". 
 Por otra parte, las expresiones "directa o indirectamente " hacen referencia a la 
posibilidad que el activo esté formado ya por bienes inmuebles, ya por títulos 
correspondientes a entidades controladas por la perteneciente a la persona física con 
residencia habitual en un país miembro de la Unión Europea y cuyo activo consista 
principalmente en bienes inmuebles. En relación con el vocablo "bienes inmuebles", 
entendemos que debe interpretarse como comprensivo, no sólo de los supuestos a los que 
hace referencia el art. 334 del C.C., sino también de todo derecho real de goce o disfrute 
sobre los mismos457 y ello en aras de una mejor coordinación entre la excepción a la exención 
del art. 17.a) de la Ley 18/1991 y el supuesto de sujeción del art. 70.Uno.j) del Reglamento 
del IRPF de 1991. 
 Cuando, en algún momento, durante el período de doce meses precedente a la 
transmisión, el sujeto pasivo, su cónyuge o personas vinculadas con aquél por parentesco 
hasta el tercer grado inclusive hayan participado, directa o indirectamente, en al menos el 25 
por 100 del capital o patrimonio de dicha entidad (art. 17.a.b' de la Ley 18/1991). 
 Con esta salvedad, se trata de impedir que la exención prevista en el art. 17.a) de la 
Ley 18/1991 se aplique a los incrementos de patrimonio derivados de la transmisión de 
acciones, participaciones u otros derechos de una entidad, cuando el sujeto pasivo, su 
cónyuge o personas vinculadas con aquél por una relación de parentesco hasta el tercer grado 
inclusive458, ostenten una participación sustancial en el capital o patrimonio de la misma, de 
las siguientes características: 
 - Esta participación debe representar, como mínimo, el 25 por 100 del capital o 
patrimonio de dicha entidad. 
 - Por otra parte, puede ser, como en el supuesto del art. 17.a.b'), directa o indirecta. 
 En su redacción originaria, el art. 17.Uno.b) no aclaraba si la participación sustancial 
debía haberse producido durante todo el período de los doce meses o bastaba con que hubiera 
tenido lugar en cualquier momento del mismo. En la nueva redacción del precepto, fruto de la 
Ley 43/1995, se especifica que la exención del art. 17.a) no surtirá efecto cuando aquella 
participación se hubiese producido "en algún momento durante el período de doce meses 
precedente a la transmisión ". 
 
   b.1.2) Ambito subjetivo 
 

La exención contenida en el art. 17.a) tiene como destinatarios a las personas físicas 
con residencia habitual en alguno de los Estados miembros dela Unión Europea distintos de 
España. El art. 44 de la Ley 19/1994, de 6 dejulio, de modificación del Régimen Económico 
y Fiscal de Canaria459 amplía el alcance de esta exención a los residentes en Estados queno 
sean miembros de la Unión Europea, cuando perciban rendimientos o incrementos de 
                                                           
456 .- BOE de 28 de julio de 1988. 
457 .- CARBAJO VASCO, D.: "Manual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el 
Patrimonio", op. cit ., pág. 746. 
458 .- Con arreglo al párrafo 2º del art. 17.Uno del Proyecto de Ley del IRPF de 1990, la exención del 17.a) 
únicamente dejaba de aplicarse cuando el sujeto pasivo -y sólo él- hubiese participado, directa o indirectamente, 
en, al menos, el 25 por 100 del capital o patrimonio de la entidad. 
459 .- BOE de 7 de julio de 1994. 
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patrimonio en el ámbito de la Zona Especial Canaria. 
 En punto a la acreditación de la residencia habitual en los Estados miembros de la 
Unión Europea, el apartado 1.Seis de la Orden de 31 de enero de 1992, por la que se dictan 
normas de declaración de los Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas, sobre 
Sociedades y sobre el Patrimonio devengados por obligación real460, establece que la referida 
acreditación se efectuará mediante certificado de residencia fiscal expedido por las 
autoridades fiscales competentes del Estado de que se trate. 
 No obstante, a nuestro juicio, la cuestión no es tan sencilla ya que el contenido de esta 
certificación -que, en definitiva, únicamente acredita que el sujeto pasivo, y sólo él, tiene su 
residencia fiscal en aquel Estado- debe conjugarse con los criterios de definición de la 
residencia habitual en España y, en particular, con el contenido en el art. 12.Dos. De 
conformidad con este precepto, y como ya sabemos, se presumirá, salvo prueba en contrario, 
que el sujeto pasivo tiene su residencia habitual en territorio español, cuando en él residan 
habitualmente el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan 
de aquél. Por lo tanto, puede, eventualmente, acontecer que la labor probatoria del sujeto 
pasivo no finalice con la presentación de la certificación sino que, además, deba destruir la 
presunción del art. 12. Dos de la Ley 18/1991. 
 La exención prevista en el art. 17.a) es de aplicación no sólo a las personas físicas 
residentes en países de la Unión Europea con los que España no tenga suscrito Convenio de 
Doble Imposición sino también a las residentes en aquéllos con los que nuestro país sí tenga 
suscrito Convenio. En relación con este segundo grupo de Estados, la exención en orden a los 
intereses derivados de bienes muebles tiene una especial trascendencia. 
 Y ello, por cuanto, a diferencia de lo que sucede con los incrementos de patrimonio 
derivados de bienes muebles -respecto de los cuales, la práctica totalidad de los Convenios 
suscritos por España establecen que sólo se gravan en el Estado de residencia del vendedor-, 
un buen número de los Convenios firmados por nuestro país prevén la posibilidad de que los 
intereses puedan someterse a imposición en el Estado contratante del que proceden461.No 
obstante, el Impuesto así exigido no puede exceder de unos tipos máximos de gravamen462. 
 
   b.1.3) Excepción a la exención. Intereses e incrementos de patrimonio 
obtenidos en España por residentes en la Unión Europea a través de paraísos fiscales 
 

Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo segundo del art. 17.b), no estarán exentos de 
tributar por el IRPF español ni los intereses ni los incrementos de patrimonio derivados de 
bienes muebles obtenidos, sin mediación de establecimiento permanente, por personas físicas 
con residencia habitual en Estados miembros de la Unión Europea distintos de España, 
siempre que tal obtención se haya producido a través de los países o territorios 
reglamentariamente determinados por su carácter de paraísos fiscales. Estos territorios 
aparecen especificados en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio463. 
                                                           
460 .- BOE de 1 de febrero de 1992. 
461 .- Constituyen una excepción a esta regla, entre otros, los Convenios suscritos por nuestro país con Bulgaria, 
Hungría, Polonia, la extinta Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y Canadá. En estos Convenios se prevé 
que "los intereses devengados en un Estado contratante y pagados a un residente del otro Estado contratante 
serán imponibles solamente en dicho Estado ". 
462 .- Estos tipos son el 5 por 100 (por ejem: Convenio Hispano-Austríaco de 1966); el 10 por 100 (por ejem: 
Convenio Hispano-Estadounidense de 1990); el 12 por 100 (por ejem: Convenio Hispano-Italiano de 1977) y el 
15 por 100 (Convenio Hispano-Sueco de 1977). 
463 .- En virtud de este Real Decreto (publicado en el BOE de 13 de julio de 1991), tendrán la consideración de 
"paraísos fiscales" los siguientes 48 Estados o territorios: Principado de Andorra, Antillas Neerlandesas, Aruba, 
Emirato del Estado de Bahreim, Sultanato de Brunei, República de Chipre, Emiratos Arabes Unidos, Gibraltar, 
Hong-Kong, Anguilla, Antigua y Barbuda, Las Bahamas, Barbados, Bermuda, Islas Canarias, Islas Cook, 
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 Dos son, en principio, los posibles sistemas que las legislaciones pueden utilizar a la 
hora de determinar qué territorios van a tener la consideración de paraísos fiscales: El 
"sistema de la definición", según el cual, las legislaciones tributarias fijan una serie de 
criterios objetivos, de manera que todos los territorios que los cumplan tendrán la 
consideración de paraísos fiscales464. Este método presenta el inconveniente de una cierta 
indeterminación, por cuanto puede suceder que los términos de la definición propuesta, 
además de generar problemas interpretativos, no contemplen todos los posibles supuestos de 
elusión fiscal a través de los territorios comúnmente considerados como paraísos fiscales. 
 El "sistema de la designación o lista" que, a su vez, presenta dos modalidades: 
 - La del "listado negativo", en cuya virtud, se indican los países o territorios que no se 
consideran como paraísos fiscales. 
 - La del "listado positivo", con arreglo al cual, por el contrario, se indican los países o 
territorios que tienen la consideración de paraísos fiscales. 
 Nuestra normativa fiscal ha adoptado el "sistema del listado positivo" que ofrece la 
ventaja de la certidumbre pero que, al propio tiempo, presenta el inconveniente de su 
textualidad465. Por esta razón, y a nuestro juicio, la solución más adecuada pasaría por lo 
combinación de ambos sistemas, de manera que una norma con rango de Ley estableciera un 
concepto de paraíso fiscal o unos criterios de carácter objetivo tendentes a su definición y una 
norma de naturaleza reglamentaria fijara los territorios que concretamente tuviesen este 
carácter. 

                                                                                                                                                                                     
República de Dominica, Granada, Fiji, Islas de Guernesey y de Jersey (Islas del Canal), Jamaica, República de 
Malta, Islas Malvinas, Isla de Man, Islas Marianas, Mauricio, Montserrat, República de Naurú, Islas Salomón, 
San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, República de Trinidad y Tobago, Islas Turks y Caicos, República de 
Vanuatu, Islas Vírgenes Británicas, Islas Vírgenes de los Estados Unidos de América, Reino Hachemita de 
Jordania, República Libanesa, República de Liberia, Principado de Liechtenstein, Gran Ducado de Luxemburgo 
(por lo que respecta a las rentas percibidas por las sociedades a que se refiere el párrafo 1 del Protocolo anexo al 
Convenio para evitar la doble imposición, de 3 de junio de 1986), Macao, Principado de Mónaco, Sultanato de 
Omán, República de Panamá, República de San Marino, República de Seychelles, República de Singapur. 
 En relación con las Islas del Canal de la Mancha, GONZALEZ POVEDA señala que la Isla de 
Alderney, con el mismo régimen fiscal que las de Guernesey y Jersey, no figura en la lista de paraísos fiscales 
del Real Decreto 1080/1991. Por lo tanto, en principio, no le sería de aplicación la excepción a la exención 
prevista en el párrafo segundo del art. 17.b). 
464 .- En realidad, como indica GUTIERREZ DE PABLO, no existe un concepto unitario de la noción de 
"paraíso fiscal". Sin embargo, es posible señalar diversos rasgos comunes a los diferentes territorios que, en las 
distintas legislaciones nacionales, tienen aquella consideración. Estos rasgos son los siguientes: 
 a) Ausencia o bajo nivel de imposición, que se traduce en la existencia de las siguientes variedades de 
paraísos fiscales: 
 - Aquéllos en los que no existe ningún tipo de imposición, ni para residentes ni para no residentes. 
 - Aquéllos en los que la inexistencia o nivel bajo de tributación están reservados para los no residentes. 

- Aquéllos en los que la baja imposición se aplica, únicamente, a ciertos tipos de operaciones o 
sociedades. 
 b) Existencia de una legislación financiera y comercial atrayente caracterizada, básicamente, por: la 
protección de la confidencialidad de las operaciones desarrolladas en su territorio, el amparo de domiciliaciones 
ficticias de sociedades o personas físicas así como la ausencia de un sistema de control de cambios. 
 c) Características extrajurídicas tales como la existencia de una estabilidad política y económica que 
garantice que las ventajas fiscales existentes en un determinado momento tendrán una continuidad en el tiempo; 
buenas comunicaciones y una red bancaria desarrollada. GUTIERREZ DE PABLO, G: "Diversos aspectos de 
fiscalidad internacional. La imposición y la libre circulación de capitales. Los paraísos fiscales", Revista Técnica 
Tributaria, núm. 21, abril-junio 1993, págs. 43 a 46. 
465 .- Manifestaciones de esta deficiencia del sistema de lista, como antes hemos apuntado, las encontramos en 
nuestra propia legislación en el caso, reiteradamente puesto de manifiesto por parte de la doctrina, de la Isla de 
Alderney, una de las Islas del Canal. Esta Isla, aun gozando del mismo régimen fiscal que las de Guernesey y 
Jersey -calificadas por el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, como paraísos fiscales- no aparece, sin 
embargo, mencionada como tal en la lista incluida en aquel Real Decreto. 
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   b.2) Rendimientos e incrementos de patrimonio derivados de la deuda 
pública 
 

Esta exención no aparecía recogida en el Proyecto de Ley del IRPF de 1990, habiéndo 
sido introducida por el art. 2.3.2 del Real Decreto-Ley 5/1990, de 20 de diciembre, de 
Medidas Urgentes. Fundándose en las disposiciones de este precepto y del art. 17.Dos de la 
Ley 18/1991, el vigente art. 17.b) declara exentos a los intereses e incrementos de patrimonio 
derivados de la deuda pública obtenidos por personas físicas no residentes que no operen a 
través de establecimiento permanente. 
 
   b.2.1) Ambito objetivo 
 

El ámbito objetivo de esta exención hace referencia a los intereses -entendidos en 
sentido amplio, como sinónimo de rendimientos derivados de la cesión a terceros de capitales 
propios- e incrementos de patrimonio generados por la suscripción de deuda pública sin 
intermediación de establecimiento permanente. La principal cuestión que se plantea es la de 
determinar el alcance de la noción de deuda pública. 
 Así, si se atiende a la redacción de la Disposición Adicional 15ª de la Ley 18/1991 y 
al Real Decreto 1285/1991, de 2 de agosto, parece que la Ley sólo se está refiriendo a la 
deuda pública emitida por el Estado, en sus dos modalidades: deuda del tesoro y deuda del 
Estado. En cambio, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 28 y 101.1 del Texto 
Refundido de la LGP, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de 
septiembre466, la expresión "deuda pública" contempla tanto la emitida o contraída por el 
Estado -en las dos modalidades ya citadas- como por sus Organismos autónomos467. 
 Por su parte, la Dirección General de Tributos, en Contestación a la Consulta de 17 de 
abril de 1991468 a propósito del alcance de algunos de los términos del art. 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, consideró que 
la expresión "intereses e incrementos de patrimonio derivados de la Deuda Pública" incluía 
los rendimientos de cualquier clase que procediesen "de los instrumentos de Deuda Pública 
del Estado y sus Organismos Autónomos así como de la Deuda de las Comunidades 
Autónomas, Diputaciones Forales y Corporaciones Locales "469. 
 
   b.2.2) Ambito subjetivo 
 

                                                           
466 .- Art. 28 de la LGP: "Constituyen la Deuda Pública los capitales tomados a préstamo por el Estado o sus 
Organismos autónomos. La creación, administración, conversión y extinción así como la prescripción de los 
capitales y sus intereses, se regirán por lo dispuesto por la presente Ley ". 
 Art. 101.1 de la LGP: "La Deuda Pública podrá ser emitida o contraída por el Estado o por sus 
Organismos autónomos, recibiendo, en el primer caso, la denomación "Deuda del Estado" y, en el segundo, la 
de "Deuda de los Organismo autónomos". 
467 .- A favor de esta interpretación se manifiesta GONZALEZ POVEDA, V.: "La tributación de los no 
residentes en la Ley 18/1991", op. cit ., pág. 426. 
468 .- Recogida por CARMONA FERNANDEZ, N.; CISNEROS GUILLEN, L.; PEREZ RODILLA, G. y 
SERRET DE MURGA, I.: "Fiscalidad de no residentes. Según la doctrina administrativa", op. cit ., pág. 222. 
469 .- En favor de esta interpretación se manifiesta BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", op. cit ., pág. 289. Por su parte, CARBAJO VASCO 
entiende que si bien la expresión deuda pública incluye a la del Estado, sus Organismos autónomos y las 
Comunidades Autónomas, la Deuda de las Corporaciones locales no es asimilable a la del Estado. CARBAJO 
VASCO, D.: "Manual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el Patrimonio", op. cit ., págs. 
748 y 749. 
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Desde el punto de vista subjetivo, la exención del art. 17.b) se diferencia de la 
contenida en la letra a) por el hecho de que no presenta ningún tipo de limitación subjetiva. 
Es decir, no se ciñe a los residentes en los países miembros de la Unión Europea distintos del 
nuestro sino que se extiende a los residentes en todos los países del mundo, con excepción de 
España. 
 Por lo que respecta a la incidencia que esta exención tiene respecto de los países con 
los que España tiene suscrito Convenio de doble imposición, deben darse por reproducidas 
las consideraciones que, sobre este mismo tema, se han efectuado por parte del art. 17.a). 
 
   b.2.3) Excepción de la exención. Intereses e incrementos de patrimonio 
derivados de la deuda pública obtenidos a través de paraísos fiscales 
 

Al igual que sucede en el caso de los intereses e incrementos de patrimonio derivados 
de bienes muebles obtenidos, sin mediación de establecimiento permanente, por residentes en 
Estados miembros de la Unión Europea distintos de España, tampoco van a quedar exentos de 
tributar por nuestro IRPF los intereses e incrementos de patrimonio derivados de la deuda 
pública obtenidos a través de paraísos fiscales. 
 
   b.3) Rendimientos del capital mobiliario e incrementos de patrimonio 
derivados de valores emitidos en España por personas físicas o jurídicas no residentes, 
cuando el titular de los mismos sea una persona o Entidad no residente sin establecimiento 
permanente 
 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 17.c) de la Ley 18/1991, estarán exentos 
de tributar por el IRPF español "los rendimientos del capital mobiliario e incrementos de 
patrimonio derivados de valores emitidos en España por personas físicas o jurídicas no 
residentes sin mediación de establecimiento permanente, cualquiera que sea el lugar de 
residencia de las instituciones financieras que actúen como agentes de pago o medien en la 
emisión o transmisión de los valores. 
 No obstante, cuando el titular de los valores sea un residente o un establecimiento 
permanente en España, los rendimientos e incrementos de patrimonio a que se refiere el 
párrafo anterior quedarán sujetos a este Impuesto y, en su caso, al sistema de retención a 
cuenta, que se practicará por la institución financiera residente que actúe como depositaria 
de los valores"470. 
 Así pues, si los suscriptores de los valores a que hace referencia el precepto transcrito 
son personas o Entidades no residentes que operan sin establecimiento permanente, los 
rendimientos o los incrementos de patrimonio que obtengan no quedarán sujetos a nuestro 
IRPF. Por el contrario, si los suscriptores de los valores son residentes en España o no 
                                                           
470 .- Este precepto tiene su origen en el art. 12.3 del Real Decreto-ley 7/1989, de 29 de diciembre, sobre 
medidas urgentes en materia presupuestaria, financiera y tributaria (BOE de 30 de diciembre de 1989). Este Real 
Decreto-ley, para hecer más atractivos los denominados "bonos matador" a los ojos de los inversores 
extranjeros, determinó, en su art. 12.3 y con vigencia para 1990, que no se considerarían obtenidos o producidos 
en territorio español, a los efectos del IRPF del titular no residente de los valores emitidos por personas físicas o 
jurídicas no residentes sin mediación de establecimiento permanente, los rendimientos de capital mobiliario o 
incrementos o disminuciones de patrimonio derivados de aquellos valores "cualquiera que sea el lugar de 
residencia de las Instituciones financieras que actúen como agentes de pagos o medien en la emisión o 
transmisión de los valores ". 
 Las disposiciones del art. 12.3 del Real Decreto-ley 7/1989 fueron reproducidas por el art. 2.3 del Real 
Decreto-ley 5/1990, de 20 de diciembre, de Medidas Fiscales Urgentes (BOE de 21 y 28 de diciembre de 1990), 
así como por la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos para 1991 (BOE de 28 de diciembre de 
1990), consagrándose, definitivamente, en el art. 17. Cuatro de la Ley 18/1991. 
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residentes en nuestro país que operan a través de establecimiento permanente471 aquellas 
rentas quedarán sujetas al IRPF español. 
 En este último caso, cuando se trate de rendimientos sometidos a retención, ésta 
deberá practicarse no por el emisor no residente -que es el pagador de los rendimientos- sino 
por "la entidad financiera residente que, de acuerdo con la normativa vigente de control de 
cambios, actúe como depositario de los valores " y que actúa como mera mediadora en el 
pago de los rendimientos e incrementos de patrimonio. Entre los valores a los que nos 
estamos refiriendo en el presente epígrafe merecen especial consideración los popularmente 
conocidos como "bonos matador"472, llamados así por tratarse de valores denominados en 
pesetas, emitidos en España por no residentes sin mediación de establecimiento 
permanente473. 
 
   b.4) Rendimientos e incrementos de patrimonio procedentes del 
arrendamiento, cesión o transmisión de contenedores o de buques y aeronaves a casco 
desnudo, utilizados en la navegación marítima o aérea internacional 
 

Con este supuesto, previsto en el art. 17.e) de la Ley 18/1991, se completa una 
evolución que se inició con la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1988474. El art. 85.c) de esta Ley, tras fijar un tipo de gravamen del 10 por 
100 para los rendimientos derivados del arrendamiento o cesión de contenedores en el tráfico 
nacional, disponía, en su párrafo 2º, que "no se considerarán rendimientos o incrementos de 
patrimonio obtenidos en España el arrendamiento o cesión de contendores utilizados en la 
navegación marítima internacional "475. 
 No obstante, en virtud del párrafo 2º del art. 2.c) del Real Decreto-ley 5/1990, de 20 

                                                           
471 .- En relación con los no residentes en España que operan por medio de establecimiento permanente, debe 
tenerse presente que, de acuerdo con el art. 16.Dos.1ª de la Ley 18/1991, tributarán por el IRPF español por la 
totalidad de la renta imputable a dicho establecimiento, háyase obtenido en territorio español o extranjero. 
472 .- Los "bonos matador" compiten en el mercado internacional con los popularmente denominados "Samurai 
Bonds", "Yankee Bonds", "Bulldog Bonds" o "Rembrandt Bonds". 
473 .- El inicio del mercado de los "bonos matador" en nuestro país tuvo lugar al amparo de la Orden Ministerial 
de 3 de febrero de 1987 (BOE de 9 de febrero de 1987) sobre valores emitidos por Organismos Internacionales, 
cuyo objeto era las emisiones de valores denominados en pesetas, realizadas en España por Organismos 
internacionales de carácter multilateral de los que nuestro país fuese miembro. Estas emisiones, a efectos 
fiscales, se consideraban realizadas por una entidad no residente sin establecimiento permanente en nuestro 
territorio (arts. 1 y 4 de la Orden de 3 de febrero de 1987). 
 Con posterioridad, el art. 25 de la Ley 24/1988 de 28 de julio, del Mercado de Valores (BOE de 29 de 
julio de 1988) sentó el principio general de libertad de emisión de valores. No obstante, al propio tiempo, facultó 
al Ministerio de Economía y Hacienda para establecer la necesaria autorización previa, entre otras, para las 
emisiones en pesetas realizadas en el mercado nacional por no residentes, es decir, para las emisiones de "bonos 
matador". 
 Por su parte, la Orden de 14 de noviembre de 1989 (BOE de 25 de noviembre de 1989) procedió a 
desarrollar el mencionado art. 25 de la Ley 24/1988, indicando expresamente la necesidad de que las emisiones 
de "bonos matador" fuesen autorizadas por la Dirección General del Tesoro y Política Financiera (DGTPF). 
Además, en su Disposición Adicional Primera, la citada Orden extendía la aplicación de las disposiciones de la 
Orden de 3 de febrero de 1987 -en principio ideadas, como se ha visto, para las emisiones de valores efectuadas 
en España por parte de los Organismos internacionales de carácter multilateral de las que nuestro país formase 
parte- a las emisiones de "bonos matador" realizadas por Organismos Internacionales de los que España no fuese 
miembro así como a las realizadas por Estados extranjeros o por las agencias o instituciones que emitiesen con 
garantía expresa de éstos. 
474 .- BOE de 24 de diciembre de 1987. 
475 .- En el mismo sentido, y con idénticos términos, se pronunció el párrafo 2º del art. 79.c) de la Ley 37/1988, 
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989. 
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de diciembre, de Medidas Fiscales Urgentes476, se produjo una ampliación del ámbito de la 
no sujeción a los buques a casco desnudo al determinarse que "no se considerarán 
rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en España los procedentes del 
arrendamiento o cesión de contenedores o de buques a casco desnudo, utilizados en la 
navegación marítima internacional ". Por su parte, la Ley 18/1991 amplió, de nuevo, el 
ámbito de la no sujeción al incluir, junto a los contenedores y los buques, las aeronaves a 
casco desnudo utilizadas en la navegación aérea internacional. 
 Con arreglo a lo previsto por la Disposición final quinta de la Ley 43/1995, del IS, 
estarán exentos de tributar por el IRPF español "los rendimientos o incrementos de 
patrimonio obtenidos en territorio español, sin mediación de establecimiento permanente en 
el mismo, procedentes del arrendamiento, cesión o transmisión de contenedores o de buques 
y aeronaves a casco desnudo, utilizados en la navegación marítima o aérea internacional ". 
Si se compara la nueva redacción de la exención con la originaria se observan dos diferencias 
fundamentales: 

. De una parte, se ha suprimido la confusa expresión "no se considerarán 
rendimientos o incrementos de patrimonio obtenidos en España ", poco acorde con la 
naturaleza de las exenciones y 

. de otra, junto al arrendamiento y la cesión, se ha introducido la figura de la 
transmisión. 
 La exención del art. 17.e) recae sobre dos clases muy específicas de rendimientos e 
incrementos de patrimonio: 

. Los procedentes del arrendamiento, cesión o transmisión de contenedores, y 

. los procedentes del arrendamiento, cesión o transmisión de buques y aeronaves a 
casco desnudo, exigiéndose, en ambos casos, que estos bienes se utilicen en la navegación 
marítima o aérea internacional. 
 Por lo que respecta a su fundamento, el supuesto del art. 17.e) es el único que no se 
sustenta en razones de pura política económica sino que lo que trata de evitar es que nuestra 
legislación fiscal tenga efectos extraterritoriales. Aunque las rentas derivadas del 
arrendamiento, cesión o transmisión sean satisfechas por residentes en España y los bienes se 
utilicen, eventualmente, en territorio español, los rendimientos o incrementos de patrimonio 
quedarán exentos de tributar por el IRPF con base en la razón de que el aprovechamiento de 
bienes se realiza en varios países, entre los que puede encontrarse España, resultando dificil 
determinar qué parte del hecho imponible se ha realizado en nuestro territorio. 
 El art. 17. e) se refiere, en primer lugar, al arrendamiento o cesión de contenedores477, 
en relación con el cual se ha suscitado una polémica entre: 

. De un lado, la posición de los Estados de residencia de las empresas dedicadas al 
arrendamiento o cesión de estos bienes. Estos Estados conceptúan a los rendimientos 
derivados de tales alquileres como rendimientos empresariales que sólo deben ser gravados 
por el Estado de residencia, y, 

. de otro, la de los Estados que alquilan los contenedores, que generalmente son los 
países menos industrializados. Estos Estados consideran a los rendimientos derivados del 
alquiler de tales contenedores como incluidos dentro de la categoría de los cánones. 
 Las dos posiciones que acaban de enunciarse se han plasmado en los diferentes 
Modelos de Convenio de Doble Imposición. El párrafo 2º del art. 12 del "Proyecto de 
Convenio" de 1963 y del "Modelo de Convenio" de 1977 establecía que el término cánones 

                                                           
476 .- BOE de 21 y 28 de diciembre de 1990. 
477 .- Originariamente, los contenedores pertenecían a las propias empresas de transporte. Pero a medida que se 
incrementó su utilización surgieron empresas especializadas que los alquilaban a los transportistas y demás 
usuarios para uno o varios recorridos o por un tiempo determinado, generalmente un año o un plazo superior. 
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englobaba, entre otras, las cantidades pagadas por el "uso o la concesión de uso de un equipo 
industrial, comercial o científico ", considerándose, por parte de los Comentarios al art. 12.2 
del "Modelo de Convenio" de 1977478, que los rendimientos obtenidos como consecuencia del 
arrendamiento de contenedores se integraban dentro del grupo del "uso o concesión de uso de 
un equipo industrial ", en definitiva, dentro de los rendimientos del capital. 
 Sin embargo, en el "Modelo de Convenio" de 1992 la consideración de los 
rendimientos derivados del arrendamiento o cesión de contenedores ha variado. El párrafo 2º 
del art. 12 del "Modelo" ya no incluye entre las cantidades que tienen la consideración de 
cánones las de cualquier clase pagadas por el uso o la concesión de uso "de un equipo 
industrial, comercial o científico ". 
 Por su parte, los "Comentarios " al art. 12.2 del nuevo "Modelo de Convenio" señalan 
que, teniendo en cuenta la naturaleza de las rentas derivadas del alquiler de equipo industrial, 
comercial o científico, incluyendo los rendimientos procedentes del alquiler de contenedores, 
el Comité de Asuntos Fiscales ha decidido excluir estas rentas de alquiler de la definición de 
cánones. Por lo tanto, estas rentas no quedan sometidas al art. 12, conceptuándose como 
rendimientos empresariales sometidos a los arts. 5 a 7 del Modelo de 1992479. 
 Además de los rendimientos derivados del arrendamiento o cesión de uso de 
contenedores, el art. 17.e) de la Ley 18/1991 declara exentos los rendimientos procedentes 
del arrendamiento o cesión de uso buques y aeronaves a casco desnudo. El arrendamiento a 
casco desnudo de un buque se produce cuando su propietario cede el uso temporal y mediante 
precio del mismo sin armar, dotar ni aparejar. 
 Así pues, las disposiciones del art. 17.e) no serán aplicables a los rendimientos e 
incrementos de patrimonio procedentes de contratos tales como el arrendamiento de buques 
armados, dotados y aparejados, el "time charter by demise " y el "time charter without demise 
". Este último debe considerarse como un contrato de fletamento, modalidad ésta que también 
quedará excluida del ámbito de aplicación del art. 17. e)480. 
 Para que no se produzca el sometimiento al IRPF español de los rendimientos o 
incrementos de patrimonio derivados del arrendamiento o cesión de contenedores y de 
buques o aeronaves a casco desnudo, éstos deberán utilizarse en la navegación marítima o 
aérea internacional. Nuestra legislación interna no define qué debe entenderse por 
"navegación internacional "481 pero sí lo hace el "Modelo de Convenio" de la OCDE, cuyo 
                                                           
478 .- "Comentarios al art. 12 del Modelo de Convenio de la OCDE", en OCDE: "Modelo de Convenio de doble 
imposición sobre la Renta y el Patrimonio 1977", op. cit ., págs. 152 y 153. 
479 .- "Commentaires sur l'article 12", en OCDE: "Modèle de Convention fiscale concernant le revenu et la 
fortune", version abrégée, septembre 1992, op. cit ., págs. 142 y 143. 
480 .- En general, pueden señalarse tres modalidades de explotación de los buques en las que el propietario cede a 
otra persona el uso temporal de los mismos durante un período de tiempo determinado a cambio de un precio. 
Estas modalidades de explotación dan lugar a tres formas de contratación: 
 1.- Contrato de arrendamiento de buques, con sus dos clases: 
 a) El arrendamiento a casco desnudo o "bare boat charter ". 
 b) El arrendamiento temporal y mediante precio del buque bien armado, dotado y aparejado y, por lo 
tanto, en condiciones de navegar. 
 2.- Contrato de "time charter by demise " (con entrega). En éste, tiene lugar la entrega del buque al 
arrendatario o cesionario, el cual goza del uso y disfrute del mismo así como de su gestión comercial y náutica. 
 3.- Contrato de "time charter without demise " (sin entrega). En éste el propietario cede el uso del 
buque por tiempo determinado pero conservando la posesión del mismo a la par que continúa siendo 
responsable de su dirección técnica y náutica. 
 Pues bien, de entre todas estas modalidades de cesión de uso temporal del buque, el art. 17. e) de la Ley 
18/1991 únicamente exonera de tributación a los rendimientos e incrementos o disminuciones de patrimonio 
procedentes del arrendamiento o cesión de buques -y aeronaves- "a casco desnudo", siempre, por supuesto, que 
se utilicen en la navegación marítima -o aérea- internacional. 
481 .- Esta circunstancia, indica GONZALEZ POVEDA, ya suscitado polémica en los casos de arrendamiento de 
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art. 3.1.d) señala que la expresión tráfico internacional "significa todo transporte efectuado 
por un buque o aeronave explotado por una empresa cuya sede de dirección efectiva esté 
situada en un Estado Contratante, salvo cuando el buque o aeronave no sea objeto de 
explotación más que entre dos puntos situados en el otro Estado Contratante ". La redacción 
de este precepto, tal y como apunta DE LA VILLA482, debe interpretarse en el sentido que el 
tráfico podrá calificarse como internacional si se realiza entre puntos situados en dos o más 
Estados diferentes. 
 

C) BASE IMPONIBLE 
 

1.- Planteamiento general 
 
 En general, a la base imponible se le atribuye una doble función: 

. De medición del hecho imponible (función retrospectiva) y 

. de cuantificación de la deuda tributaria, mediante la aplicación del tipo de gravamen 
(función proyectiva). 
 Atendiendo a la primera de estas funciones, se advierte cómo, en la obligación real sin 
establecimiento permanente, la peculiar configuración de los aspectos espacial y, sobre todo, 
temporal del elemento objetivo del hecho imponible determina que la correspondiente base 
imponible sea el resultado de la cuantificación aislada de los distintos rendimientos e 
incrementos de patrimonio obtenidos en nuestro territorio por el sujeto pasivo no residente, 
sin referencia a período impositivo alguno. 
 Sentado lo anterior, procede tan sólo efectuar una última consideración general. A 
diferencia de lo que sucede tanto en la obligación personal de contribuir como en la real con 
establecimiento permanente, no todas las rentas obtenidas por personas físicas no residentes 
en España son cuantificadas con arreglo a los mismos criterios, distinguiéndose, como ya 
hiciera en su momento la Ley 5/1983, entre rendimientos e incrementos de patrimonio483. 
 

2.- Rendimientos 
 

  a) Norma general 
 
 A propósito de la determinación de la base imponible relativa a los rendimientos 
                                                                                                                                                                                     
buques a casco desnudo empleados en el transporte entre la Península y las Islas Canarias. A propósito de éstos, 
se ha aducido que, al realizarse parte de la navegación en aguas internacionales, debe conceptuarse que son 
utilizados en la navegación marítima internacional. GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de no residentes", 
2ª edición actualizada, op. cit ., pág. 330. 
482 .- DE LA VILLA, J.M.: "Convenios de doble imposición" en "Comentarios a las Leyes tributarias y 
financieras", tomo XIV, Edersa, 1993, pág. 147. 
483 .- Así, los apartados Uno, Dos y Cuatro del art. 18 de la Ley 18/1991 establecen, para los rendimientos 
obtenidos por personas físicas no residentes, unas reglas de determinación de la base imponible de 
características singulares respecto de las previstas por la propia Ley para la obligación personal de contribuir y 
la real en su modalidad con establecimiento permanente. 
 En cambio, el art. 18.Tres de la Ley 18/1991 preceptúa que "respecto de las personas físicas sujetas por 
obligación real sin establecimiento permanente la determinación de los incrementos de patrimonio se realizará 
aplicando, a cada alteración patrimonial que se produzca, las normas que correspondan de los artículos 44 a 49 
de esta Ley, con excepción de lo previsto en el párrafo segundo del apartado uno y en el apartado cuatro del 
artículo 44 ". Esto supone la aplicación, en sede de incrementos de patrimonio obtenidos por personas físicas no 
residentes sin establecimiento permanente, de las reglas que la Ley prevé para la obligación personal de 
contribuir, con las excepciones a las que ya hemos tenido ocasión de referirnos al examinar los aspectos material 
y espacial del elemento objetivo del hecho imponible. 
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obtenidos por personas físicas no residentes sin establecimiento permanente, el art. 18.Uno de 
la Ley 18/1991 dispone que: 

"Con carácter general, la base imponible del Impuesto correspondiente a los 
rendimientos que las personas físicas sujetas por obligación real obtengan sin 
mediación de establecimiento permanente estará constituida por la cuantía íntegra 
devengada ". 

 Así pues, con carácter general, y de conformidad con lo dispuesto por la Ley 18/1991 
-que, nuevamente, en este punto sigue la pauta de la Ley 5/1983-, la base imponible de los 
rendimientos obtenidos por las personas físicas no residentes en España que operan en 
nuestro país sin mediación de establecimiento permanente coincidirá con el importe íntegro 
de cada uno de ellos, considerados por separado. Esta objetivación del gravamen tiene como 
fundamento la práctica imposibilidad que la Administración pueda comprobar y el sujeto 
pasivo que no posea un establecimiento permanente en nuestro país precisar, el importe de los 
gastos aplicables a los rendimientos obtenidos en España. 
 
  b) Excepción 
 
 Tras la promulgación de la Ley 43/1995, con la consiguiente nueva redacción del art. 
19.Uno de la Ley 18/1991, la regla general de la cuantía íntegra, sin aptitud para deducir 
gasto alguno, enunciada por el art. 18.Uno, presenta una única excepción484 prevista en el art. 
18.Dos de la vigente Ley reguladora del IRPF. De conformidad en este precepto: 

"En los casos de prestaciones de servicios, asistencia técnica, gastos de instalación o 
montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, de explotaciones 
económicas realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente, la 
base imponible será igual a la diferencia entre los ingresos íntegros y los gastos de 
personal y de aprovisionamiento de materiales incorporados a las obras o trabajos, 
con las condiciones que puedan establecerse reglamentariamente ". 

 El examen de este precepto suscita dos cuestiones: a) la fijación de a qué actividades 
son aplicables sus disposiciones y b) la caracterización de los gastos deducibles contemplados 
en el mismo. 
 En cuanto a la determinación de las actividades en las que es admisible la deducción 
de los gastos previstos en el art. 18.Dos, se observa que este precepto, tras enunciar algunas 
de ellas, termina aludiendo, en general, a "explotaciones económicas realizadas en España 
sin mediación de establecimiento permanente". 
 Esta noción debe ponerse en relación con las disposiciones del art. 71.Dos del 
Reglamento del IRPF de 1991 que hace referencia a "actividades empresariales o 
profesionales realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente ". Por lo 
tanto, parece que los gastos de personal o aprovisionamiento de materiales serán deducibles 
en todo tipo de actividades empresariales o profesionales desempeñadas por personas físicas 
no residentes. 

                                                           
484 .- En su redacción originaria, anterior a la promulgación de la Ley 43/1995, la Ley 18/1991 contemplaba dos 
excepciones a la norma general según la cual la base imponible de los rendimientos obtenidos por las personas 
físicas no residentes en España que operan en nuestro país sin establecimiento permanente coincide con el 
importe íntegro de cada uno de ellos, considerados por separado. Estas excepciones eran las siguientes:. La 
deducibilidad de los gastos de personal y de aprovisionamiento de materiales en el caso de prestaciones de 
servicios, asistencia técnica, gastos de instalación o montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, 
de explotaciones económicas realizadas en España sin establecimiento permanente. (art. 18.Dos). Esta 
excepción se ha mantenido tras la promulgación de la Ley 43/1995.. La deducibilidad de comisiones e 
indemnizaciones en los contratos de reaseguro (art. 19.Uno.f). Esta excepción ha sido suprimida con la nueva 
redacción del art. 19 de la Ley 18/1991 efectuada por la Disposición final quinta de la Ley 43/1995, del IS. 
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 En punto a los gastos deducibles propiamente dichos, se observa que el art. 18.Dos in 
fine estipula que los gastos de personal y aprovisionamiento de materiales serán deducibles 
"en las condiciones que reglamentariamente se determinen ". En este sentido, de la 
conjunción de los arts. 18.Dos de la Ley 18/1991 y 71.Dos del Reglamento del IRPF de 
1991485 se desprenden las siguientes consecuencias: 
 1.- Sólo son deducibles los gastos acogidos en estos dos preceptos y no todos los que 
pudiesen ser necesarios para el desempeño de las actividades a las que hacen referencia 
aquellos artículos. Esta circunstancia supone que, tampoco en este caso, se está en presencia 
de rendimientos netos. 
 2.- Por lo que respecta a los gastos de personal, el art. 71.Dos.a) del Reglamento del 
IRPF establece diversos requisitos en orden a su deducibilidad: 
 . Puede tratarse de personal contratado en territorio español o fuera del mismo 
siempre que, en este segundo caso, se desplace a nuestro país. Por otra parte, en los dos 
supuestos mencionados debe tratarse de personal "empleado directamente en las actividades 
productoras de los ingresos". 
 . Para que tenga lugar la deducción de tales gastos es preciso que se justifique o 
garantice debidamente el ingreso del Ipuesto o de los pagos a cuenta correspondientes a los 
rendimientos del trabajo satisfechos. En relación con esta última previsión, se advierte que el 
inciso segundo del art. 98.1 in fine de la Ley 18/1991 determina que "(...) estarán obligados a 
retener (...) las personas físicas, jurídicas y demás entidades no residentes en territorio 
español, que operen en él mediante establecimiento permanente ", no mencionando, por lo 
tanto, a las que lo hacen sin establecimiento permanente. 
 A pesar de ello, lo cierto es que si la persona física no residente que opera en nuestro 
país sin establecimiento permanente desea deducir los gastos de personal que le produce el 
desarrollo de su actividad, deberá efectuar la correspondiente retención. 
 3.- En cuanto a los gastos de aprovisionamiento de materiales, el Reglamento del 
IRPF distingue, en las letras b) y c) de su art. 71.Dos, entre: 
 Ls materiales importados para su incorporación definitiva a las obras o trabajos 
realizados en territorio español, cuyo importe deducible será su valor de liquidación en la 
Renta de Aduanas o IVA, en su caso, y los aprovisionamientos de materiales realizados en 
territorio español para su incorporación definitiva a las obras o trabajos realizados en nuestro 
territorio, los cuales deberán cumplir los requisitos formales de la expedición de facturas486. 
 

3.- Incrementos de patrimonio 
                                                           
485 .- Art. 71.Dos del Reglamento del IRPF de 1991: "En los casos de prestaciones de servicios, asistencia 
técnica, gastos de instalación o montaje derivados de contratos de ingeniería y, en general, de actividades 
empresariales o profesionales realizadas en España sin mediación de establecimiento permanente podrán 
deducirse de la cuantía íntegra devengada las siguientes partidas: 
 a) Sueldos, salarios y cargas sociales del personal desplazado a España o contratado en territorio 
español, empleado directamente en las actividades productoras de los ingresos, siempre que se justifique o 
garantice debidamente el ingreso del impuesto o de los pagos a cuenta correspondientes a los rendimientos del 
trabajo satisfechos. 
 b) Materiales importados para su incorporación definitiva a las obras o trabajos realizadas en 
territorio español, por el importe declarado a efectos de la liquidación de derechos arancelarios o del Impuesto 
sobre el Valor Añadido. 
 c) Aprovisionamientos realizados en territorio español de materiales para su incorporación definitiva a 
las obras o trabajos realizados en el mismo, siempre que las facturas hayan sido expedidas con los requisitos 
formales exigidos por las normas reguladoras del deber de expedir y entregar facturas que incumbe a los 
empresarios y profesionales ". 
486 .- Estas exigencias formales aparecen contenidas en el Real Decreto 2402/1285, de 18 de diciembre (BOE de 
30 de diciembre de 1985). 
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 Como ya se ha adelantado, no todas las rentas obtenidas por personas físicas no 
residentes que operan en España sin mediación de establecimiento permanente son 
cuantificadas con arreglo a los mismos criterios. Así, mientras que, en el caso de los 
rendimientos, la base imponible es el resultado de computar la cuantía íntegra devengada con 
la excepción a la que acaba de aludirse487, en el de los incrementos de patrimonio, el art. 
18.Tres de la Ley 18/1991, siguiendo la pauta del art. 17.4 de la Ley 5/1983, dispone que: 

"Respecto de las personas físicas sujetas por obligación real sin establecimiento 
permanente la determinación de los incrementos de patrimonio se realizará aplicando 
a cada alteración patrimonial que se produzca, las normas que correspondan de los 
artículos 44 a 49 de esta Ley, con excepción de lo previsto en el párrafo 2 del apartado 
1 y en el apartado 4 del artículo 44 ". 

 Se invocan, pues, por parte del art. 18.Tres, las normas de definición y las de 
determinación del importe de los incrementos de patrimonio obtenidos por los sujetos pasivos 
residentes en nuestro país, con excepción de la exención por reinversión en vivienda habitual 
contemplada en el art. 50 de la Ley 18/1991. Esta exención no será aplicable a los sujetos 
pasivos no residentes que operen en nuestro país sin mediación de establecimiento 
permanente. 
 No obstante, las similitudes con la obligación personal de contribuir terminan aquí. En 
este sentido, debe tenerse en cuenta que, si bien en ésta los incrementos y disminuciones de 
patrimonio se computan atendiendo al período impositivo de referencia, en la obligación real 
sin establecimiento permanente los incrementos de patrimonio, al igual que los rendimientos, 
se gravan por cada devengo, total o parcial (art. 16.Dos.2 de la Ley 18/1991). 
 

4.- Compensación de pérdidas 
 
 La circunstancia de la tributación separada de las rentas -rendimientos e incrementos 
de patrimonio- obtenidas por sujetos pasivos no residentes por cada devengo total o parcial de 
las mismas, combinada con lo preceptuado por el art. 18.Cinco488, imposibilita cualquier 
compensación de los incrementos con eventuales disminuciones patrimoniales. Queda pues 
así definitivamente zanjada una cuestión que fue objeto de discusión en el marco de la Ley 
5/1983. 
 

D) DEUDA TRIBUTARIA 
 
 Al igual que sucedía en la obligación real con establecimiento permanente, en el caso 
de las personas físicas no residentes que operan en España sin mediación del mismo, la 
Administración tributaria española tiene un conocimiento parcial de su capacidad 
contributiva global. Y ello por cuanto los no residentes únicamente tributan, con arreglo al 
IRPF español, por las rentas obtenidas en nuestro país y no por la totalidad de su renta 
mundial. 
 Esta circunstancia da lugar, como ya se ha tenido ocasión de advertir en la obligación 
real con establecimiento permanente, a una doble consecuencia: por una parte, a que los tipos 
de gravamen aplicables no sean progresivos sino proporcionales489; y, por otra, a que a la 
                                                           
487 .- Deducción por gastos de personal y de aprovisionamiento de materiales. 
488 .- "Los sujetos pasivos por obligación real que obtengan rentas sin mediación de establecimiento permanente 
no tendrán derecho a compensación de ningún tipo en relación con las mismas ". 
489 .- En este sentido, parece oportuno traer a colación el argumento, ya expuesto en la Parte Primera, con arreglo 
al cual si la aplicación de tipos progresivos, con la consiguiente finalidad redistributiva, es justificable en sede 
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cuota íntegra, resultante de la aplicación de los mencionados tipos de gravamen a la base 
imponible, sólo le sean practicables algunas de las deducciones previstas por la Ley 18/1991 
para los sujetos pasivos por obligación personal de contribuir. 
 No obstante, de la misma manera que, a la hora de determinar la deuda tributaria, 
pueden señalarse disimilitudes entre las obligaciones personal y real de contribuir, también en 
el seno de esta última es posible observar diferencias entre la tributación de las rentas 
obtenidas por personas físicas no residentes que operan en nuestro país por medio de 
establecimiento permanente y la de las obtenidas sin mediación del mismo. Estas diferencias 
pueden resumirse en dos puntos: 
 - En la obligación real sin establecimiento permanente, a la base imponible obtenida 
según lo expuesto en el anterior epígrafe se le aplican varios tipos de gravamen -todos ellos 
de carácter proporcional- en función de las distintas clases de rentas. En cambio, en la 
obligación real con establecimiento permanente, se aplica, como hemos visto, el tipo fijo y 
proporcional del 35 por 100 sobre las rentas obtenidas por mediación de aquél y el del 25 por 
100 sobre las rentas transferidas al exterior. 
 - Por otra parte, en la obligación real sin establecimiento permanente, el catálogo de 
deducciones aplicables a la cuota íntegra al objeto de obtener la cuota líquida se reduce 
sensiblemente. Y no sólo en relación con las previstas en sede de obligación personal de 
contribuir sino también respecto de las contempladas para la obligación real con 
establecimiento permanente, como consecuencia de su mayor objetivación. 
 

1.- Cuota íntegra 
 
 La cuota íntegra de las rentas obtenidas por personas físicas no residentes sin 
mediación de establecimiento permanente es el resultado de aplicar a las cuantías íntegras 
devengadas por las distintas clases de rendimientos -con las excepciones referentes a las 
deducciones ya mencionadas- así como a los incrementos de patrimonio, los tipos de 
gravamen de carácter proporcional del art. 19 de la Ley 18/1991. También en este punto se 
distingue entre rendimientos e incrementos de patrimonio. 
 
  a) Rendimientos 
 
   a.1) Tipo general de gravamen 
 

El tipo general de gravamen para los rendimientos obtenidos por personas físicas no 
residentes que operan en nuestro país sin establecimiento permanente es, según dispone el art. 
19.Uno.a) de la Ley 18/1991, del 25 por 100490. 

 
   a.2) Tipo reducido de gravamen sobre determinados rendimientos 
 

En el art. 19.Uno de la Ley 18/1991, en su redacción fruto de la Disposición final 
quinta de la Ley 18/1991, se contempla, junto al tipo general del 25 por 100, un tipo reducido 
del 8 por 100 para los siguientes rendimientos491: 
                                                                                                                                                                                     
de personas físicas residentes plenamente integradas en nuestro sistema económico y cuya capacidad 
contributiva global se conoce -al menos en principio-, no lo es tanto en el supuesto de las no residentes cuyos 
vínculos con nuestro país pueden ser muy escasos. 
490 .- El tipo general del 25 por 100 fue introducido por primera vez por el art. 21.Tres.a) del Real Decreto-Ley 
7/1989, de 29 de diciembre, sobre medidas urgentes en materia presupuestaria, financiera y tributaria (BOE de 
30 de diciembre). 
491 .- En su redacción originaria, anterior a la Ley 43/1995, el art. 19 contemplaba 3 tipos reducidos: 
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 1.- Pensiones y haberes pasivos percibidos por personas físicas no residentes en 
España, cualquiera que sea la persona que haya generado el derecho a su percepción, cuando 
no superen la cuantía anual de 1.600.000 ptas. Por lo que respecta a las pensiones y haberes 
pasivos que superen la cuantía anual de 1.600.000 ptas., deberán, a nuestro juicio, tributar al 
tipo general del 25 por 100. 
 2.- Rendimientos del trabajo de personas físicas no residentes en territorio español que 
presten sus servicios en las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares de España 
en el extranjero. 
 De conformidad con el art. 19.Uno.d) de la Ley 18/1991, estos rendimientos 
tributarán, al igual que sucede con las pensiones y haberes pasivos que no superen la cuantía 
anual de 1.500.000 ptas., al tipo de gravamen del 8 por 100. Dos son las condiciones 
necesarias para la tributación de estas personas físicas por el tipo reducido: 

. Que no se hallen sometidas a gravamen por obligación personal y 

. que no proceda la aplicación de normas específicas derivadas de los Tratados 
Internacionales en los que España sea parte. 

 
  b) Incrementos de patrimonio 
 
 Para los incrementos de patrimonio, el art. 19.Uno.b) prevé un tipo único del 35 por 
100. 
 

2.- Cuota líquida 
 
 Como ya se ha indicado, en comparación, no sólo con la obligación personal, sino 
también con la real con establecimiento permanente, el catálogo de las deducciones que 
pueden practicarse en la cuota íntegra de las rentas obtenidas por personas físicas no 
residentes sin establecimiento permanente, al objeto de hallar la cuota líquida, es muy 
reducido. Concretamente, de la redacción del art. 20.Uno de la Ley 18/1991 se desprende que 
sólo pueden practicarse dos tipos de deducciones: 
 

A) Las retenciones efectivamente practicadas y otros pagos a cuenta efectuados, sin 
perjuicio de lo establecido en la Ley 14/1985, de 29 de mayo, sobre Régimen Fiscal de 
Determinados Activos Financieros. 
 Las disposiciones del art. 20.Uno de la Ley 18/1991 suponen un cambio respecto de la 
anterior legislación. En efecto, el art. 29 in fine de la Ley 44/1978, del IRPF, en su redacción 
posterior a la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1987492, únicamente contemplaba la posibilidad que pudiera procederse a la deducción de las 
retenciones efectivamente practicas en el caso de las personas físicas no residentes que 
operan en España con establecimiento permanente. Por su parte, la alusión a "otros pagos a 
cuenta " debe entenderse referida a los efectuados en sede de rendimientos en especie (del 
trabajo, del capital mobiliario y de actividades profesionales), de rendimientos explícitos del 
capital mobiliario, de operaciones vinculadas y de premios. 
                                                                                                                                                                                     
 a) El 8 por 100 aplicable a:. Las pensiones y haberes pasivos percibidos por personas no residentes en 
España que no superen la cuantía anual de 1.500.00o ptas y. los rendimientos del trabajo de personas físicas no 
residentes en territorio español que presten sus servicios en las Misiones Diplomáticas y Representaciones 
Consulares de España en el extranjero. 
 b) El 4 por 100, de aplicación a los rendimientos derivados de las operaciones de reaseguro. 
 c) El 14 por 100, aplicable a los rendimientos presuntos derivados de los gastos de dirección y 
generales de administración imputados por la casa central al establecimiento permanente. 
492 .- BOE de 24 de diciembre de 1986. 
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 Por último, cabe señalar que la previsiones del art. 20.Uno de la Ley 18/1991 se 
completan con las del art. 43.Dos.f del Reglamento del IRPF de 1991. Con arreglo a este 
precepto, no existirá obligación de practicar retención o ingreso a cuenta sobre "los 
rendimientos que se satisfagan o abonen a sujetos pasivos por obligación real de contribuir 
que actúen sin mediación de establecimiento permanente, cuando se acredite el pago del 
impuesto ". 
 Interpretando a sensu contrario el art. 43.Dos.f del Reglamento del IRPF de 1991, se 
advierte la existencia de una obligación de retener o ingresar a cuenta de los rendimientos que 
se satisfagan a sujetos pasivos por obligación real sin establecimiento permanente, "cuando 
no se acredite el pago del impuesto". 
 Así pues, si el porcentaje de la retención resulta superior a los tipos efectivos de 
gravamen previstos por la Ley 18/1991 es de todo punto lógico permitir a las personas físicas 
no residentes que operan en nuestro país sin establecimiento permanente que deduzcan del 
Impuesto que deban satisfacer el importe de las retenciones practicadas. 
 
 B) Deducciones por donativos. 
 Con arreglo al art. 20.Uno de la Ley 18/1991, las personas físicas no residentes que 
operan en España sin establecimiento permanente podrán practicar la correspondiente 
deducción por donativos "en los términos del apartado siguiente ", referente a las que operan 
en nuestro país por medio de establecimiento permanente. 
 El art. 20.Dos remite, a su vez, a "los mismos términos y condiciones previstos para 
los sujetos pasivos por obligación personal de contribuir ". La consecuencia es que la 
deducción por donativos tanto en el caso de la obligación real con establecimiento 
permanente como sin mediación del mismo deberá acogerse a lo previsto por los arts. 78 y 79 
de la Ley 18/1991, determinantes, respectivamente, de la cuantía de la deducción y de las 
formalidades de la misma, en concreto de la necesidad de justificación documental adecuada. 
 Por otra parte, y de conformidad con lo previsto por el art. 80.Uno de la Ley 18/1991 
la base de la deducción por donativos no podrá exceder del 30 por 100 de la base liquidable 
del sujeto pasivo. En el caso de la obligación real sin establecimiento permanente, la base 
liquidable coincide con la imponible, dado que las cotizaciones sociales a las que hace 
referencia el art. 71.1 de la Ley 18/1991 habrán sido previamente deducidas en concepto de 
gasto de personal, al objeto de determinar la cuota íntegra. 
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VIII.- LA GESTION DEL IMPUESTO 
 

A) DOMICILIO FISCAL DE LAS PERSONAS FISICAS NO 
RESIDENTES 
 
 Como señala ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA493, las relaciones que la Hacienda 
Pública mantiene con los sujetos pasivos necesitan de una sede o de un domicilio para dar 
certidumbre geográfica a los derechos y obligaciones que en ellas se dan. En una primera 
aproximación, ALONSO FERNANDEZ494 define el domicilio fiscal como el lugar o ámbito 
en el que una persona física o entidad fija su núcleo o centro de relaciones e intereses, 
haciéndose con ello, por imperio de la Ley, acreedor de una especial y adecuada protección 
jurídica. 
 La noción de domicilio fiscal tiene, pues, un carácter eminentemente formal, 
determinándose, por parte del art. 45.1 de la LGT, que: 

"El domicilio, a los efectos tributarios será: 
 a) Para las personas naturales, el de su residencia habitual; y 
 b) Para las personas jurídicas, el de su domicilio social, siempre que en él esté 
efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En 
otro caso se atenderá al lugar en que radiquen dichas gestión o dirección ". 

 Pero este precepto hace referencia, exclusivamente, al domicilio fiscal de las personas 
físicas y entidades residentes en España, de manera que el problema se plantea cuando el 
sujeto pasivo no tiene su residencia habitual en territorio español. A la hora de fijar el 
domicilio fiscal de las personas físicas no residentes en nuestro territorio, deben distinguirse, 
de conformidad con lo previsto por el art. 22. Cuatro de la L. 18/1991, del IRPF, en su 
redacción fruto de la L.P.G.E. para 1997, los siguientes supuestos: 

a) Cuando operen en España a través de establecimiento permanente, tendrán su 
domicilio fiscal en el lugar en que radique la efectiva gestión administrativa y la dirección de 
sus negocios en España. En este caso se les aplicará, en cuanto resulten pertinentes, las 
normas referentes a las entidades residentes en territorio español. 
 b) Tratándose de rentas inmobiliarias, su domicilio fiscal será el de su representante y, 
en su defecto, el lugar de situación del inmueble correspondiente. 
 c) En los restantes casos, su domicilio fiscal será el del representante o, en su defecto, 
el del responsable solidario. 
 

B) DECLARACION Y LIQUIDACION DEL IMPUESTO 
 

1.- Planteamiento general 
 
 El art. 21 de la Ley 18/1991 determina que "las personas físicas no residentes en 
España que obtengan rentas sujetas por obligación real, estarán sometidas al cumplimiento 
de las obligaciones establecidas en el Título Décimo de esta Ley ". Se produce, por lo tanto, 
una remisión a los arts. 96 y ss. de la Ley del IRPF actualmente en vigor. 

                                                           
493 .- ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA, C.: "Derecho Financiero y Tributario", Escuela de Inspección 
Financiera y Tributaria, Ministerio de Hacienda, Madrid, 1979, pág. 509. 
494 .- ALONSO FERNANDEZ, F.: "El domicilio fiscal. Artículo 45", en "Comentarios a la Ley General 
Tributaria y líneas para su reforma (Libro homenaje al Prof. Dr. D. Fernando SAIZ DE BUJANDA", Vol. I, op. 
cit ., pág. 741. 
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 Con arreglo a estos preceptos, se generaliza para todos los sujetos pasivos sometidos 
al IRPF, tanto por obligación personal como por obligación real, el procedimiento de 
autoliquidación del Impuesto495, basado en las denominadas declaraciones-liquidaciones. En 
virtud de éstas, el sujeto pasivo viene obligado a determinar la base imponible y a calcular la 
cantidad a pagar en concepto de IRPF. 
 

2.- Declaraciones-liquidaciones 
 
 Las previsiones de la Ley 18/1991, en materia de procedimiento de liquidación de las 
rentas obtenidas por sujetos pasivos no residentes por obligación real, fueron desarrolladas 
por la Orden de 31 de enero de 1992 por la que se dictaron normas de declaración de los 
Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas, sobre Sociedades y sobre el Patrimonio 
devengados por obligación real496, ya citada y a la que la Disposición transitoria vigésima 
primera de la Ley 43/1995 declara subsistente. Siguiendo el sistema de imposición diseñado 
en general para los no residentes, la mencionada Orden distingue entre rentas obtenidas por 
medio de establecimiento permanente y rentas obtenidas sin mediación del mismo. 
 
  a) Rentas obtenidas por medio de establecimiento permanente 
 
 De conformidad con lo dispuesto por la Orden de 31 de enero de 1992, la declaración 
de las rentas obtenidas en España por sujetos pasivos por obligación real a través de 
establecimiento permanente se realizará en la misma forma, plazos y modelos previstos para 
los sujetos pasivos por obligación personal de contribuir (Ap.2.Uno.1 de la Orden). Por lo 
que respecta a la liquidación del Impuesto adicional sobre los beneficios del establecimiento 
permanente transferidos al extranjero, previsto en el párrafo segundo del art. 19.Dos de la Ley 
18/1991, en el art. 72 del Reglamento del IRPF de 1991, el Ap.2.Dos.1 de la Orden de 31 de 
enero de 1992 determina que su declaración se efectuará en el modelo (210) aprobado por la 
propia Orden para las rentas obtenidas por no residentes sin establecimiento permanente497. 
 El plazo para la presentación de esta declaración será de 1 mes, a contar desde la 
fecha de transferencia al extranjero de la rentas. La presentación de la declaración así como el 
ingreso del Impuesto deberá efectuarse "en cualquier Entidad colaboradora de la provincia 
en que esté situada la Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que 
corresponda al domicilio fiscal del establecimiento permanente ", siempre que la mencionada 
declaración lleve adheridas las etiquetas identificativas del establecimiento. Cuando no se 
disponga de dichas etiquetas, la presentación de la declaración e ingreso del Impuesto deberá 
realizarse a través de la Entidad de depósito que presta el servicio de Caja en la Delegación 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria correspondiente al domicilio fiscal del 
establecimiento (Ap. 2.Dos.2 y 3 de la Orden de 1992). 
 

                                                           
495 .- En efecto, la Ley 18/1991, tras señalar, en su art. 96.Uno, que "estarán obligados a presentar y suscribir 
declaración por este Impuesto con los límites y condiciones que reglamentariamente se establezcan: a) Los 
sujetos pasivos por obligación personal. b) Los sujetos pasivos por obligación real" preceptúa, en su art. 
97.Uno, que "los sujetos pasivos -sin distinción-, al tiempo de presentar su declaración del Impuesto, deberán 
determinar la deuda tributaria correspondiente e ingresarla en el lugar, forma y plazos determinados por el 
Ministerio de Economía y Hacienda". 
Estas disposiciones son reiteradas en los arts. 38.Uno y 39.Uno, respectivamente, del Reglamento del IRPF. 
496 .- BOE de 1 de febrero de 1992. 
497 .- En el mismo sentido, el párrafo segundo del art. 51.2 de la Ley 43/1995. del IS, preceptúa que la 
declaración e ingreso de la imposición complementaria "se efectuará en la forma y plazos establecidos para las 
rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente ". 
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  b)Rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente 
 
 Como ya se ha adelantado, la Ley 18/1991 supuso un cambio en relación con el 
sistema de liquidación de las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente 
hasta entonces vigente por cuanto de un régimen de liquidación administrativa se pasó a un 
sistema de autoliquidación. Las características del régimen de autoliquidación de las rentas 
obtenidas por no residentes sin establecimiento permanente se hallan fundamentalmente 
contenidas en la Orden de 31 de enero de 1992 y pueden resumirse en los siguientes 
puntos498:. Obligación de declarar: con carácter general, están obligados a presentar 
declaración los sujetos pasivos por obligación real de contribuir por los Impuestos sobre la 
Renta de las Personas Físicas y sobre Sociedades que operen en España sin mediación de 
establecimiento permanente (Ap.1.Uno.1 de la Orden). No estarán, sin embargo, obligados a 
presentar la correspondiente declaración: 
 1.- Quienes perciban rendimientos que no se consideren obtenidos o producidos en 
territorio español y 
 2.- quienes obtengan intereses de Deuda del Estado en Anotaciones sujetos al 
procedimiento regulado en el Real Decreto 1285/1991, de 2 de agosto499. Sin embargo, en los 
demás supuestos de rentas exentas, los sujetos pasivos sí deberán presentar la correspondiente 
declaración a la que deberán adjuntar el correspondiente certificado de residencia expedido 
por las autoridades competentes del país de residencia. Estos certificados tendrán un plazo de 
validez de seis meses a partir de la fecha de expedición (Ap.1.Seis de la Orden de 1992). 

. Sujetos legitimados para efectuar la autoliquidación e ingreso del Impuesto: en 
primer lugar, está legitimado el sujeto pasivo no residente. Pero atendiendo al hecho que la 
formalización del procedimiento normal de declaración-liquidación por parte del sujeto 
pasivo presenta graves inconvenientes por el hecho de no residir en territorio español, la 
Orden de 31 de enero de 1992 determina que podrán también efectuar el ingreso de la deuda 
las personas a las que se conceptua como responsables solidarios (Ap.1.Dos). 

. Lugar de presentación de la declaración y de realización del ingreso: la Orden de 
1992 distingue dos supuestos:  

1.- Que la declaración sea positiva (Ap.1.Tres de la Orden). En este caso, pueden, a su 
vez, producirse dos situaciones: 

 a) Que la presentación se efectúe por el representante o por el responsable 
solidario y que la declaración-liquidación lleve sus etiquetas identificativas, suministradas por 
el Ministerio de Economía y Hacienda. En este caso, la presentación de la declaración e 
ingreso del Impuesto se efectuará en cualquier Entidad Colaboradora de la provincia en que 
esté situada la Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
correspondiente al domicilio fiscal del representante o al del responsable solidario. 
  b) Que la presentación de la declaración se realice bien por el representante o 
por el responsable solidario -pero sin que la referida declaración lleve adherida sus etiquetas 
identificativas- bien por el propio sujeto pasivo. En este caso, la presentación de la 
declaración e ingreso del Impuesto deberá efectuarse a través de la Entidad de depósito que 
presta el servicio de Caja en la Delegación de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria correspondiente al domicilio del representante o al del responsable solidario. 
Ahora bien, cuando la presentación la lleve a cabo el propio sujeto pasivo, éste, antes de 
                                                           
498 .- En lo referente al IS, el art. 60 de la Ley 43/1995 determina que "las entidades no residentes en territorio 
español que obtengan rentas en el mismo sin mediación de establecimiento permanente vendrán obligadas a 
presentar declaración por este impuesto en la forma, lugar y plazos que se establezcan reglamentariamente ". Se 
produce, pues, una remisión al futuro Reglamento del IS rigiendo, mientras tanto, las previsiones de la Orden de 
31 de enero de 1992. 
499 .- BOE de 9 de agosto de 1991. 
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realizar el correspondiente ingreso, deberá dirigirse a la Dependencia de Gestión Tributaria 
de la Delegación de que se trate a los efectos del diligenciado del documento de ingreso o 
devolución. 
 Tratándose de incrementos de patrimonio derivados de bienes inmuebles, las 
declaraciones se presentarán ante la Delegación de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria que corresponda al lugar en que se hallen situados los inmuebles. 
  2.- Que se trate de una declaración sin cuota a ingresar (Ap. 1.Uno.Tres.3) En 
este caso, la declaración deberá presentarse directamente en la Dependencia de Gestión de la 
Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria competente, que será: 

 a) La del domicilio del representante, cuando la declaración sea presentada por 
éste o por el propio sujeto pasivo. 
  b) La del domicilio del responsable solidario, cuando sea presentada por éste, 
y 
  c) la del lugar de situación de los bienes, cuando se trate de transmisiones 
inmobiliarias. 

. Plazo de presentación de la declaración: con carácter general, las declaraciones 
relativas a las rentas obtenidas por sujetos pasivos no residentes se presentarán en el plazo de 
1 mes, a partir de la fecha de devengo de la renta. Sin embargo, en el Ap. 1.Cuatro de la 
Orden de 31 de enero de 1992 se contemplan dos supuestos específicos: 

 1.- El de los rendimientos derivados de bienes inmuebles de uso propio. El 
plazo de presentación de la declaración e ingreso del Impuesto por estos rendimientos será el 
previsto, con carácter general, en el Impuesto sobre el Patrimonio para los sujetos pasivos por 
obligación personal. 
  2.- El de los incrementos de patrimonio derivados de transmisiones onerosas 
de bienes inmuebles. En estos rendimientos, las declaraciones se presentarán en el plazo de 3 
meses contados a partir del término del plazo establecido para el ingreso de la retención a que 
se refiere el art. 73.3 del Reglamento del IRPF, que es el de 1 mes a partir de la fecha de la 
transmisión. 
 La Ley 18/1991, del IRPF, a pesar de establecer un sistema de tributación separada de 
rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, no determina una fecha 
especial de devengo del Impuesto. Esta, no obstante, es fijada de forma indirecta por la Orden 
de 31 de enero de 1992, al señalar, en su párrafo Cuatro.1 que "con carácter general, las 
declaraciones se presentarán en el plazo de un mes a partir de la fecha de devengo de la 
renta", reiterándose en el núm. 4 del mismo párrafo las previsiones del art. 16.Dos de la Ley 
18/1991, en torno al momento en el que se entenderán devengadas las distintas clases de 
rentas500. Por lo tanto, una vez transcurrido este mes, se produce el inicio del plazo para exigir 
la deuda tributaria. 
 En el mismo sentido, y de manera expresa, se pronuncia el art. 59 de la Ley 43/1995, 
en cuya virtud "el impuesto se devengará cuando, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
47.2 de esta ley, se devenguen las rentas correspondientes ". Estas se entenderán devengadas: 
 - Tratándose de rendimientos, cuando resulten exigibles o en la fecha del cobro si ésta 
fuese anterior y 
 - tratándose de incrementos de patrimonio, cuando tenga lugar la alteración 
patrimonial. 
 La Orden de 31 de enero de 1992 contempla la posibilidad de efectuar declaraciones 

                                                           
500 .- De conformidad con el párrafo tercero del art. 16.Dos de la Ley 18/1991 y el apartado Cuatro.4 de la Orden 
de 31 de enero de 1992: a) Los rendimientos se entenderán devengados, cuando resulten exigibles o en la fecha 
del cobro si fuese anterior; b) Los rendimientos de bienes inmuebles de uso propio, el último día del año natural 
y c) los incrementos de patrimonio, cuando tenga lugar la alteración patrimonial. 
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trimestrales -comprensivas de los rendimientos devengados durante el trimestre al que se 
refiere la declaración- cuando la presentación de las mismas se realice por el representante o 
los responsables solidarios (Ap. Cinco.1 y 2). Esta posibilidad queda, sin embargo, vedada en 
los supuestos de incrementos de patrimonio, rendimientos empresariales con deducción de los 
gastos referidos en el art. 71.Dos del Reglamento del IRPF501, rendimientos de inmuebles de 
uso propio, y rendimientos obtenidos a través de países o territorios conceptuados como 
paraísos fiscales por el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio. 

. Modelo de declaración: la declaración se efectuará con arreglo al modelo 210, 
recogido en el Anexo I de la Orden de 1992, utilizándose un ejemplar de declaración por cada 
renta devengada, salvo en el caso de las declaraciones trimestrales, en las que pueden 
comprenderse las rentas correspondientes a uno o varios sujetos pasivos, las cuales deberán 
relacionarse en el impreso 210.A. Tratándose de declaraciones trimestrales, en principio, cabe 
que las mismas se efectúen en soportes magnéticos que se presentarán en la Dependencia de 
Gestión de la Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria correspondiente. 
No obstante, será obligatoria la presentación en soporte magnético de aquellas declaraciones 
en los siguientes supuestos: 

a) Cuando contengan 25 o más perceptores. 
 b) Cuando se hubiese optado por presentar cualquier otra declaración o comunicación 
a la Administración Tributaria mediante soporte magnético. 
 c) Cuando los registros contables cuyo examen proceda para comprobar la exactitud y 
veracidad de la declaración se lleven por medio de equipos electrónicos de proceso de datos. 
 Si en un período trimestral concurren perceptores con cuotas a ingresar o cero y 
perceptores con cuota a devolver, se presentarán dos declaraciones separadas: una 
comprensiva de los perceptores con cuotas a ingresar o cero y otra de los perceptores con las 
cuotas a devolver (Ap.1.Ocho de la Orden de 1992). 
 

C) INFORMACION SOBRE LOS SUJETOS PASIVOS NO 
RESIDENTES 
 
 Un extremo de capital trascendencia en orden a la comprobación e investigación, por 
parte de los órganos de la Administración fiscal, de los datos relativos a las declaraciones-
liquidaciones presentadas por los sujetos pasivos de los distintos Impuestos lo constituye la 
información que la Administración pueda recabar acerca de los mismos. En general, la 
información de que la Administración fiscal dispone acerca de los sujetos pasivos de los 
diferentes tributos puede consistir bien en antecedentes facilitados por el propio sujeto pasivo, 
bien en datos proporcionados por terceras personas que, a su vez, pueden ser particulares u 
órganos administrativos. 
 En este sentido, el art. 111.1 de la LGT determina que: 

"Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar 
a la Administración Tributaria toda clase de datos, informes o antecedentes con 
trascendencia tributaria, deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o 
financieras con otras personas ". 

 El precepto que acaba de transcribirse es aplicable tanto a los sujetos pasivos 
residentes como a los no residentes por cuanto la LGT no distingue. En el caso de los no 
residentes, la información obtenida por la Administración es también factible que se base en 
                                                           
501 .- Es decir, sueldos, salarios y cargas sociales del personal desplazado a España o contratado en territorio 
español, empleado directamente en las actividades productoras de los ingresos; materiales importados para su 
incorporación definitiva a las obras o trabajos realizados en territorio español y aprovisionamientos realizados 
en territorio español de materiales para su incorporación definitiva a las obras o trabajos realizados en el mismo. 
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datos facilitados por el sujeto pasivo o por terceras personas. 
 A propósito de los datos facilitados por el sujeto pasivo, que pueden referirse, tanto al 
sujeto pasivo individualmente considerado como a sus relaciones con terceras personas, 
entendemos que la información que solicite la Administración fiscal española sólo debe 
atenerse a los datos con relevancia para la misma derivados de las relaciones económicas que 
el sujeto pasivo no residente haya mantenido en nuestro país. 
 En relación con la información facilitada por terceras personas, cabe distinguir entre 
la proporcionada por particulares -destacando la que puedan facilitar los responsables 
solidarios y el representante del no residente, figuras que examinaremos más adelante- y la 
suministrada por órganos administrativos. A propósito de esta última, debe destacarse que 
uno de los principios rectores del Derecho fiscal internacional es el denominado "principio de 
asistencia técnica administrativa " o "principio de asistencia mutua entre Administraciones 
tributarias ", que tiene por objeto evitar que los contribuyentes de los distintos Estados 
incumplan sus obligaciones fiscales502. 
 En sede de obligación real de contribuir, la asistencia mutua entre las 
Administraciones tributarias de los diversos Estados tiene su razón de ser, de una parte, en el 
hecho que, en la obligación real con establecimiento permanente, el sujeto pasivo no 
residente es gravado por la totalidad de la renta imputable a dicho establecimiento "háyase 
obtenido en territorio español o extranjero" (art. 16.Dos.1ª). Pero es que, además, el 
intercambio de información entre Estados en el único medio para comprobar la veracidad de 
determinados datos relativos al no residente en España, tales como la determinación de su 
Estado de residencia. 
 El intercambio de información entre las Administraciones fiscales de los distintos 
Estados aparece recogido en el art. 26 del "Modelo de Convenio" de la OCDE. De 
conformidad con este precepto, las autoridades competentes de los Estados Contratantes -en 
el caso español, la Agencia Estatal de Administración Tributaria- intercambiarán las 
informaciones que sean necesarias para aplicar las previsiones contenidas, tanto en los 
Convenios de doble imposición que suscriban, como en su Derecho interno, siempre que este 
último no sea contrario a las disposiciones contempladas por aquéllos. 
 No obstante, el mismo art. 26 prevé una serie de límites a la exigencia de intercambio 
de información entre los Estados. Así, los Estados Contratantes no podrán: Sobrepasar las 
limitaciones impuestas por su legislación interna o su práctica administrativa normal. 
Concretamente, y según lo establecido en las letras a) y b) del art. 26.2, los Estados 
Contratantes no podrán adoptar medidas administrativas contrarias a su legislación o práctica 
administrativa ni suministrar información que no pueda obtenerse sobre la base de su propia 
legislación o en el ejercicio de su práctica administrativa normal. 
 Por otra parte, el Estado Contratante no podrá suministrar informaciones que revelen 
un secreto comercial, industrial o profesional o un procedimiento comercial o informaciones 
cuya comunicación sea contraria al orden público. 
 En nuestro ámbito, el principio de asistencia mutua entre Administraciones fiscales 
viene impuesto por dos clases de disposiciones: los Convenios de doble imposición suscritos 
por nuestro país y las Directivas promulgadas en el marco de la Unión Europea. 
 Por lo que respecta a los Convenios suscritos por España, la regulación del 
intercambio de información sigue, en general, el texto del art. 26 del "Modelo de Convenio" 

                                                           
502 .- La cooperación entre las Administraciones tributarias nacionales no constituye un fenómeno nuevo sino 
que se halla vinculada al proceso mismo de creación del Derecho Internacional Tributario. Pero es evidente que 
aquella cooperación se hace más necesaria cuando los Estados a los que pertenecen aquellas Administraciónes 
se hallan implicados en procesos de integración económica. DELGADO PACHECO, A.: "La asistencia mutua 
entre Administraciones tributarias", Impuestos, La Ley, Tomo I/1990, pág. 162. 
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de la OCDE. La única excepción a esta regla aparece constituida por el Convenio Hispano-
Suizo de 1967 en el que no se incluye ningún precepto relativo a esta materia. Por su parte, el 
Protocolo Anejo al Convenio Hispano-Holandés de 1971 determina que "las Autoridades 
competentes no se obligan a suministrar información de carácter general " y que "la 
obligación de intercambiar información no incluye la información obtenida en los bancos e 
instituciones similares. El término "instituciones similares" comprende, entre otras, a las 
compañías de seguros " (núms. XV y XVI del Protocolo Anejo al Convenio Hispano-Suizo 
de 1971). 
 En relación con las Directivas Comunitarias en materia de intercambio de información 
es de reseñar la Directiva 77/799/CEE, de 19 de diciembre503 relativa a la asistencia mútua 
entre las Autoridades competentes de los Estados miembros en materia de liquidación de los 
impuestos directos y la Directiva 79/1070/CEE, de 6 de diciembre de 1979, que amplía la 
asistencia mútua al IVA504. 
 Estas dos Directivas fueron introducidas en nuestro Ordenamiento jurídico por el Real 
Decreto 1326/1987, de 11 de septiembre, de procedimiento de aplicación de las Directivas 
comunitarias sobre intercambio de información505. Posteriormente, la Orden de 9 de febrero 
de 1988506, además de regular la delegación de atribuciones reconocida al Ministerio de 
Economía y Hacienda por el Real Decreto, armoniza el procedimiento de suministro de 
información previsto en las Directivas con el establecido en los Convenios bilaterales o 
multilaterales de los que España sea parte. El Real Decreto 1326/1987, de 11 de septiembre, 
se inspira claramenteen el art. 26 del "Modelo de Convenio" de la OCDE507 regulando tres 
modalidades de intercambio de información: el intercambio previa solicitud (art. 3º), el 
intercambio automático (art. 4º) y el intercambio espontáneo (art. 5º). 
 El intercambio libre de información tiene dos límites. De una parte, se puede negar la 
información solicitada por un Estado cuando el facilitarla condujese a divulgar un secreto 
profesional o fuese contrario al orden público. De otra, se puede rechazar la solicitud de 
información si el Estado solicitante no está en condiciones de facilitar datos, informes o 
antecedentes semejantes conforme a su ordenamiento o por razones de hecho (art. 9º); esta 
circunstancia da lugar a que el intercambio de información sea recíproco. 
 Pero el Real Decreto 1326/1987, además de un intercambio de información, prevé una 
colaboración más estrecha entre los funcionarios de las Administraciones fiscales de los 
Estados miembros. En este sentido, el art. 7º del mismo determina que las autoridades 
competentes pueden ponerse de acuerdo para autorizar la presencia en España, incluso en el 
desarrollo de las actuaciones de inspección tributaria, del personal al servicio de la 

                                                           
503 .- DOCE L 336, de 27 de diciembre de 1977. 
504 .- DOCE L 331, de 27 de diciembre de 1979. 
505 .- BOE de 29 de octubre de 1987. 
506 .- BOE de 7 de marzo de 1988. 
507 .- En este sentido, los "Comentarios" al art. 26.1 del "Modelo de Convenio" de la OCDE determinan que la 
regla enunciada en el mismo permite proceder "a un intercambio de información de tres maneras distintas: 
 - Previa petición para un caso concreto, bien entendido que deben agotarse primeramente las fuentes 
regulares de información previstas por la legislación interna antes de presentar la demanda de información al 
otro Estado. 
 - Automáticamente, por ejemplo, cuando las informaciones sobre una o varias categorías de rentas 
procedentes de un Estado Contratante y percibidas en el otro Estado Contratantes son transmitidas 
sistemáticamente al otro Estado. 
 - Espontáneamente, por ejemplo, cuando un Estado ha obtenido en el curso de determinadas 
investigaciones datos que supone ofrecen interés para el otro Estado ". "Comentarios al Modelo de Convenio", 
en OCDE "Modelo de Convenio de doble imposición sobre la renta y el patrimonio 1977", op. cit ., pág. 241 y 
"Commentaires sur les articles du modèle de convention ", en OCDE "Modèle de Convention fiscale concernant 
la revenu et la fortune 1992", op. cit., pág. 249. 
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Administración de otro Estado miembro. Los términos de esta colaboración han de 
establecerse dentro del marco del procedimiento de consulta previsto en el art. 9 de la 
Directiva 77/799/CEE508. Por otra parte, si el Ministerio de Economía y Hacienda considera 
que la información recibida de la autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión 
Europea podría ser utilizada por un tercer Estado miembro, la transmitirá a la autoridad 
competente de este último, previo consentimiento del Estado que hubiese facilitado la 
información (art. 8º.5). 
 Sin embargo, el texto normativo más completo sobre asistencia mutua es el Convenio 
multilateral de Asistencia Administrativa mutua en materia fiscal, abierto a la firma de los 
Estados miembros de la OCDE y del Consejo de Europa el 25 de enero de 1988509. Este 
Convenio puede aplicarse prácticamente a cualquier tributo, a salvo las reservas de los 
Contratantes que, en ningún caso, podrán alcanzar a los impuestos que recaigan sobre la renta 
y el patrimonio. Y, en virtud del referido Convenio, la asistencia mutua se plantea en tres 
fases diferentes: intercambio de información, recaudación y notificación de documentos, 
como forma autónoma y general de esta cooperación. 
 

D) OBLIGACIONES TRIBUTARIAS A CUENTA DE LA 
PRINCIPAL: RETENCIONES, INGRESOS A CUENTA Y PAGOS A 
CUENTA 
 

1.- Retenciones e ingresos a cuenta 
 
  a) Retenciones 
 
   a.1) Planteamiento general de las retenciones a cuenta en la 
obligación real de contribuir 
 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 98.Uno in fine de la Ley 18/1991 estarán 
obligados a retener y a ingresar en el Tesoro el importe de la retención "las personas físicas, 
jurídicas y demás entidades no residentes en territorio español que operen en él mediante 
establecimiento permanente ". 
 Por su parte, el art. 42.Uno del Reglamento del IRPF de 1991, tras reiterar, en su letra 
c), que estarán obligadas a retener o ingresar a cuenta las personas físicas, jurídicas y demás 
entidades no residentes en territorio español que operen en él mediante establecimiento 
permanente, determina, en su letra d), que estarán también obligados a retener o ingresar a 
cuenta "los sujetos pasivos por obligación real, que operen en España sin mediación de 
                                                           
508 .- Art. 9 de la Directiva 77/799/CEE: "Consultas. 1. A los fines de la aplicación de la presente Directiva, se 
llevarán a cabo consultas, si ello fuera necesario, en el seno de un comité, entre: 
 - Las autoridades competentes de los Estados miembros implicados, a solicitud de una de ellas, en el 
caso de cuestiones bilaterales. 
 - Las autoridades competentes del conjunto de los Estados miembros, y la Comisión, a petición de una 
de estas autoridades o de la Comisión, sólo en los casos en que no se trate de cuestiones bilaterales. 
 2. Las autoridades competentes de los Estados miembros se podrán comunicar directamente entre 
ellas. Las autoridades competentes de los Estados miembros podrán, de común acuerdo, permitir a autoridades 
asignadas por ellas realizar contactos directos para casos determinados o para ciertas categorías de casos. 
 3. Cuando las autoridades competentes se hayan puesto de acuerdo sobre cuestiones bilaterales en los 
ámbitos que son objeto de la presente Directiva, excepto aquellos que afecten a casos particulares, informarán de 
ello a la Comisión a la mayor brevedad. La Comisión informará de ello, a su vez, a las autoridades competentes 
de los demás Estados miembros ". 
509 .- COM (89) 60 final. Bruselas, 8 de febrero de 1989. 
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establecimiento permanente, en cuanto a los rendimientos del trabajo que satisfagan ". 
 Ante lo preceptuado por el art. 42.Uno.d) del Reglamento del IRPF sólo cabe una de 
estas dos alternativas: 

. entender que se está ante una disposición reglamentaria que carece de apoyo legal o 

. considerar que si bien los no residentes que desarrollan en España una explotación 
económica sin establecimiento permanente no están, en principio, obligados por la Ley a 
practicar la correspondiente retención sobre los rendimientos del trabajo que satisfagan al 
personal desplazado a España o contratado en territorio español, deberán, sin embargo, 
efectuar aquella retención si desean descontar de su base imponible los gastos de personal en 
que hayan incurrido510. 
 No obstante, a partir de la promulgación de la Ley 43/1995, la opción del legislador 
por la segunda alternativa es clara por cuanto el art. 62 de la vigente Ley reguladora del IS 
prevé expresamente que "los sujetos pasivos por obligación real que operen en España sin 
mediación de establecimiento permanente estarán obligados a practicar las retenciones del 
trabajo que satisfagan, así como respecto de otros rendimientos sometidos a retención, que 
constituyan gasto deducible para la obtención de las rentas a que se refiere el artículo 56.2 
de esta Ley "511. 
 
   a.2) La retención definitiva sobre los rendimientos obtenidos por 
personas físicas no residentes sin mediación de establecimiento permanente 
 

Al igual que acontecía en el modelo fruto de la Ley 5/1983, en el marco de la vigente 
Ley 18/1991, la tributación separada por cada devengo, total o parcial, de renta obtenida sin 
mediación de establecimiento permanente determina que, en estos rendimientos, la retención 
pierda su naturaleza de obligación a cuenta de un Impuesto cuyo devengo se producirá en el 
futuro. 
 Así pues, a diferencia de lo que sucede en la obligación personal y en la real con 
establecimiento permanente -en las que el devengo del Impuesto no es instantáneo sino que 
se produce, con carácter general, el último día del período impositivo-, en la real sin 
establecimiento permanente, el devengo instantáneo del Impuesto determina la equiparación 
entre retención a cuenta y tributación definitiva512. Es por esta razón por lo que, aunque a la 
operación efectuada por el pagador de rendimientos a no residentes sin establecimiento 
permanente se la sigue denominando, habitualmente, retención a cuenta, en realidad, es más 
correcto hablar de retención definitiva o liberatoria. 
 La Ley 18/1991, del IRPF, no determina los tipos de retención aplicables a las 
distintas clases de rendimientos dejando que sea el Reglamento el que efectúe tal 
                                                           
510 .- BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas", op. cit ., págs. 408 y 409. 
511 .- En la misma linea ya se había manifestado el art. 341 del Reglamento del IS, en cuya virtud "las entidades 
no residentes en territorio español que obtengan rentas en el mismo sin mediación de establecimiento 
permanente vendrán obligadas a practicar las retenciones a cuenta de los rendimientos del trabajo personal y del 
capital mobiliario correspondientes en iguales términos que las restantes Entidades sujetas a este Impuesto ". 
512 .- En este sentido, debe partirse del dato, puesto de manifiesto por SOLER ROCH, que las obligaciones 
tributarias a cuenta consisten en la entrega de sumas de dinero eventualmente a título definitivo de tributo, pero 
no constituyen una obligación tributaria principal por carecer de naturaleza contributiva y por definirse en 
relación con la obligación principal. SOLER ROCH, M.T.: "Notas sobre la configuración de las obligaciones o 
deberes tributarios con especial referencia al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", Civitas Revista 
Española de Derecho Financiero, núm. 25, 1980, pág. 17. 
 Sin embargo, es manifiesto que, en sede de retenciones sobre los rendimientos obtenidos por no 
residentes, estas condiciones no se cumplen, por cuanto, en ellas, el ingreso tiene naturaleza contributiva, es 
decir, la entrega de dinero se produce, no eventualmente sino efectivamente, a título de tributo. 
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determinación. Este, por su parte, al realizarla no distingue entre sujetos pasivos residentes y 
no residentes, con lo cual los tipos de retención aplicables a los rendimientos obtenidos por 
las personas físicas en general serán, en principio, los siguientes:. En el caso de los 
rendimientos del trabajo personal, la retención se practicará de conformidad con la escala de 
porcentajes contenida en el Reglamento del IRPF. Tratándose de retribuciones de los 
miembros de los Consejos de Administración o de las Juntas que hagan sus veces, el 
porcentaje será del 30 por 100. 

. A los rendimientos del capital mobiliario, se les aplicará una retención del 25 por 
100. 

. A los derivados de actividades profesionales, un porcentaje del 15 por 100. 

. En el supuesto de premios, el 25 por 100. 
 

   a.3) La "retención" sobre el precio de las transmisiones de bienes 
inmuebles realizadas por no residentes 
 

El art. 19 de la Ley 18/1991, en redacción dada por la L.P.G.E. para 1997, preceptúa 
que: 

"Tratándose de transmisiones de bienes inmuebles situados en España por sujetos 
pasivos no residentes que actúen sin establecimiento permanente, el adquirente vendrá 
obligado a retener e ingresar el 5 por 100 o a efectuar el ingreso a cuenta 
correspondiente de la contraprestación acordada, en concepto de pago a cuenta del 
impuesto correspondiente a aquéllos ". 
La obligación de retener recae sobre el adquirente o adquirentes del bien inmueble 

situado en territorio español -siendo, en principio, indiferente que el mismo sea o no residente 
en nuestro país-, debiendo proceder al cumplimiento de aquella obligación con independencia 
de que la transmisión haya supuesto para el transmitente no residente un incremento o una 
disminución patrimonial. Sin embargo, en este segundo caso, se producirá la curiosa 
situación de que el adquirente se verá obligado a retener e ingresar el 5 por 100 del precio 
acordado para, acto seguido, solicitar su devolución. 
 En sede de I.R.P.F, no procederá esta retención o ingreso a cuenta: 
 - cuando, a 31 de diciembre de 1996, el inmueble hubiese permanecido en el 
patrimonio del sujeto pasivo más de diez años, sin haber sido objeto de mejoras durante este 
tiempo, y 
 - en los casos de aportación de bienes inmuebles a la constitución o aumento de 
capital de sociedades residentes en territorio español (art. 19.1.b de la L. 18/1991, en 
redacción fruto de la L.P.G.E. para 1997). 
 Por lo que respecta a la formalización de la obligación de retener, el adquirente o 
adquirentes deberán presentar declaración e ingresar el importe retenido, con arreglo al 
Modelo 211, en el plazo de un mes a partir de la fecha de la transmisión del inmueble. Y 
deberá hacerlo en la Entidad de depósito que preste el servicio de Caja en la Delegación de la 
A.E.A.T. en cuyo ámbito territorial esté situado el inmueble. 
 Si el adquirente no cumple con la obligación de retener e ingresar el 5 por 100 o de 
efectuar el ingreso a cuenta correspondiente, los bienes transmitidos quedarán afectos al pago 
del Impuesto (art. 19 de la Ley 18/1991 y art. 73.Cinco del Reglamento del IRPF de 1991). 
Con esta afección de los bienes inmuebles al pago del Impuesto513 se pone de manifiesto que 

                                                           
513 .- El derecho de afección de los bienes transmitidos al pago de los tributos que graven tales transmisiones 
aparece recogido, con carácter general, en el art. 74.1 de la LGT "los bienes y derechos transmitidos quedarán 
afectos a la responsabilidad del pago de las cantidades liquidadas o no, correspondientes a los tributos que 
graven tales transmisiones, adquisiciones o importaciones, cualquiera que sea su poseedor, salvo que éste 
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nos hallamos ante una medida garantista con la que se pretende asegurar el pago de la deuda 
tributaria en las transmisiones de bienes inmuebles efectuadas por sujetos pasivos no 
residentes sin establecimiento permanente y que tiene su fundamento en la situación de 
deslocalización del sujeto pasivo. 
 
  b) Ingresos a cuenta 
 
 A los denominados ingresos a cuenta, les son, en principio, de aplicación las 
disposiciones establecidas, con carácter general, para las retenciones a cuenta. Por lo que 
respecta a los porcentajes: 

. En el caso de los rendimientos en especie del trabajo, el ingreso a cuenta tendrá un 
importe igual al porcentaje de retención, calculado sobre el valor de retribución, fijándose un 
mínimo del 15 por 100. 

. Tratándose de rendimientos en especie de actividades profesionales, se aplicará un 
porcentaje del 15 por 100. 

. En el supuesto de rendimientos del capital mobiliario en especie, el porcentaje del 
ingreso a cuenta será también del 25 por 100. 
 

E) DEVOLUCION DE INGRESOS INDEBIDOS 
 

1.- Planteamiento general 
 

 El art. 155 de la LGT preceptúa que "1. los sujetos pasivos o responsables y sus 
herederos o causahabientes tendrán derecho a la devolución de los ingresos que 
indebidamente hubieran realizado en el Tesoro con ocasión del pago de deudas tributarias, 
aplicándose el interés legal. 
 Por vía reglamentaria se regulará el procedimiento que debe seguirse, según los 
distintos casos de ingresos indebidos, para el reconocimiento del derecho a la devolución y 
la forma de su realización, que podrá hacerse, según preceptúa el artículo 68 de esta Ley, 
mediante compensación ". 
 La norma reglamentaria a la que hace referencia el art. 155.2 de la LGT es el Real 
Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre514, por el que se regula el procedimiento para la 
realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. Los titulares del 
derecho a la devolución son los sujetos pasivos o responsables y los demás obligados 
tributarios, expresión que permite incluir a los retenedores. De conformidad con el art. 7 de 
este Real Decreto, los supuestos de devolución, en sede de obligación real de contribuir, que, 
sin carácter taxativo, se someten al procedimiento del Real Decreto 1163/1990, son los 
siguientes: 
 a) Duplicidad en el pago de deudas u obligaciones tributarias. 
 b) Pago superior al importe de las deudas u obligaciones tributarias liquidadas por la 
Administración o autoliquidadas por el propio obligado tributario (supuesto general para las 
dos modalidades de obligación real a partir de 1992). 
 c) Pagos cuyo plazo de liquidación o ingreso hubiese prescrito y 
 d) pagos indebidos como consecuencia de la corrección de errores materiales, de 
hecho o aritméticos. 
 Además de los supuestos que acaban de enunciarse puede ocurrir que el ingreso 
                                                                                                                                                                                     
resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los bienes con buena 
fe y justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en el caso de bienes muebles no inscribibles ". 
514 .- BOE de 25 de septiembre de 1990. 
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indebido sea consecuencia de una autoliquidación o de una liquidación administrativa 
excesiva. En este caso, la petición de devolución de ingresos indebidos, que puede formular 
tanto el deudor principal como los responsables, tiene un carácter impugnatorio de la 
autoliquidación, siéndole de aplicación lo dispuesto por el art. 8 del Real Decreto 1163/1990: 
 - La solicitud de devolución podrá hacerse una vez presentada la declaración-
liquidación y antes de que la Administración haya practicado la oportuna liquidación 
definitiva o, en su defecto, antes de que haya prescrito tanto lo potestad liquidadora de la 
Administración como el derecho a la devolución del ingreso. 
 - Cuando la Administración haya girado una liquidación provisional, el obligado 
tributario todavía podrá instar la restitución de lo indebidamente ingresado con motivo de su 
declaración-liquidación o autoliquidación inicial, si la liquidación provisional ha sido 
practicada rectificando aquéllas por motivo distinto del que ahora origina la solicitud del 
obligado tributario. 
 

2.- La devolución de retenciones excesivas sobre rentas 
obtenidas sin mediación de establecimiento permanente 

 
 Como ya se ha tenido ocasión de poner de relieve, a diferencia de lo que acontece en 
sede de obligación real con establecimiento permanente, la retención sobre los rendimientos 
obtenidos sin establecimiento permanente se configura como una retención o tributación 
definitiva. Sin embargo, puede suceder que el retenedor, por desconocer la condición de no 
residente del retenido, se exceda a la hora de retener en la cuantía debida. 
 En estos casos, puede plantearse la duda acerca de si la devolución del ingreso 
indebido debe seguir el cauce de las retenciones a cuenta o el de las liquidaciones tributarias 
principales. A nuestro juicio, esta disyuntiva debe resolverse en favor de la segunda opción y 
ello con base en el hecho que, en las retenciones definitivas sobre rendimientos obtenidos sin 
establecimiento permanente, el ingreso efectuado lo es a título de tributo. 
 Por otra parte, en sede de devolución de retenciones excesivas sobre rentas obtenidas 
sin mediación de establecimiento permanente se prevén dos supuestos específicos: 
 

A) Intereses de Deuda Pública: como ya se ha advertido al examinar los supuestos de 
exención del art. 17 de la Ley 18/1991 y del art. 46 de la Ley 43/1995, están exentos de 
tributar por el IRPF y el IS español los intereses derivados de la Deuda Pública obtenidos por 
personas físicas y entidades no residentes que operen en España sin mediación de 
establecimiento permanente. 
 Sin embargo, en el Real Decreto 1285/1991, de 2 de agosto, por el que se estableció el 
procedimiento de pago de intereses de Deuda del Estado en anotaciones a los no residentes 
que invierten en España sin mediación de establecimiento permanente515, y que ha sido 
declarado subsistente por la Disposición transitoria vigésima primera de la Ley 43/1995, se 
prevé un procedimiento especial de devolución de retenciones en el caso de intereses 
derivados de la Deuda Pública obtenidos por personas físicas y entidades no residentes que 
operen en España sin mediación de establecimiento permanente. En esencia, este 
procedimiento consiste en lo siguiente: 
 1.- Las Entidades Gestoras del mercado de Deuda Pública en cuya cuenta figuren 
                                                           
515 .- BOE de 9 de agosto de 1991. Este Real Decreto fue posteriormente desarrollado por la Orden de 16 de 
septiembre de 1991 (BOE de 21 de septiembre de 1991) y la Resolución de 24 de septiembre de 1991, de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, relativa al procedimiento de pago de intereses a no 
residentes que inviertan en Deuda del Estado Anotada sin mediación de establecimiento permanente (BOE de 28 
de septiembre de 1991). 
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bonos u obligaciones del Estado a nombre de no residentes, deberán presentar ante la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, a través de la Central de Anotaciones del 
Banco de España, la siguiente documentación: 
  El día anterior a la fecha del vencimiento de intereses, una declaración 
comprensiva del importe total del saldo nominal de la deuda y de los rendimientos 
correspondientes a inversores no residentes (a excepción de los residentes en países o 
territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal). 
  En el plazo de un mes natural a contar desde la fecha del vencimiento de los 
intereses, una relación en la que se especificará el nombre de cada uno de los inversores no 
residentes, país de residencia e importe de los rendimientos. 
 2.- La Dirección General del Tesoro y Política Financiera transferirá a la Central de 
Anotaciones del Banco de España, al vencimiento de los intereses, el importe líquido que 
resulte de aplicar el tipo de retención al total de los intereses. 
 3.- El Banco de España, cuando reciba las relaciones de inversores, abonará a las 
Entidades Gestoras las cantidades retenidas a los no residentes y enviará dichas relaciones a 
la Dirección General del Tesoro y Política Financiera para que ésta, en el plazo de un mes, le 
reembolse las cantidades abonadas por dicho concepto. 
 El Real Decreto 1285/1991 no aclara la situación de las Letras del Tesoro, en relación 
con las cuales la Disposición adicional sexta de la Ley 43/1995, del IS516 declara su 
sometimiento a retención. Sin embargo, parecería conveniente arbitrar para estos valores un 
procedimiento de devolución de las retenciones practicadas sobre sus rendimientos similar al 
previsto en el Real Decreto que comentamos. 
 
 B) Residentes en Estados con Convenio de doble imposición: los Convenios de doble 
imposición, al distribuir la potestad tributaria en materia de dividendos, intereses y cánones y 
fijar unos límites de imposición en la fuente suelen determinar que "las autoridades 
competentes establecerán de mutuo acuerdo la forma de aplicar estos límites ". Sólo en 
relación con determinados países se han dictado de común acuerdo Ordenes Ministeriales517, 
reglamentando la aplicación de este precepto. En estas Ordenes se prevén tanto los supuestos 
en que el sujeto pasivo no residente optapor que le sea reducido el impuesto a pagar con base 
en las disposicionesdel Convenio, como aquéllos en los que opta por la devolución del 
excesoque ya ha pagado al soportar una retención con arreglo a la legislación internaespañola 
que resulta superior al tipo establecido en el Convenio. 
 Tratándose de residentes de otros Estados con los que España tenga suscrito Convenio 

                                                           
516 .- "Las Entidades Gestoras del Mercado de Deuda Pública en Anotaciones en Cuenta estarán obligadas a 
retener e ingresar en el Tesoro, como sustitutos del contribuyente, el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas o el Impuesto sobre Sociedades, correspondiente a los rendimientos de las letras del Tesoro obtenidos 
por inversores no residentes en España sin establecimiento permanente, siempre que no sea de aplicación la 
exención sobre los rendimientos procedentes de los diferentes instrumentos de la Deuda pública, en los términos 
previstos en el artículo 17 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
y el artículo 46 de la presente Ley ". 
517 .- Alemania. Orden de 10 de noviembre de 1975 (BOE de 4 de diciembre de 1975) y Orden de 30 de 
diciembre de 1977 (BOE de 17 de enero de 1977). 
 Austria. Orden de 26 de marzo de 1971 (BOE de 29 de abril de 1971). 
 Bélgica. Orden de 27 de febrero de 1973 (BOE de 26 de marzo de 1973). 
 Dinamarca. Orden de 4 de diciembre de 1978 (BOE de 5 de enero de 1979). 
 Francia. Orden de 28 de abril de 1978 (BOE de 6 de septiembre de 1978). 
 Países Bajos. Orden de 31 de enero de 1975 (BOE de 13 de febrero de 1975). 
 Portugal. Orden de 25 de junio de 1973 (BOE de 13 de julio). 
 Reino Unido. Orden de 22 de septiembre de 1977 (BOE de 11 de octubre). 
 Suecia. Orden de 18 de febrero de 1980 (BOE de 1 de marzo de 1980). 
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de doble imposición pero con los que no se haya llegado a ningún acuerdo del tipo de los 
reflejados en aquellas Ordenes, la devolución de la parte del Impuesto español sobre 
dividendos, intereses y cánones que, habiendo sido retenida en la fuente al tipo general de la 
normativa del IRPF excede del techo de la imposición fijado en los Convenios, se regula en el 
Decreto 363/1971, de 25 de febrero, sobre aplicación de los Convenios de doble 
imposición518. Este Decreto es aplicable cuando la devolución tiene su origen en una 
retención a cuenta realizada conforme a la ley interna, que resulta superior al límite del 
Convenio. En el caso de errores de hecho, se seguirá el procedimiento general para la 
devolución de ingresos indebidos. 
 

F) GARANTIAS EN FAVOR DE LA ADMINISTRACION 
 

1.- El representante del no residente 
 
  a) Antecedentes 
 
 Como ya se ha tenido ocasión de comprobar en la Parte Segunda, los arts. 
 11 de la Ley 44/1978, del IRPF y 10 de la Ley 61/1978, del IS imponían a los sujetos 
pasivos no residentes en territorio español la obligación de designar a una persona física o 
jurídica, con domicilio en España, para que les representase ante la Administración Tributaria 
en relación con sus obligaciones por aquel Impuesto. La finalidad perseguida con la 
instauración de esta figura fue la de garantizar a la Administración tributaria que la peculiar 
situación de los no residentes, fuera del alcance del poder coactivo del Estado español, no 
obstaría al cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 
 Posteriormente, la Ley 5/1983, de medidas urgentes en materia presupuestaria, 
financiera y tributaria introdujo variaciones en sede de representación de no residentes. En 
efecto, a partir de la misma, se diferenció entre representantes de los no residentes que 
operasen en España con establecimiento permanente y representantes de los no residentes sin 
establecimiento permanente en territorio español, pasando, estos últimos, a responder 
solidariamente del ingreso de las cuotas correspondientes a los rendimientos cuya gestión, a 
efectos fiscales, tuviesen encomendada o asumiesen (párrafo 2º del art. 17.3 de la Ley 
5/1983). 
 La Ley 18/1991 volvió a reiterar, en su art. 22519, la obligación, para los sujetos 
pasivos no residentes, de designar representante, si bien modificando el régimen vigente hasta 
su entrada en vigor, fundamentalmente, en materia de responsabilidad. El art. 22, 
especificación del mandato contenido en el art. 46.1 de la LGT520, ha sido objeto de sucesivas 
                                                           
518 .- BOE de 8 de marzo de 1971. 
519 .- En su redacción originaria, el art. 22 de la Ley 18/1991 determinaba que: "1. Los sujetos pasivos no 
residentes en territorio español vendrán obligados a nombrar una persona física o jurídica con domicilio en 
España, para que les represente ante la Administración tributaria en relación con sus obligaciones por este 
Impuesto. 
 El sujeto pasivo o su representante estarán obligados a poner en conocimiento de la Administración el 
nombramiento, debidamente acreditado, en el plazo de dos meses a partir de la fecha del mismo. 
 2. A efectos de este Impuesto, se considerarán representantes de los establecimientos permanentes 
quienes figuren como tales en el Registro Mercantil o, en su defecto, quienes figuren como facultados para 
contratar en nombre de los mismos. 
 Cuando estas personas no estuviesen domiciliadas en territorio español, será aplicable lo dispuesto en 
el apartado anterior. 
 3. El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el apartado 1 constituirá infracción tributaria 
simple, sancionable con multa de 25.000 a 2.000.000 de pesetas ". 
520 .- Art. 46.1 de la LGT: "Los sujetos pasivos que residan en el extranjero durante más de seis meses de cada 
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reformas521, la última de las cuales ha tenido lugar por Ley 43/1995, del IS. 
 
  b) Regulación, por parte de la Ley 18/1991, del IRPF. 
 
   b.1) Introducción 
 

El art. 22. Uno, Dos y Tres de la Ley 18/1991, en su actual redacción fruto de lo 
preceptuado en la Disposición final quinta de la Ley 43/1995, del IS, determina que:  

"Uno. Los sujetos pasivos no residentes en territorio español vendrán obligados a 
nombrar una persona física o jurídica con residencia en España, para que les 
represente ante la Administración en relación con us obligaciones por este Impuesto, 
cuando operen por mediación de un establecimiento permanente, en los supuestos a 
que se refiere el artículo 18.2, o cuando, debido a la cuantía y características de la 
renta obtenida en territorio español por el sujeto pasivo, así lo requiera la 
Administración tributaria. 
 El sujeto pasivo o su representante estarán obligados a poner en conocimiento de la 
Administración tributaria el nombramiento debidamente acreditado en el plazo de dos 
meses a partir de la fecha del mismo. 
 La designación se comunicará a la Delegación de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria en la que hubieren de presentar la declaración por el 
Impuesto, acompañando a la indicada comunicación la expresa aceptación del 
representante. 
 Dos. Se considerarán representantes de los establecimientos permanentes quienes 
figuren como tales en el Registro Mercantil o, en su defecto, quienes figuren facultados 
para contratar en nombre de los mismos. Cuando estas personas no fuesen residentes 
en territorio español, será aplicable lo dispuesto en el apartado anterior. 
 Tres. El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el apartado 1 constituye 

                                                                                                                                                                                     
año natural vendrán obligados a designar un representante con domicilio en territorio español, a los efectos de 
sus relaciones con la Hacienda Pública ". 
521 .- Así, la Disposición Adicional decimosexta de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, sobre Medidas Fiscales, 
de Reforma del Régimen Jurídico de la Función Pública y de la Protección por Desempleo (BOE de 31 de 
diciembre de 1993) dió una nueva redacción al art. 22 de la Ley 18/1991, en cuya virtud: "Uno. Los sujetos 
pasivos no residentes en territorio español vendrán obligados a nombrar una persona física o jurídica con 
domicilio en España, para que les represente ante la Administración Tributaria en relación con sus 
obligaciones por este Impuesto. 
 El sujeto pasivo o su representante estarán obligados a poner en conocimiento de la Administración el 
nombramiento, debidamente acreditado, en el plazo de dos meses a partir de la fecha del mismo. 
 No existirá obligación de nombrar representante cuando sólo se disponga en España de una vivienda y 
ésta se designe como domicilio a efectos de notificaciones. 
 Dos. A efectos de este Impuesto, se considerarán representantes de los establecimientos permanentes 
quienes figuren como tales en el Registro Mercantil o, en su defecto, quienes figuren facultados para contratar 
en nombre de los mismos. 
 Cuando estas personas no estuviesen domiciliadas en territorio español, será aplicable lo dispuesto en 
el apartado anterior. 
 Tres. El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el apartado uno constituirá infracción 
tributaria simple, sancionable con multa de 25.000 a 2.000.000 de pesetas ". 
 La principal diferencia entre la redacción originaria del art. 22 y la redacción fruto de la Ley 22/1993 
estribó en que, con arreglo a la segunda no estarían obligados a nombrar representante quienes sólo dispusieran 
de una vivienda a la que hubieran designado como domicilio a efectos de notifiaciones. Y ello por cuanto con el 
nombramiento de representante lo que se pretende es, fundamentalmente, disponer de una sede en territorio 
español a través de la cual la Administración fiscal española pueda ponerse en contacto con el no residente. Si 
éste ya dispone de una vivienda en nuestro país y la designa como domicilio a efectos de notificaciones, la 
figura del representante del no residente deviene innecesaria. 
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infracción tributaria simple, sancionable con multa de 25.000 a 2.000.000 de pesetas ". 
 La nueva redacción del art. 22 de la Ley 18/1991 ha supuesto un notable 
aligeramiento en la obligación de nombrar representante que queda limitada a los siguientes 
casos: 

. Cuando el no residente opere por mediación de un establecimiento permanente. 

. En los supuestos del art. 18.2 de la Ley 18/1991, a saber, en los casos de 
prestaciones de servicios, asistencia técnica, gastos de instalación o montaje derivados de 
contratos de ingeniería y, en general, de explotaciones económicas realizadas en España sin 
establecimiento permanente o. cuando lo requiera así la Administración tributaria fundándose 
en la cuantía y características de la renta obtenida en territorio español por el sujeto pasivo. 

 
   b.2) Naturaleza jurídica 
 

Pronunciarse acerca de la naturaleza jurídica de la representación prevista en el art. 22 
de la Ley 18/1991 tiene un especial interés, dado que las normas que regulan la 
representación de los sujetos pasivos no residentes carecen, prácticamente, de desarrollo 
reglamentario. Esta circunstancia comporta que, ante situaciones no reguladas expresamente, 
deberá acudirse a otros preceptos del Ordenamiento jurídico tributario cuya especificación 
estará en función de la naturaleza que se le atribuya. 
 En orden a la naturaleza jurídica del supuesto de representación previsto en los arts. 
22 y 42 de la Ley reguladora del IRPF, respectivamente, se han sustentado diversas 
posiciones doctrinales. Así, ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA522 considera que se trata de 
un supuesto de representación legal; en el mismo sentido, aunque a propósito del art. 46.1 de 
la LGT, se pronuncia LEJEUNE VALCARCEL523. En cambio, CAYON GALIARDO524 

estima que el art. 46.1 de la LGT contiene un caso de representación obligatoria mientras que 
FERNANDEZ JUNQUERA sostiene que el citado precepto establece lo que la autora 
denomina una "representación técnica"525. 
 Sin embargo, MUÑOZ DEL CASTILLO526 defiende, a nuestro juicio con argumentos 
muy sólidos, la tesis del carácter voluntario de la representación del no residente señalando 
que, en la misma, concurren circunstancias que dificilmente tienen cabida en la 
representación legal. Entre estas circunstancias cabe destacar las siguientes: 

. los sujetos pasivos no residentes tienen plena capacidad de obrar, 
                                                           
522 .- ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA, C.: "El representante tributario de los no-residentes", Impuestos, La 
Ley, Tomo I/1992, pág. 68. 
523 .- "Que se trata de un caso de representación legal es evidente: los sujetos a que el precepto se refiere han 
de actuar por medio de representante no porque así lo hayan decidido ellos, ni porque carezcan de capacidad 
de obrar, sino porque se trata de una obligación que les viene impuesta por la Ley, y cuyo fundamento se 
encuentra en la necesidad de hacer más fáciles las relaciones de la Hacienda Pública con quienes tienen su 
residencia en el extranjero durante más de seis meses de cada año natural". 
LEJEUNE VALCARCEL, E.: "Introducción al estudio de la representación en el Derecho tributario", Revista 
de Derecho Financiero y de Hacienda Pública, núm. 115, febrero de 1975, págs. 151-152. 
524 .- CAYON GALIARDO, A.: "Capacidad de obrar y representación en la Ley General Tributaria", Crónica 
Tributaria, núm. 50/1984, pág. 160. 
525 .- "Esta especie de contenido híbrido de la representación recogida en el citado precepto - la autora se refiere 
al art. 46 de la LGT- puede, a mi juicio, permitir su consideración como representación técnica, al modo como 
se clasifica en el Derecho procesal aquella representación que tiene lugar impuesta por la Ley y por efecto de la 
exigencia técnica del proceso ". FERNANDEZ JUNQUERA, M.: "Residentes en el extranjero (Artículo 46)", en 
"Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su reforma" (Libro-homenaje al Prof. Dr. D. Fernando 
SAINZ DE BUJANDA), Vol. I, op. cit ., pág. 769. 
526 .- MUÑOZ DEL CASTILLO, J.L.: "La representación de los no residentes en los nuevos Impuestos sobre la 
Renta de las Personas Físicas y sobre el Patrimonio", Revista Técnica Tributaria, núm. 20, enero-marzo 1993, 
págs. 40 y 41. 
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. el sujeto pasivo no residente en territorio español es el que ha de designar su 
representante, de manera que si incumple este deber legal y no procede a su nombramiento, el 
representante no existirá porque la Ley no concreta quién ha de serlo y, finalmente, 

. en la representación de los no residentes -a diferencia de la representación legal, que 
se configura como un deber para el representante siendo normalmente obligatorio o 
irrenunciable su desempeño- cabe perfectamente la no aceptación del representante. 
 
   b.3) Obligados a la designación 
 

De conformidad con lo dispuesto por los arts. 22 de la Ley 18/1991 vendrán obligados 
a nombrar representante "los sujetos pasivos no residentes en territorio español ". 
Atendiendo a la literalidad del precepto, los funcionarios españoles en el extranjero, aun 
siendo sujetos pasivos por obligación personal de contribuir, al no tener su residencia en 
España, deberían, en principio, designar quien les representase ante la Administración 
tributaria en relación con sus obligaciones por el IRPF527. Pero frente a esta interpretación 
literal de las disposiciones de la Ley, cabe argumentar que los funcionarios españoles en el 
extranjero están lo suficientemente vinculados al Estado español como para que puedan 
sustraerse a la obligación de nombrar representante. 
 Por el contrario, la literalidad del art. 22 es perfectamente aplicable a los funcionarios 
extranjeros residentes en España. Estos, aun estando sometidos al Impuesto por obligación 
real, no vendrán obligados a designar representante por cuanto tienen su residencia en 
territorio español. 
 Por lo que respecta a las personas físicas y a las entidades no residentes que actuan en 
España por medio de establecimiento permanente, el art. 22.Dos de la Ley 18/1991 establece 
un orden de prelación en orden a la designación de sus representantes. Con arreglo a estos 
preceptos, se considerarán representantes de las personas físicas y entidades no residentes que 
operen por medio de establecimiento permanente en territorio español: 
 - En primer lugar, a quienes figuren como tales en el Registro Mercantil. 
 - En su defecto, a quienes figuren como facultados para contratar en nombre de los no 
residentes que operen en España por medio de establecimiento permanente. 
 - Finalmente, si quienes acaban de mencionarse no tuviesen su residencia en territorio 
español, los no residentes deberán designar a una persona con domicilio en nuestro país para 
que actúe como su representante. 
 De las anteriores previsiones se desprende que las personas físicas y entidades no 
residentes con establecimiento permanente únicamente tienen la obligación de nombrar el 
representante al que se refiere el art. 22.Uno de la Ley 18/1991 si quienes asumen su 
representación habitual en el tráfico mercantil no tienen domicilio en España. Si lo tienen, 
estas mismas personas serán quienes les representen ante la Administración tributaria en 
relación con sus obligaciones tributarias. 
 
   b.4) Requisitos del representante y extensión de la representación 
 

Para que la designación del representante sea válida, quien resulte elegido como tal 
debe reunir las siguientes condiciones: 

                                                           
527 .- En esta linea, BAENA AGUILAR entiende que, con base en los términos del art. 46.1 de la LGT y del 
párrafo 1º del art. 22.1 de la Ley 18/1991, los funcionarios españoles en el extranjero deberían designar 
representante por cuanto su nombramiento se conecta no con la circunstancia de tributar por obligación real sino 
con la de no residir en territorio español. BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", op. cit ., pág. 321. 
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 - Debe tratarse de una persona natural o jurídica que goce de capacidad de obrar en 
general, según la normas de Derecho Privado. 
 - Ha de disponer de domicilio en España. La Ley 18/1991 no precisa qué clase de 
domicilio por lo que deberá acudirse a lo dispuesto por el art. 45.1 de la la LGT: "1. El 
domicilio, a los efectos tributarios, será: a) Para las personas naturales, el de su residencia 
habitual; y b) Para las personas jurídicas, el de su domicilio social, siempre que en él esté 
efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro 
caso se atenderá al lugar en que radique dichas gestión o dirección ". 
 Teniendo en cuenta lo previsto en este artículo y la finalidad que el legislador 
persigue con la figura del representante del no residente -disponer de un interlocutor en sus 
relaciones con este sujeto pasivo dada su situación de deslocalización-, parece claro que aquél 
debe tener una vinculación con el territorio español. De lo contrario, a nuestra Administración 
tributaria le sería tan trabajoso comunicarse con el representante del no residente como con él 
mismo, circunstancia que frustraría el fin perseguido por la Ley. 
 Por lo que respecta a la extensión de la representación, la Ley 18/1991 no precisa si la 
misma ha de comprender todas las relaciones tributarias que el no residente mantenga en 
España o si puede tener un carácter puntual. En principio, no parece que exista ningún 
inconveniente para los apoderamientos parciales o limitados, por cuanto la finalidad de la 
institución es que la Administración tenga, para cada renta obtenida en territorio español por 
un no residente, alguien a quien dirigirse y este alguien no tiene por qué ser la misma persona 
para todas las rentas obtenidas por aquéllos. Ahora bien, lo que sí es necesario es que, en el 
momento de la designación del representante, se comunique a la Administración cuál es el 
exacto alcance de la representación. 
 
   b.5) Características generales de la designación de representante por 
el no residente. Incumplimiento del deber de designación. 
 
 En general, la Ley 18/1991 no fija al no residente un plazo para proceder a la 
designación de su representante. Tan sólo la Disposición Transitoria Primera de la Ley 
18/1991 determina que "los sujetos pasivos no residentes en territorio español dispondrán de 
plazo hasta el 31 de diciembre de 1991 para designar el representante a que se refieren los 
artículos 22 de esta Ley y 10 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades ". Pero esta disposición 
era únicamente aplicable a los sujetos pasivos del IRPF antes del 31 de diciembre. 
 ¿Cuál es, pues, el plazo aplicable para los no residentes que adquieran la condición de 
sujetos pasivos de los referidos Impuestos con posterioridad a esta fecha?. Lo más lógico es 
considerar que el deber de designación nace en el momento de realización del hecho 
imponible y que, a partir de este momento, bien el sujeto pasivo no residente, bien el 
representante, disponen de un plazo de dos meses para poner en conocimiento de la 
Administración el nombramiento debidamente acreditado. 
 De conformidad con las disposiciones del art. 43.1 y 2 de la LGT528, para los actos de 
mero trámite, la representación se entiende concedida. En cambio, para interponer 
reclamaciones, desistir de ellas y renunciar a derechos, la representación deberá acreditarse 
mediante documento público o privado con firma legitimada notarialmente o comparecencia 
                                                           
528 .- Art. 43.1 y 2 de la LGT: "1. El sujeto pasivo con capacidad de obrar podrá actuar por medio de 
representante, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, si no se hace manifestación 
en contrario. 
 2. Para interponer reclamaciones, desistir de ellas en cualquiera de sus instancias y renunciar derechos 
en nombre de un sujeto pasivo deberá acreditarse la representación con poder bastante mediante documento 
público o privado con firma legitimada notarialmente o comparecencia ante el órgano administrativo 
competente. Para los actos de mero trámite se entenderá concedida la representación ". 
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ante el órgano administrativo competente. 
 Por otra parte, de acuerdo con el art. 27.5 del Reglamento General de la Inspección de 
los Tributos529, en el documento en el que se acredite la representación voluntaria se hará 
constar: a) La identificación del representado y del representante; b) El contenido de la 
representación, en cuanto a su amplitud y suficiencia; c) El lugar y la fecha de otorgamiento 
de la representación y d) las firmas del representante y del representado, aunque tratándose de 
documento público no será precisa la del representante. 
 En cuanto al órgano ante en el que deberá efectuarse la comunicación de la 
representación y la acreditación de la designación del representante, los vigentes Ley y 
Reglamento del IRPF guardan silencio al respecto. No obstante, parece que, atendiendo a lo 
dispuesto por el párrafo 2º del art. 28.1 del Reglamento del IS de 1982 y a la actual estructura 
de nuestra Administración tributaria, la comunicación de la representación y la acreditación 
de la designación del representante deberá efectuarse ante la Delegación de la Agencia Estatal 
de Administración tributaria. 
 El art. 22.Tres de la Ley 18/1991 preceptúa que tanto el incumplimiento de la 
obligación de nombrar representante como del deber de comunicación que compete tanto al 
no residente como al propio representante "constituirá infracción tributaria simple, 
sancionable con multa de 25.000 a 2.000.000 de ptas ". 
 
   b.6) Responsabilidad del representante 
 

Es en este punto, donde las previsiones de la vigente Ley reguladora del IRPF se 
apartan más de lo establecido en la anterior regulación. De los términos del art. 163 del 
Reglamento del IRPF de 1981 se desprendía que el representante del no residente sólo 
incurría en responsabilidad si hubiese mediado provisión de fondos, responsabilidad que, en 
cualquier caso, tendría siempre carácter subsidiario. 
 Con la promulgación de la Ley 5/1983 se diferenció entre el representante del no 
residente en el caso de las rentas obtenidas por medio de establecimiento permanente o sin 
mediación del mismo. En el primer supuesto, el representante sólo incurría en 
responsabilidad si hubiese mediado provisión de fondos y la misma tenía un carácter 
subsidiario. 
 En cambio, en virtud del párrafo 2º del art. 17.Tres de la Ley 5/1983, la 
responsabilidad del representante del no residente que operase en nuestro país sin 
establecimiento permanente pasó a existir en todo caso, hubiese o no mediado provisión de 
fondos, asimilándose así la regulación del IRPF a la contenida en el art. 10 de la Ley 61/1978. 
Además, adquirió el carácter de solidaria, concretándose a las cuotas de los rendimientos -no 
a las de los incrementos patrimoniales- obtenidos en nuestro país por el no residente, sin que 
cupiese extenderla a los demás posibles elementos integrantes de la deuda tributaria 
enumerados en el art. 58.2 de la LGT. 
 Sin embargo, la vigente Ley 18/1991 excluye, tácitamente, al representante del círculo 
de responsables solidarios, con lo cual, su responsabilidad tributaria se reduce a los siguientes 
extremos: a) la derivada de la comisión o colaboración en la comisión de infracciones530 y b) 
la derivada de la comisión de ilícitos. 
 

2.- Responsables solidarios  
 
                                                           
529 .- BOE de 14 de mayo de 1986. 
530 .- Art. 38.1 de la LGT: "Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias todas las personas que 
sean causantes o colaboren en la realización de una infracción tributaria ". 
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  a) Introducción 
 
 Con arreglo a lo dispuesto en el art. 37.1 y 2 de la LGT: "1. La Ley podrá declarar 
responsables de la deuda tributaria, junto a los sujetos pasivos o deudores principales, a 
otras personas, solidaria o subsidiariamente. 
 Salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será siempre 
subsidiaria ". 
 Partiendo de lo dispuesto en este precepto SANCHEZ GALIANA531 señala como 
características que derivan de la descripción de la figura del responsable tributario las 
siguientes: 1.- El responsable tributario ha de ser determinado en una ley. 2.- De conformidad 
con las previsiones del art. 37, no es sujeto pasivo sino un deudor situado junto a los sujetos 
pasivos. 3.- El declarado responsable deberá hacer frente, en su caso, al pago de la deuda 
tributaria y 4.- la responsabilidad tributaria puede ser solidaria o subsidiaria. 
 En sede de obligación real de contribuir sin establecimiento permanente, el párrafo 
primero del art. 19.Tres de la Ley 18/1991, en su redacción fruto de la Ley 43/1995, del IS, 
determina que: 

"El pagador de los rendimientos, devengados sin mediación de establecimiento 
permanente, por los sujetos pasivos no residentes o el depositario o gestor de los 
bienes o derechos de los sujetos pasivos no residentes, no afectados a un 
establecimiento permanente, responderá solidariamente del ingreso de las deudas 
tributarias correspondientes a los rendimientos que haya satisfecho o a las rentas de 
los bienes o derechos cuyo depósito o gestión tenga encomendado". 

 Por lo tanto, de conformidad con lo preceptuado por el párrafo primero del art. 
19.Tres de la Ley 18/1991, del IRPF, responderán solidariamente del ingreso de las deudas 
tributarias correspondientes a las personas físicas y entidades no residentes sin 
establecimiento permanente, el pagador de rendimientos a los mismos y el depositario o 
gestor de sus bienes o derechos. 
 
  b) El pagador de rendimientos a no residentes 
 
 El art. 19.Tres de la Ley 18/1991, en su redacción fruto de la Disposición final quinta 
de la Ley 43/1995, al disponer que el pagador de los rendimientos, devengados sin mediación 
de establecimiento permanente, por los sujetos pasivos no residentes, responderá 
solidariamente del ingreso de las deudas tributarias correspondientes a los rendimientos que 
haya satisfecho, confirma la responsabilidad solidaria del mismo ya prevista en el párrafo 
segundo del art. 17.3 de la Ley 5/1983. Pero al mismo tiempo ha procedido a la ampliación 
de la referida responsabilidad, por cuanto, hasta la entrada en vigor de la vigente Ley del 
IRPF, la responsabilidad solidaria del pagador se producía respecto de los rendimientos cuya 
gestión, a efectos fiscales, tuviese encomendada o asumiese, requisito que no exige el art. 
19.Tres. De conformidad con este precepto, basta con que el pagador satisfaga cualquier 
rendimiento al no residente para que pase a responder solidariamente. 
 A propósito de la exigibilidad, al pagador de rendimientos al no residente, de su 
responsabilidad solidaria, el párrafo tercero del art. 19.Tres de la Ley 18/1991, del IRPF, 
introducido por la Disposición final quinta de la Ley 43/1995, del IS, determina que: 

"En el caso de pagador de los rendimientos devengados sin mediación de 
establecimiento permanente por los sujetos pasivos no residentes, la responsabilidad 

                                                           
531 .- SANCHEZ GALIANA, J.A.: "El responsable (artículos 37, 38 y 39)", en "Comentarios a la Ley General 
Tributaria y líneas para su reforma" (Libro-homenaje al Prof. Dr. D. Fernando SAINZ DE BUJANDA), Vol I, 
1991, op. cit ., págs. 630 a 633. 
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solidaria del ingreso de la deuda tributaria será exigible sin que sea necesario el acto 
administrativo previo de derivación de responsabilidad previsto en el apartado 4 del 
artículo 37 de la Ley General Tributaria, pudiendo, a estos efectos, entenderse las 
actuaciones de la Administración tributaria directamente con el responsable solidario 
"532. 

 En realidad, de hecho, aunque no de derecho, se ha convertido al pagador de 
rendimientos a no residentes en sujeto pasivo real tanto del IRPF como del IS533. Sin 
embargo, la circunstancia que, en la práctica, el no residente tribute a través del pagador no le 
convierte en su representante universal sino que el mandato legal implica para el pagador sólo 
la obligación de, eventualmente, hacer frente al Impuesto debido en relación con el 
rendimiento o rendimientos que satisfaga. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, por 
supuesto que el pagador de rendimientos puede adquirir, además, la condición de 
representante del sujeto pasivo no residente pero, únicamente, si acepta la designación en los 
términos del art. 22 de la Ley 18/1991. 
 El TEAC, en su Resolución de 24 de abril de 1991534, señala que el pagador de 
rendimientos a no residentes, para ser responsable solidario, debe tener la condición de 
residente en España o, al menos, disponer de un establecimiento permanente en territorio 
español535. 
 
  c) El depositario o gestor 
 
 Con arreglo al párrafo primero del vigente art. 19.Tres de la Ley 18/1991, del IRPF, 
en su redacción fruto de la Disposición final quinta de la Ley 43/1995, el depositario o gestor 
de los bienes o derechos de los sujetos pasivos no residentes, no afectados a un 
establecimiento permanente, responderá solidariamente del ingreso de las deudas tributarias 
correspondientes a las rentas de los bienes o derechos cuyo depósito o gestión tenga 
encomendado. 
 El primer comentario a efectuar, a propósito de lo dispuesto en estos preceptos, es que 
las nociones de depósito o gestión deben interpretarse en sentido jurídico, no de hecho536. Se 
                                                           
532 .- El art. 37.4 de la LGT preceptua que: "En todo caso, la derivación de la acción administrativa para exigir 
el pago de la deuda tributaria a los responsables requerirá un acto administrativo en el que previa audiencia 
del interesado se declare la responsabilidad y se determine su alcance. 
 Dicho acto le será notificado, con expresión de los elementos esenciales de la liquidación, en la forma 
que reglamentariamente se determine, confiriéndoles desde dicho instante todos los derechos del deudor 
principal. 
 Transcurrido el período voluntario que se concederá al responsable para el ingreso, si no efectúa el 
pago, la responsabilidad se extenderá automáticamente al recargo a que se refiere el artículo 127 de esta Ley y la 
deuda le será exigida en vía de apremio ". 
533 .- GONZALEZ POVEDA, V.: "Tributación de no residentes", op. cit ., pág. 475. 
534 .- Esta Resolución se halla recogida en Impuestos, La Ley, Tomo II/1991, págs. 645 a 647. 
535 .- Considerando 7º de la Resolución del TEAC de 24 de abril de 1991: "Que, sin embargo, comoquiera que al 
pagador se le impone, por mandato legal, la responsabilidad solidaria del ingreso de las cuotas correspondientes 
a los rendimientos que satisface, aunque la Ley no exija expresamente que los satisfaga a través de 
establecimiento permanente ni que tenga la condición de residente a efectos fiscales, resulta indubitado que 
únicamente cuando concurra alguno de estos supuestos podrá la norma tributaria serle de aplicación, ya que, 
cuando la Ley 5/1983 quiso asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias del sujeto pasivo no 
residente, que no tiene establecimiento permanente en España, y que por ello se encuentra en una situación, de 
hecho, alejada de la Administración tributaria española sería inútil entender, pues nada añade a la finalidad 
perseguida, que lo hubiera hecho configurando a la persona del responsable solidario como aquella que pudiera 
encontrarse en igual situación que el sujeto pasivo contribuyente, por su condición de no residente y sin 
establecimiento permanente (...) ". 
536 .- Arts. 1758 y ss. del CC, en el caso del depósito, y arts. 1888 y ss. del CC, por lo que respecta a la gestión 
de negocios ajenos. 
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dota así de precisión de unos términos que ni la Ley 18/1991 ni la Ley 43/1995 definen. 
 Por otra parte, en lugar de la expresión "rendimientos" utilizada por la Ley 5/1983, la 
Ley 18/1991 utiliza el término "rentas", con el que se alude tanto a los rendimientos como a 
los incrementos de patrimonio. Es, precisamente, en el ámbito de los incrementos de 
patrimonio derivados de bienes muebles donde la responsabilidad del depositario o gestor 
alcanza su sentido, pues al no tratarse de rendimientos no entra en juego el pagador537. 
Además de en las plusvalías mobiliarias, el depositario o gestor es el responsable idóneo 
respecto de aquellos rendimientos del capital mobiliario en los que la exigencia de una 
obligación tributaria sobre el pagador de los mismos resulta poco operativa; tal es el caso de 
los rendimientos satisfechos por el Estado, de ciertos rendimientos implícitos o de los 
rendimientos de valores extranjeros. 
 Un factor de diferenciación en punto a la exigibilidad de la responsabilidad solidaria 
del pagador de rendimientos y del depositario o gestor aparece recogido en el párrafo cuarto 
del art. 19.Tres de la Ley 18/1991, introducido por Disposición final quinta de la Ley 
43/1995. De conformidad con estos preceptos, en el caso del depositario o gestor de los 
bienes o derechos de los sujetos pasivos no residentes no afectados a un establecimiento 
permanente, y, a diferencia de lo que ocurre en el caso del pagador de rendimientos "la 
responsabilidad solidaria se exigirá en los términos previstos en el apartado 4 del artículo 
37 de la Ley General Tributaria ". Es decir, que la derivación de la acción administrativa para 
exigir el pago de la deuda tributaria a los responsables requerirá un acto administrativo en el 
que previa audiencia del interesado se declare la responsabilidad y se determine su alcance.

                                                           
537 .- BAENA AGUILAR, A.: "La obligación real de contribuir en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas", op. cit ., pág. 436. 
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PRIMERA 
 

El fundamento último de la tributación, con arreglo al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas español, de las no residentes en España que obtengan rentas en nuestro 
territorio debe buscarse en la soberanía fiscal del Estado español, expresión que consideramos 
sinónima, en el ámbito internacional, de la noción de poder tributario estatal. 

 
SEGUNDA 

 
El poder tributario del Estado español, tanto en su manifestación interna, como 

internacional -soberanía fiscal-, no es omnímodo sino que se encuentra sometido a diversas 
limitaciones que pueden clasificarse en tres grupos: 

A) Las derivadas del postulado de justicia tributaria, con sus manifestaciones los 
principios de generalidad, igualdad, capacidad económica y progresividad. 

B) Las contenidas en los principios generales que rigen la aplicación del 
ordenamiento tributario interno, en especial, el principio de territorialidad y C) las 
dimanantes de los Tratados internacionales suscritos por nuestro país. 
 

TERCERA 
 
 En sede de tributación de las personas físicas no residentes en España, el principio de 
capacidad económica no presenta la misma caracterización que en el supuesto de las 
residentes. Para ambas categorías de personas es el fundamento último de su obligación de 
contribuir pero mientras que en el caso de las residentes es a la vez fundamento y medida de 
su contribución al sostenimiento de los gastos públicos dado que tributan por la totalidad de 
su renta mundial, para las no residentes, la capacidad económica no puede tomarse como 
medida de su contribución al limitarse su gravamen a las rentas obtenidas en territorio 
español. 
 Por lo que respecta al principio de progresividad, se advierte que si bien la aplicación 
de tipos progresivos, con la consiguiente finalidad redistributiva de la renta, es defendible en 
lo que respecta a la tributación de las personas físicas residentes no lo es tanto en el gravamen 
de las no residentes, cuyos vínculos con nuestro país pueden ser muy escasos. 
 

CUARTA 
 

Además de por las diversas manifestaciones del principio de justicia financiera 
acogidas en el art. 31.1 de la CE, la soberanía fiscal del Estado español se halla también 
limitada por el denominado "principio de territorialidad de los impuestos", con arreglo al cual 
éstos sólo son exigibles cuando exista una conexión entre su presupuesto de hecho y en 
territorio del Estado que los ha establecido. Este principio puede ser considerado como el 
fundamento jurídico específico de los tributos cuyo presupuesto de hecho aparece integrado 
por elementos situados en distintas soberanías fiscales así como límite de la extensión 
espacial de los tributos. 
 

QUINTA 
 
 Finalmente, la soberanía fiscal del Estado español se encuentra también limitada por 
los Tratados Internacionales firmados por España. Esta afirmación, de validez general, 
adquiere particular relevancia a propósito de la tributación de las personas físicas no 
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residentes, por cuanto, en esta materia, la legislación interna española, representada por la 
Ley 18/1991, de 6 de junio, sólo será de aplicación en defecto de Convenio de Doble 
Imposición sobre la Renta suscrito por nuestro país. 
 

SEXTA 
 

En el marco del Derecho Internacional, dos son los principios de sujección a las leyes 
emanadas del Estado español: A) El personal, con arreglo al cual, aquéllas pueden alcanzar a 
situaciones producidas fuera de su ámbito territorial, siendo sus puntos de conexión, el 
domicilio, la residencia y la nacionalidad. B) El territorial, según el cual, las normas dictadas 
por un Estado se dirigen a regular los hechos acaecidos en su territorio, de manera que 
aquéllas sólo tienen vigencia en el interior del mismo. 
 También en el Derecho Tributario, aun sobre la base de su carácter eminentemente 
territorial, cabe distinguir, con carácter general, como criterios de extensión espacial de las 
normas tributarias, entre un criterio impositivo personal -característico de los países 
desarrollados-, en virtud del cual, el sujeto pasivo es sometido a gravamen por su renta 
mundial y un criterio territorial, real o del país de la fuente -característico de los países en 
vías de desarrollo-, con arreglo al cual, el Estado grava toda la riqueza que se origina en su 
territorio. Esta dualidad de criterios da lugar al problema de la doble imposición 
internacional. 
 

SEPTIMA 
 

La dualidad de principios personal y territorial se produce también en el interior del 
sistema impositivo de cada uno de los Estados, en nuestro caso del Estado español. En este 
sentido, el art. 21 de la Ley General Tributaria distingue entre el principio de residencia 
efectiva que se aplicará cuando el gravamen sea de naturaleza personal y el de territorialidad 
en los demás tributos. 

 
OCTAVA 

 
Asimismo, en el seno de cada una de las figuras integrantes del sistema impositivo y, 

en particular, en el seno del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se conjugan 
también los principios de personalidad y de territorialidad representados por los criterios de la 
residencia habitual y de la territorialidad en sentido estricto. Esta dualidad de criterios da 
lugar a dos formas de tributación: 
 - La tributación por obligación personal de contribuir, fundada en el criterio de la 
residencia y que implica que todas las personas físicas residentes en España quedan 
sometidas al Impuesto español por la totalidad de su renta mundial, con independencia del 
país de obtención de la misma. 
 - La tributación por obligación real, basada en el criterio real o del país de la fuente de 
la renta, con arreglo al cual las personas físicas que no residan en España sólo quedarán 
sujetas al Impuesto español por las rentas que hayan obtenido en nuestro territorio. 
 

NOVENA 
 

Ya los primeros textos reguladores de nuestra imposición personal sobre la renta se 
ocuparon de la tributación de la obtenida en territorio español por personas físicas no 
residentes. 
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 Sin embargo, sus disposiciones -excepto las del Proyecto del Impuesto de Rentas y 
Ganancias de 1926, que no llegó a tener vigencia efectiva, y en el que el gravamen de las 
rentas obtenidas por personas físicas no residentes se caracterizaba por la no personalización 
y por la aplicación de tipos proporcionales- eran muy semejantes a las previstas para las 
rentas obtenidas por las personas físicas residentes en nuestro país: personalización y tipos de 
gravamen progresivos. 
 

DECIMA 
 

En la década de los años sesenta, coincidiendo con el proceso de apertura político-
económica de nuestro país hacia el exterior, la tributación de las rentas obtenidas en España 
por las personas físicas no residentes comenzó a adquirir una creciente importancia que se 
manifestó en los siguientes extremos: 

a) Por una parte, en el avance que, en esta materia, supusieron las disposiciones del 
Impuesto general sobre la Renta de las Personas Físicas y que se reflejó: 

• De un lado, en el establecimiento, al menos formalmente, de un único criterio de 
sujección al Impuesto por obligación real: la obtención de renta en territorio español. 
 • De otro, en el hecho que, con base en las características del modelo instaurado por la 
Ley 41/1964, de Reforma del Sistema Tributario -gravamen por impuestos de producto 
configurados con carácter de "a cuenta" del General sobre la Renta- y en las peculiaridades 
que definen la obtención de renta por parte de personas físicas no residentes, sucedía que, en 
la práctica, éstas -incluso más que las residentes dada su, con frecuencia, escasa relación con 
nuestro país- tributaban, únicamente, en virtud de los impuestos de producto sustrayéndose 
así a los rasgos de personalidad y progresividad características del Impuesto general sobre la 
Renta de las Pesonas Físicas. 
 b) Por otra parte, la progresiva trascendencia del gravamen de las rentas obtenidas por 
personas físicas no residentes se manifestó también en el inicio de la formalización, por 
nuestro país, de una reda de Convenios de Doble Imposición sobre la Renta que, 
paulatinamente, ha visto incrementarse su número hasta la treintena actualmente en vigor. 
 

DECIMOPRIMERA 
 

Las previsiones de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, en sede de tributación de las rentas obtenidas por no residentes, amén de 
su descoordinación respecto de las contenidas en la Ley 61/1978, supusieron un retroceso en 
relación con las disposiciones que, en esta materia, había previsto el Impuesto general sobre 
la Renta de las Personas Físicas. Y ello, fundamentalmente, por dos órdenes de razones: 

a) Porque volvían a establecerse, con idéntico valor, dos criterios de sujección al 
Impuesto por obligación real: de un lado, el de la obtención de rendimientos e incrementos de 
patrimonio en territorio español y, de otro, el del pago de rendimientos por persona física o 
entidad pública o privada residente en nuestro país, con independencia de su lugar de 
obtención, criterio este último que podría comportar una aplicación extraterritorial del 
Impuesto. 
 b) Y, porque nuevamente, se ignoraban las peculiaridades inherentes al gravamen de 
las rentas obtenidas por las personas físicas no residentes en España, sometiéndolas, de una 
parte, a una escla de tipos progresivos de gravamen, y constriñéndolas, de otra, a esperar al 
final del período impositivo ordinario para satisfacer el Impuesto. 
 

DECIMOSEGUNDA 
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La promulgación de la Ley 5/1983, de 29 de junio, de medidas urgentes en materia 

presupuestaria, financiera y tributaria, supuso el inicio de un nuevo tratamiento tributario de 
las rentas obtenidas por personas físicas no residentes, más coordinado, aunque no por 
completo, con el previsto para las Entidades no residentes, y fundado en la distinción entre: 
 • El gravamen de las rentas obtenidas mediante establecimiento permanente, que 
tributaban con arreglo al régimen general previsto por la Ley 44/1978, y 
 • el de las obtenidas sin mediación del mismo, en el que se introducían las principales 
innovaciones: tributación operación por operación, devengo instantáneo del Impuesto, 
objetividad del mismo y tipo de gravamen de carácter proporcional. 
 No obstante, el sistema de tributación de no residentes surgido de la Ley 5/1983 
presentaba deficiencias que pueden concretarse en los siguientes puntos: 

a) Su plasmación en disposiciones particulares, dictadas al margen del modelo 
general, lo cual daba lugar a un conjunto normativo disperso con los consiguientes problemas 
de descoordinación entre las partes integrantes del mismo. 
 b) La posible aplicación extraterritorial de nuestro IRPF al subsistir, como criterio de 
sujección al mismo, el del pago de rendimientos por persona o entidad pública o privada 
residente en nuestro país, con independencia del lugar de obtención de los mismos. 
 c) Diferencias entre el tratamiento dispensado en las personas físicas y a las entidades 
no residentes en territorio español. 
 d) Necesidad que el sistema fiscal español, se adaptase a la nueva situación que se 
derivaría de la creación de nun Mercado Unico Europeo. 
 

DECIMOTERCERA 
 

En sede de tributación de personas físicas no residentes, la Ley 18/1991 es deudora de 
la Ley 5/1983, de 29 de junio de Medidas Urgentes en materia presupuestaria, financiera y 
tributaria, de conformidad con la cual debe distinguirse entre dos modalidades: rentas 
obtenidas por personas físicas no residentes operando en nuestro país por medio del 
establecimiento permanente y rentas obtenidas por personas físicas no residentes operando en 
nuestro país sin mediación del mismo. Las diferencias entre ambas modalidades de 
tributación por obligación real son tan profundas que cabe afirmar que, al igual que la 
obligación real de contribuir puede ser considerada como un gravamen distinto de la 
obligación personal, también en el seno de aquélla puede predicarse la existencia de dos 
formas de tributación prácticamente independientes entre sí, dado que cada una de ellas tiene 
propio hecho imponible, así como su propia forma de determinar la base imponible y la 
deuda tributaria. 
 

DECIMOCUARTA 
 

Las personas físicas no residentes que operan en nuestro país por medio de 
establecimiento permanente tributarán con arreglo a nuestro Impuesto sobre la Renta según 
unos criterios muy semejantes a los de la obligación personal de contribuir, propia de las 
personas físicas residentes, tanto por lo que respecta al período impositivo como a la 
determinación de la base imponible. 
 A propósito del hecho imponible, en la obligación real con establecimiento 
permanente la persona física no residente tributa por la totalidad de la renta imputable, 
durante el período impositivo, al establecimiento permanente, haya sido obtenida en territorio 
español o extranjero. Sin embargo, mientras que en la obligación personal la renta puede estar 
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integrada por cualquiera de los componentes a los que alude el art. 5.Cuatro de la Ley 
18/1991, en la obligación real con establecimiento permanente, la renta cuya obtención 
configura el hecho imponible sólo puede derivarse del desempeño de actividades 
empresariales o profesionales por parte del sujeto pasivo con el concurso del establecimiento 
permanente o de la percepción de incrementos o disminuciones de patrimonio procedentes de 
elementos patrimoniales afectos al mismo. 
 Respecto a la determinación de la base imponible, se produce una remisión a las 
disposiciones que la Ley 18/1991 prevé al objeto de fijar el rendimiento neto derivado de las 
actividades empresariales o profesionales ejercidas por personas físicas residentes en España 
sujetas a nuestro IRPF por obligación personal. En orden a la cuantificación de la deuda 
tributaria, el conocimiento parcial que la Administración fiscal española tiene de la capacidad 
contributiva total del sujeto pasivo no residente determina: • De una parte, que el tipo de 
gravamen aplicable a los rendimientos neto imputables al establecimiento permanente tenga 
un carácter proporcional, y 
 • de otra, que a la cuota íntegra así obtenida, como consecuencia del deseo de 
objetivar el tributo, sólo le sean aplicables algunas de las deducciones previstas por la Ley 
18/1991 para los sujetos pasivos por obligación personal. No parece adecuado, sin embargo, 
que, a pesar de gravarse al no residente por la renta mundial imputable al establecimiento 
permanente, no le sea aplicable la deducción por doble imposición internacional. 
 

DECIMOQUINTA 
 

Las rentas obtenidas por personas físicas no residentes que operan en España sin 
establecimiento permanente, en el marco de la obligación real a contribuir, tributan con 
arreglo a unos criterios distintos a los de la obligación personal y de la real con 
establecimiento permanente. 
 Los aspectos material y espacial de su hecho imponible aparecen constituidos por la 
obtención, en territorio español, y exclusivamente en el mismo, de rentas, entendiendo este 
vocablo como referente a los elementos relacionados en el art. 5.Cuatro de la Ley 18/1991 
con excepción de las bases imponibles positivas en régimen de trasnparencia fiscal. Pero las 
diferencias respecto a la obligación personal y la real con establecimiento permanente no 
atañen únicamente a los aspectos material y espacial del hecho imponible sino también al 
aspecto temporal del mismo, por cuanto, en la obligación real sin establecimiento 
permanente, se produce un devengo instantáneo del Impuesto por cada percepción aislada de 
rendimientos e incrementos de patrimonio. 
 

DECIMOSEXTA 
 

En la obligación real sin establecimiento permanente, la peculiar configuración del 
hecho imponible, respecto de la obligación personal y de la real con establecimiento 
permanente, determina que, en aquélla, la base imponible presente las siguientes 
peculiaridades: 

• Que la misma sea el resultado de cuantificar aisladamente los distintos rendimientos 
e incrementos de patrimonio obtenidos, en territorio español, por personas físicas no 
residentes, sin referencia a período impositivo alguno. 
 • Que no todas las rentan sean cuantificadas con arreglo a los mismos criterios, 
distinguiéndose entre rendimientos e incrementos de patrimonio. En los primeros, la base 
imponible aparece constituida por la cuantía íntegra devengada, con excepción de los 
rendimientos derivados de explotaciones económicas en general y de las operaciones de 
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reaseguro, que presentan un carácter cuasi-íntegro al admitirse la posibilidad de deducir 
algunos de los gastos necesarios para su obtención. En cambio, en sede de incrementos de 
patrimonio se produce una remisión, con algunas singularidades, como principal la derivada 
del devengo instantáneo del Impuesto- a la regulación de los obtenidos por sujetos pasivos 
residentes en el marco de la obligación personal de contribuir. 
 Por lo que respecta a la determinación de la deuda tributaria, el conocimiento parcial, 
por parte de la Administración fiscal española, de la capacidad económica global del sujeto 
pasivo no residente determina: 

• De una parte, que los tipos de gravamen aplicables a la base imponible tengan, al 
igual que sucede en la obligación real con establecimiento permanente, un carácter 
proporcional. No obstante, en la obligación real sin establecimiento permanente, el tipo de 
gravamen no es único sino que está en función de las distintas clases de rentas. 
 • De otra, que a la cuota íntegra resultante de la aplicación de estos tipos de gravamen 
le sea de aplicación un catálogo de deducciones todavía más reducido que el correspondiente 
a la obligación real con establecimiento permanente. 
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